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RESUMEN EJECUTIVO 
 
El derecho fundamental al trabajo en condiciones dignas ha sufrido grandes golpes; toda vez, que 
innumerables empresas del sector privado e incluso del sector oficial, las cuales intentan minimizar 
de forma constan este derecho disfrazando las relaciones y el contrato de trabajo en figuras como 
el contrato de prestación de servicios de corte netamente civil, y la figura de los trabajadores en 
misión o empleados temporales. En el año 2014 la Confederación Sindical Internacional determinó 
que Colombia es uno de los países que ofrece las peores condiciones de trabajo, estando al nivel 
de China y siendo superado por Haití. En la actualidad, este informe no se encuentra alejado de la 
realidad, por cuanto a nivel nacional todavía se observan fenómenos como el de la informalidad, 
que según información del DANE, se encuentra en un 66.7%, en relación al año 2016 que finalizo 
con una tasa del 58.1% , hecho  que aumenta  la violación a los derechos de la salud y la seguridad 
social, al mínimo vital y móvil, y todo tipo de discriminación con ocasión de la orientación sexual, 
de ascendencia racial o étnica, de género y cuando los trabajados sufren de algún tipo de 
discapacidad o se encuentren en condiciones que los coloquen en desventaja frente a los demás 
trabajadores. La estabilidad ocupacional reforzada en Colombia se erige como aquella institución 
jurídica que tutela el derecho al trabajo de aquellos trabajadores que se encuentran en condición 
de discapacidad o limitación física, mujeres en estado de embarazo y en el periodo de lactancia, 
así mismo para las parejas de las mujeres en estado de embarazo y, a los trabajadores amparados 
con el denominado fuero sindical. La presente investigación es de corte socio jurídica, dado a que 
busca construir a través del análisis jurisprudencial la importancia de los derechos fundamentales 
al trabajo, al mínimo vital, a la especial protección de las mujeres trabajadoras en estado de 
embarazo o lactancia, como el hecho de analizar los criterios desarrollados por la jurisprudencia 
para su real y efectiva protección. Igualmente, cumple con los lineamientos y características de un 
proyecto de naturaleza hermenéutico jurídico, ya que uno de sus principales objetivos es el análisis 
de la jurisprudencia que giran en torno a la estabilidad ocupacional reforzada en Colombia. Dentro 
de los resultados del proyecto se tiene que la Corte Constitucional en sede de revisión de tutela, ha 
ido de avanzada en relación a la protección de la madre trabajadora en estado de embarazo y 
lactancia, y en este sentido ha proferido decisiones que amparan los derechos constitucionales 
derivados de esta institución. En el año 2013, la Corte Constitucional ha unificado su 
jurisprudencia con la sentencia SU-070, la cual estableció una serie de reglas en relación a las 
diversas formas de los trabajadores como el contrato de trabajo en sus diferentes modalidades, el 
contrato de prestación de servicios, entre otros; así como estableció los presupuestos facticos que 
se pueden presentar en los casos en concreto, para de esta forma ordenas las respectivas medidas 
de protección. La SU-070/2013 se convirtió en un faro que inclusive actualmente sirve de guía 
para la resolución de conflictos en tratándose de la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer 
trabajadora en estado de gravidez. Por otra parte, en el año 2018 la Corte Constitución con la SU-
075 decidió modificar parcialmente el precedente establecido a partir de la sentencia SU-070/2013 
y negó la protección de los derechos derivados de esta institución cuando el empleador no haya 
tenido conocimiento del estado de gestación de la trabajadora al momento del despido.  
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INTRODUCCIÓN 
 
Con el nacimiento del estado social de derecho a partir de la promulgación de la Constitución 
Política de 1991 se propende por el respeto, garantía y protección de los derechos constitucionales 
fundamentales de las personas como son el derecho al trabajo, al mínimo vital, a la vida, y los 
derechos prevalentes de los niños. 
En este sentido, la Corte Constitucional a través de sus decisiones ha obrado de avanzada 
para la protección del trabajo de las madres trabajadoras en estado de gravidez y/o lactancia, 
institución conocida actualmente como estabilidad ocupacional reforzada. 
A través de esta institución, la Corte ha querido no solo proteger los derechos 
fundamentales de quien está por nacer o ha nacido, sino que pretende atacar la discriminación 
laboral en contra de la mujer trabajadora, y por consiguiente reivindicar los derechos de los 
trabajadores contratados bajo diferentes modalidades con el fin de ocultar verdaderas relaciones 
laborales. 
Por lo tanto, este proyecto de investigación tiene como principal objetivo el de identificar 
la evolución a nivel jurisprudencial de la institución de la estabilidad ocupacional reforzada a fin 
de comprender los pronunciamientos de la Honorable Corte Constitucional frente a esta materia. 
En el primer capítulo de este proyecto se realizará un análisis de diversas sentencias en 
sede de revisión de tutela, proferidas por la Corte Constitucional, a fin de conocer el alcance y la 
importancia de esta institución a través del tiempo. 
En el segundo capítulo de este proyecto se identificarán los lineamientos, presupuestos y/o 
condiciones (reglas) establecidas en el precedente jurisprudencial, que permiten amparar los 
derechos derivados de la estabilidad ocupacional reforzada bajo las diferentes formas de 
vinculación de trabajadoras como son: contrato de trabajo a término indefinido, contrato de trabajo 
a término fijo, contrato por obra o labora, contrato de prestación de servicios, contratación a través 
de empresas de servicios temporales y cooperativas de trabajo asociado. 
En el tercer capítulo se identificarán las líneas jurisprudenciales desarrolladas por la Corte 
Constitucional en relación a la estabilidad ocupacional reforzada bajo las modalidades de contrato 
de trabajo a término indefinido, contrato de trabajo a término fijo, contrato por obra y labora, y 
contrato de prestación de servicios. 
 
 
 
IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
 
 
Título 
 
Evolución jurisprudencial de la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer en estado de 
embarazo y lactancia en Colombia.   
 
 
Planteamiento del Problema 
 
Con la promulgación de la Constitución Política de 1991 el Estado colombiano evolucionó entre 
otros muchos aspectos de un Estado de derecho a un Estado social de derecho, el cual enaltece y 
reivindica el papel del ser humano dentro del mismo, como el centro y principal eje de protección 
por parte de la Carta Magna, de las diversas ramas del poder público, de las distintas autoridades 
a nivel central y territorial; y en general, de todas las personas que integran la nación. 
  
 Es así como la Carta Magna establece dentro de su parte dogmática los derechos 
constitucionales fundamentales, entre otros, como el derecho a la vida, el derecho a la paz, las 
diversas libertades: como a) la de expresión, b) de profesión, c) de culto o religión, d) de 
asociación, entre otras y el derecho fundamental al trabajo; los cuales son considerados por la 
Constitución como derechos inherentes, fundamentales y de especial protección de todas las 
personas que hacen parte del Estado colombiano. 
  
 Empero, el hecho de que la Constitución de 1991 cuya pretensión es la de reivindicar los 
derechos, libertades y garantías de las personas; a la vez que las dota de diversos medios de control 
para lograr su protección y su tutela material; lo cierto es que desde su promulgación se han 
presentado innumerables conductas que amenazan y vulneran los derechos constitucionales 
fundamentales. 
  
 En este orden de ideas, el derecho al trabajo no solo se erige como un derecho 
constitucional fundamental, sino que además se manifiesta como uno de los pilares fundamentales 
que dieron origen a la Carta Magna y en los cuales se funda el Estado social de derecho en 
Colombia. 
  
 El preámbulo de la Constitución afirma “en ejercicio de su poder soberano, representado 
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y 
con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, 
el trabajo…” y el artículo 1 constitucional señala “Colombia es un Estado social de derecho, 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.” 
  
 Sin embargo, a través de los años el derecho fundamental al trabajo en condiciones dignas 
ha sufrido grandes golpes; toda vez, que innumerables empresas del sector privado e incluso del 
sector oficial, las cuales intentan minimizar de forma constan este derecho disfrazando las 
relaciones y el contrato de trabajo en figuras como el contrato de prestación de servicios de corte 
netamente civil, y la figura de los trabajadores en misión o empleados temporales. 
  
 En el año 2014 la Confederación Sindical Internacional determinó que Colombia es uno de 
los países que ofrece las peores condiciones de trabajo, estando al nivel de China y siendo superado 
por Haití. En la actualidad, este informe no se encuentra alejado de la realidad, por cuanto a nivel 
nacional todavía se observan fenómenos como el de la informalidad, que según información del 
Departamento Administrativo Nacional  de Estadística DANE, se encuentra en un 66.7%, en 
relación al año 2016 que finalizo con una tasa del 58.1% , hecho  que aumenta  la violación a los 
derechos de la salud y la seguridad social, al mínimo vital y móvil, al derecho de asociación, y 
todo tipo de discriminación con ocasión de la orientación sexual, de ascendencia racial o étnica, 
de género  y cuando los trabajados sufren de algún tipo de discapacidad o se encuentren en 
condiciones que los coloquen en desventaja frente a los demás trabajadores.  
  
 Sin embargo, y a pesar del oscuro panorama que se genera en torno al derecho al trabajo, 
la Constitución Política de 1991 y la Corte Constitucional a través de la jurisprudencia se presentan 
como una luz en el camino en tratándose de trabajadores con algún tipo de discapacidad o 
limitación física, a las mujeres en estado de embarazo, entre otros. La Constitución política y la 
Corte Constitucional entregaron las herramientas necesarias para desarrollar el principio supremo 
a la estabilidad laboral reforzada. 
  
 Por lo tanto, la estabilidad ocupacional reforzada en Colombia se erige como aquella 
institución jurídica que tutela el derecho al trabajo de aquellos trabajadores que se encuentran en 
condición de discapacidad o limitación física, mujeres en estado de embarazo y en el periodo de 
lactancia, así mismo para las parejas de las mujeres en estado de embarazo y, a los trabajadores 
amparados con el denominado fuero sindical. 
  
 Una estabilidad ocupacional implica que el ordenamiento debe lograr una garantía real y 
efectiva al derecho constitucional que tienen los trabajadores en los estados anteriormente 
descritos.  La protección tiene entonces que ser eficaz, por lo cual su regulación y aplicación está 
sometida a un control constitucional más estricto pues, la Constitución ordena un amparo especial 
a la estabilidad laboral de todos los trabajadores que cuenten con algunas de las características 
mencionadas anteriormente, por lo cual no es suficiente que el ordenamiento legal asegure unos 
ingresos monetarios a esos trabajadores, sino que es necesario protegerles eficazmente su derecho 
efectivo a trabajar. 
  
 De acuerdo a este escenario, es necesario analizar la evolución jurisprudencial de la 
institución de la estabilidad ocupacional reforzada en la mujer trabajadora en estado de embarazo 
o lactancia tomando en consideración con el tipo de vinculación del trabajador si se trata de una 
relación laboral o del tipo de contrato civil si se trata de una mujer prestadora de servicios;  
realizando un análisis jurisprudencial de  las decisiones de la Corte Constitucional en defensa de 
los trabajadores en vía de protección de la estabilidad laboral reforzada, cuál es su posición y las 
decisiones que han evitado la vulneración de este derecho constitucional que tienen los 
trabajadores. 
 
 
Formulación del Problema 
 
¿Cuál ha sido la evolución jurisprudencial que permite la aplicación del principio supremo de la 
estabilidad ocupacional reforzada en la mujer trabajadora en estado de embarazo o lactancia? 
 
 
Sistematización del Problema 
 
¿Cuáles son las formas de vinculación laboral o civil desarrollados o determinados por la Corte 
Constitucional que permiten la aplicación de la institución de la estabilidad ocupacional reforzada 
de la mujer trabajadora en estado de embarazo o lactancia? 
 
 ¿Cuáles son los criterios desarrollados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, a 
fin de lograr la protección del derecho al trabajo de la mujer trabajadora en estado de embarazo o 
lactancia mediante la figura de la estabilidad ocupacional reforzada? 
 
 ¿Cuáles son las líneas jurisprudencias desarrolladas por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional en el amparo de la mujer trabajadora en estado de embarazo o lactancia en relación 
con la aplicación de la estabilidad ocupacional reforzada?    
 
 
Justificación 
 
Mediante la creación y promulgación de la Constitución Política de 1991, el constituyente dotó a 
la persona de una serie de derechos denominados fundamentales, los cuales se proclaman como 
inherentes a todo ser humano sin distinción de su edad, orientación sexual, raza o etnia, culto; 
elevando el concepto de persona al nivel de eje principal y pilar fundamental del estado.    
  
 Dentro de los derechos constitucionales fundamentales proclamados por la Constitución 
Política de 1991, se encuentra inter alía el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, la 
libertad de profesión u oficio, el derecho a la igualdad y a la especial protección de los niños y de 
sus derechos fundamentales. Derechos fundamentales que en mayor o menor medida han sido 
vulnerados por el sector patronal a través de utilización de figuras legales como el contrato de 
prestación de servicios y el trabajo en misión en contravención con el principio de la primacía de 
la realidad o el contrato realidad; de la violación del derecho al mínimo vital y al goce de la 
seguridad social del que son titulares los trabajadores; a la estabilidad ocupacional y al no ser 
discriminados y despedidos sin justa causa con ocasión de su condición de discapacidad, debilidad 
manifiesta, o por estar en estado de gravidez, en tratándose de la mujer trabajadora. 
  
 Con el nacimiento de la carta magna también se dio paso a la Corte Constitucional como 
guarda y garante de la Constitución y a la vez órgano de tutela de los derechos fundamentales 
inherentes a la persona, dotada de independencia de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado, a fin de especializar y garantizar la protección de la norma de normas de los colombianos. 
 
 Es precisamente la Corte Constitucional la cual a través de sus decisiones ha desarrollado 
y ampliado el espectro de protección del trabajador a través de la institución de la estabilidad 
laboral reforzada, en tratándose de trabajadores con discapacidad física o psicológica, trabajadores 
con debilidad manifiesta, a la mujer en estado de embarazo o lactancia, recientemente la aplicación 
de la figura de la estabilidad laboral reforzada a la pareja de aquella mujer en estado de embarazo 
o lactancia que dependa económicamente de su esposo, o  a los líderes sindicalistas que tengan 
fuero sindical. 
  
 Así mismo, la Constitución Política de 1991 creó el medio de control denominado Acción 
de Tutela, con el fin de amparar los derechos fundamentales constitucionales de las personas y de 
los trabajadores, y que de acuerdo al objeto del presente proyecto de investigación, el amparo a los 
derechos constitucionales fundamentales de la mujer trabajadora en estado de embarazo o 
lactancia, que cumplan con los requisitos para ser titulares de derechos bajo la figura de la 
estabilidad ocupacional reforzada. 
  
 De acuerdo a los argumentos expuestos con anterioridad, el presente proyecto de 
investigación pretende determinar cuál ha sido la evolución de la institución de la estabilidad 
ocupacional reforzada en Colombia a partir de la promulgación de la Constitución Política de 1991 
y la creación de la Corte Constitucional, en relación con la mujer trabajadora en estado de 
embarazo o lactancia, teniendo como génesis su forma de vinculación al mundo laboral y las 
condiciones exigidas en la constitución y la ley, ampliamente desarrolladas por las decisiones de 
dicho órgano de cierre. 
 
 Adicionalmente, con la realización del presente proyecto de investigación se realizará un 
compendio completo acerca de la estabilidad ocupacional reforzada en Colombia, en relación con 
la mujer trabajadora en estado de embarazo o lactancia, mediante el estudio y análisis de la 
jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional. 
 
 
Objetivos 
 
 
Objetivo General 
 
Analizar la evolución jurisprudencial de la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer 
trabajadora en estado de embarazo o lactancia en Colombia.  
 
 
Objetivos Específicos 
 
Analizar sentencias proferidas por la Corte Constitucional en relación con el amparo del derecho 
de la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo o lactancia en Colombia. 
 
 Identificar las diferentes formas de vinculación, condiciones o requisitos identificados por 
la Corte Constitucional para el amparo del derecho fundamental de la estabilidad ocupacional 
reforzada de la mujer en estado de embarazo o lactancia en Colombia. 
 
 Identificar líneas jurisprudenciales en concordancia con las decisiones de la Corte 
Constitucional y en relación con las diferentes formas de vinculación de la mujer trabajadora en 
estado de embarazo o lactancia en Colombia. 
 
  
MARCO DE REFERENCIA 
 
 
Antecedentes 
 
Estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada. Proyecto de grado elaborado por los 
estudiantes Carolina Arenas Mercado y Yusaris Montes Arenas para optar por el título de Abogado 
otorgado por la Universidad de la Costa en Barranquilla en el año 2016. El presente proyecto 
realiza un estudio en relación con la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer trabajadora en 
estado de gestación, así como su incidencia social, y el análisis de los pronunciamientos realizados 
por la Corte Constitucional en relación al amparo de los derechos de la mujer trabajadora en esta 
condición. 
Análisis del principio de estabilidad laboral reforzada, en las mujeres embarazadas o 
lactantes, con respecto a su vínculo laboral, en Colombia. Proyecto de grado elaborado por los 
estudiantes Juliana María Pérez Ortiz y María Victoria Quintero para optar por el título de 
Abogado otorgado por la Universidad de Manizales en Manizales en el año 2017. El presente 
proyecto realizada un estudio de la institución de la estabilidad laboral reforzada enfocada en 
madres gestantes y lactantes a partir de la Constitución Política de 1991. De igual forma realiza un 
análisis jurisprudencial de este amparo a la luz de la Corte Constitución y por último un estudio 
comparativo entre el Código Sustantivo del Trabajo y el principio de estabilidad reforzada. 
Aplicación del fuero de estabilidad laboral reforzada a las madres gestantes que celebran 
un contrato de prestación de servicios. Documento de investigación elaborado por Ángela 
Francisca Vega Duarte, estudiante de la Universidad Santo Tomás de Colombia. En este micro 
proyecto de investigación se analizaron las posturas de la Corte Constitucional y el Consejo de 
Estado frente al fuero de estabilidad laboral reforzada de madres gestantes en el contrato de 
prestación de servicios, a fin de conocer el impacto de la discriminación de la mujer trabajadora 
en dicha condición. 
 Análisis socio jurídico de la globalización y la estabilidad laboral en Colombia. Proyecto 
de grado realizado por los estudiantes Hugo Alfonso Rincón Rodríguez, Jesús Enrique Rolón y 
Pedro Alberto Sierra Casadiego para optar por el título de Abogado otorgado por la Universidad 
Libre Seccional Cúcuta en el año 2010. El citado proyecto de grado realizó una evaluación acerca 
del impacto del fenómeno de la globalización en la estabilidad laboral en la ciudad de San José de 
Cúcuta, analizando las nuevas formas de vinculación laboral a partir de la globalización de la 
economía y sus consecuencias en la estabilidad laboral. 
 
 La vinculación laboral de las personas con discapacidad motriz-leve-parapléjicas – en el 
municipio de San José de Cúcuta. Trabajo de grado realizado por los estudiantes Jimy Galán 
Villamizar y Evelyn Yelitza Portilla Sánchez para optar por el título de Abogado otorgado por la 
Universidad Libre Seccional Cúcuta en el año 2011. El citado proyecto de grado desarrolló un 
estudio acerca de los obstáculos de personas con discapacidad para acceder a la vida laboral y su 
posterior estabilidad; de igual forma analizó las políticas públicas a nivel nacional para el ingreso 
a la vida laboral de personas en situación de discapacidad y como el programa Soy Capaz de la 
ciudad de Cúcuta ha contribuido al mejoramiento de las condiciones laborales de las personas en 
estas condiciones. 
 
 
Bases teóricas 
 
 
La Estabilidad Ocupacional Reforzada 
 
 
Marco Histórico de la Estabilidad Ocupacional Reforzada en Colombia 
 
Entendiendo que el concepto de estabilidad ocupacional reforzada como se conoce hoy en día, ha 
sido tratado de forma eficaz con la creación de la Constitución Política de 1991, y ampliamente 
desarrollado por las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional en sede de tutela y Sentencias 
de Unificación, es importante conocer cuál ha sido la evolución histórica que ha tenido esta 
institución para llegar a posicionarse como derecho fundamental constitucional protector de los 
trabajadores en Colombia. 
 
 En tratándose de la Constitución Política de 1991, si bien esta reconoce algunos principios 
y garantías, no se observan como tal una serie de derechos constitucionales fundamentales, de 
acuerdo con nuestra actual Carta Magna. No obstante, en la citada constitución no se observan 
preceptos se configuren con la estabilidad laboral reforzada como se conoce contemporáneamente. 
  
 Es imperioso señalar, que la expedición del Código Sustantivo del Trabajo, ocurre mucho 
antes de la Constitución Política de 1991 por lo que, a través de la primera, se pueden avizorar 
elementos que integran la estabilidad laboral reforzada. 
 
 En este orden de ideas, el texto original del Código Sustantivo del Trabajo expresaba lo 
siguiente: “ARTICULO 239. PROHIBICION DE DESPEDIR. 1. Ninguna trabajadora puede ser 
despedida por motivo de embarazo o lactancia. 
 
 2. Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de embarazo o lactancia, cuando 
ha tenido lugar dentro del período del embarazo o dentro de los tres meses posteriores al parto, y 
sin la autorización de las autoridades de que trata el artículo siguiente. 
 
 3. La trabajadora despedida sin autorización de la autoridad tiene derecho al pago de una 
indemnización equivalente a los salarios de sesenta días, fuera de las indemnizaciones y 
prestaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de trabajo, y además, al pago de las 
ocho (8) semanas de descanso remunerado de que trata este Capítulo, si no lo ha tomado.” 
  
 Como se puede apreciar, la norma sustancial de derecho laboral en Colombia ha establecido 
de cierta forma, una protección especial para aquellas trabajadoras en estado de embarazo y/o 
lactancia. Esta protección se vería reforzada y a la vez evolucionada en la Constitución Política de 
1991 y por la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, por lo que hoy en día la mujer trabajadora 
en estas condiciones y su pareja son titulares de este derecho constitucional fundamental. 
 
 De igual forma, el texto original de la precitada norma, establece una presunción de despido 
por las condiciones de la mujer en estado de embarazo y lactancia cuando esta ha ocurrido en el 
periodo de tiempo que abarca la gestación y lactancia de la trabajadora. 
 
 La norma establecía que no podrá ser despedida sin que medie autorización de autoridad 
competente, sin embargo, más adelante la misma norma, autorizaba el despido de la trabajadora 
en estas condiciones a través del pago de una serie de indemnizaciones. 
  
 Por último, destacar que no se establecía en la norma sustancial, el derecho al reintegro del 
que pueden gozar las trabajadoras en esta instancia, derecho incorporado a través de las decisiones 
de la Corte Constitucional. Sin embargo, la norma en su tenor original su establecía el derecho que 
tenía la trabajadora a conservar su puesto de trabajo cuando estuviere inmersa en estas condiciones, 
y de igual forma establecía una carga para el patrono la prohibición de despedir a la mujer 
trabajadora titular de este derecho. 
 
 En este sentido, la norma establecía la protección especial de la trabajadora en estado de 
embarazo y lactancia, sin embargo, también permitía el despido de la misma, a través del pago de 
una serie de indemnizaciones, con lo cual esta protección podía ser vulnerada a través del 
mencionado pago. 
 
 
La Estabilidad Ocupacional Reforzada en la Constitución de 1991 
 
El nacimiento de la Constitución Política de 1991, supuso un rompimiento del paradigma que se 
tenía acerca de la forma de concebir, garantizar y proteger los derechos de las personas y la 
estructura misma del estado colombiano. 
 
 De esta forma, la carta magna reconoció derechos inherentes a las personas conocidos 
como fundamentales, dentro de los cuales se encuentran el derecho a la vida, al libre desarrollo de 
la personalidad, a la salud, al trabajo, a la paz, entre otros. 
 
 A partir de la promulgación de la norma de normas, se da inicio a los preceptos 
constitucionales de la estabilidad laboral reforzada conocidos hoy en día, y evolucionados a través 
de la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
 
 Es que desde el mismo preámbulo, el cual goza de plena validez normativa, la Constitución 
determina que uno de sus objetivos es el de proteger el trabajo, entre otras cosas de las personas 
titulares de estos derechos, así: “en ejercicio de su poder soberano, representado por sus 
delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin 
de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, 
la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 
democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y 
comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y 
promulga la siguiente” 
 
 Como se puede observar, los fines esenciales de la Constitución se basan en garantizar 
aquellos derechos inherentes a las personas, los cuales son desarrollados posteriormente 
reconociéndoles el valor de fundamentales a toda persona. Dentro de estos derechos se encuentra 
el derecho al trabajo, en lo que se atisba como el primer elemento de protección especial del 
ordenamiento jurídico a este derecho. 
 
 Seguidamente, se determinan los fines esenciales del Estado de la siguiente forma: 
“ARTICULO  2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo.” 
 
 En este sentido, la Constitución determina que no solo el ordenamiento jurídico interno 
colombiano, es el encargado de la protección y garantías de los derechos constitucionales 
fundamentales, por el contrario; todas las ramas del poder público y la sociedad en general deben 
coadyuvar al logro y mantenimiento de estos fines. 
 
 
 
 
 
Condiciones del trabajador amparadas por la Estabilidad Ocupacional Reforzada 
 
La estabilidad laboral reforzada se erige como una verdadera institución protectora de los derechos 
de los trabajadores que se encuentren en las condiciones de vulnerabilidad desarrolladas por la 
constitución, la ley y la jurisprudencia, esto es; que a través de la misma se materializa la 
protección de los derechos fundamentales del trabajador y de su familia la cual depende del mismo. 
Por este motivo los trabajadores con la calidad de estabilidad laboral reforzada en la norma laboral 
son: 
 
- Mujeres en estado de embarazo, o periodo de lactancia 
- Personas en condición de discapacidad (incluyendo cualquiera de los tipos de 
discapacidad existentes) 
- Trabajadores con fuero sindical 
 
 
Estabilidad Ocupacional Reforzada en razón al estado de embarazo y lactancia de la mujer 
trabajadora. 
 
El periodo de embarazo y lactancia está contemplado plenamente en el artículo 236 del Código 
Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 1 de la Ley 1822 de 2017 en donde se tiene en 
cuentan las siguientes consideraciones: 
 
Para un embarazo sin complicación o problema médico alguno, la trabajadora podrá 
disfrutar actualmente de 18 semanas en la poca de parto, semanas que serán remuneradas por la 
EPS a la que se encuentra afiliada. Si la trabajadora no tuviese un sueldo fijo se deberá realizar un 
promedio de los últimos salarios devengados, en este punto es muy importante que este tipo de 
licencia se hace extensible también a la madre adoptante de un menor, o en su defecto al padre 
adoptante sin conyugue o compañera permanente a partir del momento en que se realice la 
respectiva entrega del menor. También la licencia de maternidad cobija al padre en caso de 
fallecimiento de la madre durante el parto o en su postparto, calculando así los días que restan para 
la culminación de la licencia. 
 
Han sido numerosos los pronunciamientos de la Corte Constitucional en relación con el 
derecho fundamental de la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo o 
lactancia en sede de tutela, a fin de amparar los derechos reconocidos en la carta magna y que 
vienen siendo vulnerados de forma sistemática y reiterada por parte del sector patronal en 
Colombia. 
 
Uno de estos pronunciamientos se dio recientemente con la sentencia T-694 de 2016 donde 
manifiesta que: “La protección constitucional del derecho a la estabilidad laboral en el empleo 
durante el embarazo y después del parto, deriva de preceptos constitucionales tales como el artículo 
43 de la Carta Política que prescribe la especial protección y asistencia a las trabajadoras, por parte 
del Estado, durante el embarazo y después del parto. También, del artículo 53 superior que 
establece los principios mínimos fundamentales que gobiernan el estatuto del trabajo expedido por 
el Congreso de la República dentro de los cuales se destacan para este caso, la estabilidad en el 
empleo y la protección especial a la mujer y a la maternidad.  
 
  Esta garantía que se brinda a través de la acción de tutela, tiene una relación directa con la 
condición de sujeto de especial protección constitucional en la que se halla la trabajadora durante 
el embarazo y después del parto, así como el recién nacido, la cual demanda de las autoridades 
judiciales la adopción de medidas urgentes dirigidas a detener la amenaza o la vulneración de los 
derechos fundamentales que se deriva de la desvinculación laboral en especial el mínimo vital y 
la seguridad social.  
  
Asimismo, permite al juez constitucional brindar protección oportuna y eficaz del trato 
discriminatorio que se expresa a través de la terminación o la falta de renovación del contrato de 
una trabajadora por su estado de embarazo.” 
 
Como se puede advertir, la Corte Constitucional a través de sus decisiones ha amparado 
los derechos fundamentales de los trabajadores y en el tema objeto de investigación se ha logrado 
gracias a los derechos fundamentales reconocidos constitucionalmente que permiten garantizar no 
solo el derecho al trabajo en condiciones dignas y toda la ramificación de derechos derivados del 
mismo como el derecho al mínimo vital, a la salud, entre otros; sino que además, la prevalencia de 
los derechos de los niños en relación con los derechos de los demás sujetos de protección. 
 
Como bien lo ha establecido la Corte Constitucional como quiera que a prima facie la 
acción de tutela no sea considerada como el mecanismo idóneo para la protección de estos 
derechos fundamentales; lo cierto es, que el despido de la mujer trabajadora en estado de embarazo 
o lactancia sin que medie justa causa puede afectar gravemente no solo los derechos fundamentales 
de la trabajadora sino que además puede afectar irremediablemente los derechos fundamental del 
neonato, dada su condición de persona de especial protección por parte del Estado y la sociedad. 
  
Adicionalmente, en uno de los más recientes pronunciamientos de la Corte Constitucional, 
a través de la sentencia SU-049 de 2017 en el que se tratan nuevamente los aspectos relacionados 
con la estabilidad ocupacional reforzada en mujeres en estado de embarazo o lactancia de la 
siguiente forma: “Todas las Salas de Revisión han afirmado que se tiene derecho al pago de la 
indemnización de 180 días de salario, contemplada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, o la 
han ordenado directamente, cuando la relación es de trabajo dependiente y se vulnera el derecho a 
la estabilidad laboral reforzada. Esta protección no aplica únicamente a las relaciones laborales de 
carácter dependiente, sino que se extiende a los contratos de prestación de servicios 
independientes.”  
 En este orden de ideas, la Corte Constitucional no solo ha reafirmado la protección 
ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo o lactancia en relación con la existencia 
de una relación laboral, sino que, además reconoce que esta protección se extiende adicionalmente 
a los contratos de prestación de servicios con una connotación netamente civilista. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha entendido que no se trata de una estabilidad 
laboral reforzada sino de una estabilidad ocupacional reforzada, toda vez que esta protección se 
extiende no solo a relaciones laborales de trabajadores dependientes en donde se da la existencia 
de los elementos esenciales del contrato de trabajo, sino que se extiende a otro tipo de relaciones 
como el contrato de prestación de servicios.  
 
 
Bases Legales 
 
 
Convenio sobre la protección de la maternidad, 1919 
 
Artículo 2: A los efectos del presente Convenio, el término mujer comprende a toda persona del 
sexo femenino, cualquiera que sea su edad o nacionalidad, casada o no, y el término hijo 
comprende a todo hijo, legítimo o no. 
 
Artículo 3: En todas las empresas industriales o comerciales, públicas o privadas, o en sus 
dependencias, con excepción de las empresas en que sólo estén empleados los miembros de una 
misma familia, la mujer: 
 
(a) no estará autorizada para trabajar durante un período de seis semanas después del parto; 
(b) tendrá derecho a abandonar el trabajo mediante la presentación de un certificado que 
declare que el parto sobrevendrá probablemente en un término de seis semanas; 
(c) recibirá, durante todo el período en que permanezca ausente en virtud de los apartados a) 
y b), prestaciones suficientes para su manutención y la del hijo en buenas condiciones de 
higiene; dichas prestaciones, cuyo importe exacto será fijado por la autoridad competente 
en cada país, serán satisfechas por el Tesoro público o se pagarán por un sistema de 
seguro. La mujer tendrá además derecho a la asistencia gratuita de un médico o de una 
comadrona. El error del médico o de la comadrona en el cálculo de la fecha del parto no 
podrá impedir que la mujer reciba las prestaciones a que tiene derecho, desde la fecha del 
certificado médico hasta la fecha en que sobrevenga el parto; 
(d) tendrá derecho en todo caso, si amamanta a su hijo, a dos descansos de media hora para 
permitir la lactancia. 
 
Artículo 4: Cuando una mujer esté ausente de su trabajo en virtud de los apartados a) o b) 
del artículo 3 de este Convenio, o cuando permanezca ausente de su trabajo por un período mayor 
a consecuencia de una enfermedad, que de acuerdo con un certificado médico esté motivada por 
el embarazo o el parto, será ilegal que hasta que su ausencia haya excedido de un período máximo 
fijado por la autoridad competente de cada país, su empleador le comunique su despido durante 
dicha ausencia o se lo comunique de suerte que el plazo estipulado en el aviso expire durante la 
mencionada ausencia. 
 
 
 
Convenio sobre la protección de la maternidad, 2000 
 
Artículo 3: Todo Miembro, previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores 
y de trabajadores, deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar que no se obligue a las 
mujeres embarazadas o lactantes a desempeñar un trabajo que haya sido determinado por la 
autoridad competente como perjudicial para su salud o la de su hijo, o respecto del cual se haya 
establecido mediante evaluación que conlleva un riesgo significativo para la salud de la madre o 
del hijo. 
 
Artículo 4: 1. Toda mujer a la que se aplique el presente Convenio tendrá derecho, mediante 
presentación de un certificado médico o de cualquier otro certificado apropiado, según lo 
determinen la legislación y la práctica nacionales, en el que se indique la fecha presunta del parto, 
a una licencia de maternidad de una duración de al menos catorce semanas. 
2. Todo Miembro deberá indicar en una declaración anexa a su ratificación del presente 
Convenio la duración de la licencia antes mencionada. 
3. Todo Miembro podrá notificar posteriormente al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo, mediante otra declaración, que extiende la duración de la licencia de 
maternidad. 
4. Teniendo debidamente en cuenta la necesidad de proteger la salud de la madre y del hijo, 
la licencia de maternidad incluirá un período de seis semanas de licencia obligatoria posterior al 
parto, a menos que se acuerde de otra forma a nivel nacional por los gobiernos y las organizaciones 
representativas de empleadores y de trabajadores. 
5. El período prenatal de la licencia de maternidad deberá prolongarse por un período 
equivalente al transcurrido entre la fecha presunta del parto y la fecha en que el parto tiene lugar 
efectivamente, sin reducir la duración de cualquier período de licencia obligatoria después del 
parto. 
 
Artículo 5: Sobre la base de la presentación de un certificado médico, se deberá otorgar 
una licencia, antes o después del período de licencia de maternidad, en caso de enfermedad o si 
hay complicaciones o riesgo de que se produzcan complicaciones como consecuencia del 
embarazo o del parto. La naturaleza y la duración máxima de dicha licencia podrán ser estipuladas 
según lo determinen la legislación y la práctica nacionales. 
 
Artículo 6: 1. Se deberán proporcionar prestaciones pecuniarias, de conformidad con la 
legislación nacional o en cualquier otra forma que pueda ser conforme con la práctica nacional, a 
toda mujer que esté ausente del trabajo en virtud de la licencia a que se hace referencia en los 
artículos 4 o 5. 
 
2. Las prestaciones pecuniarias deberán establecerse en una cuantía que garantice a la mujer 
y a su hijo condiciones de salud apropiadas y un nivel de vida adecuado. 
 
3. Cuando la legislación o la práctica nacionales prevean que las prestaciones pecuniarias 
proporcionadas en virtud de la licencia indicada en el artículo 4 deban fijarse con base en las 
ganancias anteriores, el monto de esas prestaciones no deberá ser inferior a dos tercios de las 
ganancias anteriores de la mujer o de las ganancias que se tomen en cuenta para calcular las 
prestaciones. 
 
4. Cuando la legislación o la práctica nacionales prevean que las prestaciones pecuniarias 
proporcionadas en virtud de la licencia a que se refiere el artículo 4 deban fijarse por otros métodos, 
el monto de esas prestaciones debe ser del mismo orden de magnitud que el que resulta en 
promedio de la aplicación del párrafo anterior. 
 
5. Todo Miembro deberá garantizar que las condiciones exigidas para tener derecho a las 
prestaciones pecuniarias puedan ser reunidas por la gran mayoría de las mujeres a las que se aplica 
este Convenio. 
 
6. Cuando una mujer no reúna las condiciones exigidas para tener derecho a las 
prestaciones pecuniarias con arreglo a la legislación nacional o cualquier otra forma que pueda ser 
conforme con la práctica nacional, tendrá derecho a percibir prestaciones adecuadas con cargo a 
los fondos de asistencia social, siempre que cumpla las condiciones de recursos exigidas para su 
percepción. 
 
7. Se deberán proporcionar prestaciones médicas a la madre y a su hijo, de acuerdo con la 
legislación nacional o en cualquier otra forma que pueda ser conforme con la práctica nacional. 
Las prestaciones médicas deberán comprender la asistencia prenatal, la asistencia durante el parto 
y la asistencia después del parto, así como la hospitalización cuando sea necesario. 
 
8. Con objeto de proteger la situación de las mujeres en el mercado de trabajo, las 
prestaciones relativas a la licencia que figura en los artículos 4 y 5 deberán financiarse mediante 
un seguro social obligatorio o con cargo a fondos públicos, o según lo determinen la legislación y 
la práctica nacionales. Un empleador no deberá estar personalmente obligado a costear 
directamente las prestaciones pecuniarias debidas a las mujeres que emplee sin el acuerdo expreso 
de ese empleador, excepto cuando:  
(a) esté previsto así en la legislación o en la práctica nacionales de un Miembro antes de la 
fecha de adopción de este Convenio por la Conferencia Internacional del Trabajo, o 
 
(b) se acuerde posteriormente a nivel nacional por los gobiernos y las organizaciones 
representativas de los empleadores y de los trabajadores. 
 
Artículo 7: 1. Se considerará que todo Miembro cuya economía y sistema de seguridad 
social no estén suficientemente desarrollados cumple con lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del 
artículo 6 si el monto de las prestaciones pecuniarias fijado es por lo menos equivalente al de las 
prestaciones previstas para los casos de enfermedad o de incapacidad temporal con arreglo a la 
legislación nacional. 
 
2. Todo Miembro que haga uso de la posibilidad enunciada en el párrafo anterior deberá 
explicar los motivos correspondientes e indicar el monto previsto de las prestaciones pecuniarias 
en la primera memoria sobre la aplicación del Convenio que presente en virtud del artículo 22 de 
la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo. En sus memorias siguientes, deberá 
indicar las medidas adoptadas con miras a aumentar progresivamente el monto de esas 
prestaciones. 
 
Artículo 8: 1. Se prohíbe al empleador que despida a una mujer que esté embarazada, o 
durante la licencia mencionada en los artículos 4 o 5, o después de haberse reintegrado al trabajo 
durante un período que ha de determinarse en la legislación nacional, excepto por motivos que no 
estén relacionados con el embarazo, el nacimiento del hijo y sus consecuencias o la lactancia.  
La carga de la prueba de que los motivos del despido no están relacionados con el embarazo 
o el nacimiento del hijo y sus consecuencias o la lactancia incumbirá al empleador. 
2. Se garantiza a la mujer el derecho a retornar al mismo puesto de trabajo o a un puesto 
equivalente con la misma remuneración, al término de la licencia de maternidad. 
 
Artículo 9: 1. Todo Miembro debe adoptar medidas apropiadas para garantizar que la 
maternidad no constituya una causa de discriminación en el empleo, con inclusión del acceso al 
empleo, y ello no obstante el párrafo 1 del artículo 2. 
2. Las medidas a que se hace referencia en el párrafo anterior incluyen la prohibición de 
que se exija a una mujer que solicita un empleo que se someta a un examen para comprobar si está 
o no embarazada o bien que presente un certificado de dicho examen, excepto cuando esté previsto 
en la legislación nacional respecto de trabajos que:  
(a) estén prohibidos total o parcialmente para las mujeres embarazadas o lactantes, o 
(b) puedan presentar un riesgo reconocido o significativo para la salud de la mujer y del 
hijo. 
 
Artículo 10: 1. La mujer tiene derecho a una o varias interrupciones por día o a una 
reducción diaria del tiempo de trabajo para la lactancia de su hijo. 
2. El período en que se autorizan las interrupciones para la lactancia o la reducción diaria 
del tiempo de trabajo, el número y la duración de esas interrupciones y las modalidades relativas 
a la reducción diaria del tiempo de trabajo serán fijados por la legislación y la práctica nacionales. 
Estas interrupciones o la reducción diaria del tiempo de trabajo deben contabilizarse como tiempo 
de trabajo y remunerarse en consecuencia. 
 
Artículo 11: Todo Miembro debe examinar periódicamente, en consulta con las 
organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, la pertinencia de extender la 
duración de la licencia de maternidad prevista en el artículo 4 o de aumentar el monto o la tasa de 
las prestaciones pecuniarias que se mencionan en el artículo 6. 
 
 
Constitución Política de 1991 
 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
  
 Artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 
 
Artículo 13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
 El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o 
maltratos que contra ellas se cometan. 
  
 Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 
modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas. 
 
Artículo 39. Los trabajadores y empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o 
asociaciones, sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple 
inscripción del acta de constitución. 
 
La estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos y organizaciones sociales y 
gremiales se sujetarán al orden legal y a los principios democráticos. 
 
La cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo procede por vía judicial. 
 
Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias para 
el cumplimiento de su gestión. 
 
No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la Fuerza Pública. 
  
 Artículo 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no 
podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto 
gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si 
entonces estuviere desempleada o desamparada. 
 
 Artículo 47.  El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración 
social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención 
especializada que requieran.  
 
Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en 
cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre 
derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre 
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, 
la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 
maternidad y al trabajador menor de edad. 
 
El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 
legales. 
 
Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 
legislación interna. 
 
La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la 
libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
 
 
Decreto 2663 de 1950 
Adoptado por el Decreto Ley 2663 del 5 de agosto de 1950 Sobre Código Sustantivo del Trabajo 
 
Artículo 235. PROTECCION A LA MATERNIDAD. Adicionado por el artículo 33 de la Ley 50 
de 1990. El nuevo texto es el siguiente: La Maternidad gozará de la protección especial del Estado. 
 
Artículo 236. DESCANSO REMUNERADO EN LA EPOCA DEL PARTO. Modificado 
por el art. 34 de la Ley 50 de 1990, Modificado por el art. 1, Ley 1468 de 2011.  Modificado por 
el art. 1, Ley 1822 de 2017. El nuevo texto es el siguiente: 
Ver la Circular Externa del Min. Salud 013 de 2012 
 
1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una licencia de doce (12) 
semanas en la época de parto, remunerada con el salario que devengue al entrar a disfrutar del 
descanso. 
2. Si se tratare de un salario que no sea fijo, como en el caso de trabajo a destajo o por tarea, 
se toma en cuenta el salario promedio devengado por la trabajadora en el último año de servicios, 
o en todo el tiempo si fuere menor. 
 
3. Para los efectos de la licencia de que trata este artículo, la trabajadora debe presentar al 
empleador un certificado médico, en el cual debe constar: 
a). El estado de embarazo de la trabajadora; 
b). La indicación del día probable del parto, y 
c). La indicación del día desde el cual debe empezar la licencia, teniendo en cuenta que, por lo 
menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto. 
 
4. Todas las provisiones y garantías establecidas en el presente capítulo para la madre 
biológica se hacen extensivas, en los mismos términos y en cuanto fuere procedente, para la madre 
adoptante del menor de siete (7) años de edad, asimilando la fecha del parto a la de la entrega 
oficial del menor que se adopta. La licencia se extiende al padre adoptante sin cónyuge o 
compañera permanente. El texto subrayado fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-543 de 2010. 
Estos beneficios no excluyen al trabajador del sector público. 
 
Parágrafo. Modificado por el artículo 1, Ley 755 de 2002. El nuevo texto es el siguiente: La 
trabajadora que haga uso del descanso remunerado en la época del parto tomará las 12 semanas de 
licencia a que tiene derecho de acuerdo a la ley. El esposo o compañero permanente tendrá derecho 
a cuatro (4) días de licencia remunerada de paternidad, en el caso que sólo el padre esté cotizando 
al Sistema General de Seguridad Social en Salud. En el evento en que ambos padres estén 
cotizando al Sistema General de Seguridad Social en Salud, se concederán al padre ocho (8) días 
hábiles de licencia remunerada de paternidad.  El texto subrayado fue declarado INEXEQUIBLE 
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-174 de 2009. 
 
Esta licencia remunerada es incompatible con la licencia de calamidad doméstica y en caso 
de haberse solicitado esta última por el nacimiento del hijo, estos días serán descontados de la 
licencia remunerada de paternidad. 
 
La licencia remunerada de paternidad sólo opera para los hijos nacidos de la cónyuge o de 
la compañera permanente. En este último caso se requerirán dos (2) años de convivencia. El texto 
subrayado fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-273 
de 2003. 
 
El único soporte válido para el otorgamiento de licencia remunerada de paternidad es el 
Registro Civil de Nacimiento, el cual deberá presentarse a la EPS a más tardar dentro de los 30 
días siguientes a la fecha del nacimiento del menor. 
 
La licencia remunerada de paternidad será a cargo de la EPS, para lo cual se requerirá que 
el padre haya estado cotizando efectivamente durante las cien (100) semanas previas al 
reconocimiento de la licencia remunerada de paternidad. 
 
Se autorizará al Gobierno Nacional para que en el caso de los niños prematuros y adoptivos 
se aplique lo establecido en el presente parágrafo. 
 
Artículo 238. DESCANSO REMUNERADO DURANTE LA LACTANCIA. Modificado 
por el artículo 7o. del Decreto 13 de 1967. El nuevo texto es el siguiente: El empleador está en la 
obligación de conceder a la trabajadora dos descansos, de treinta (30) minutos cada uno, dentro de 
la jornada para amamantar a su hijo, sin descuento alguno en el salario por dicho concepto, durante 
los primeros seis (6) meses de edad. 
El empleador está en la obligación de conceder más descansos que los establecidos en el 
inciso anterior si la trabajadora presenta certificado médico en el cual se expongan las razones que 
justifiquen ese mayor número de descansos. 
 
Para dar cumplimiento a la obligación consagrada en este artículo, los patronos deben 
establecer en un local contiguo a aquel en donde la mujer trabaja, una sala de lactancia o un lugar 
apropiado para guardar al niño. 
 
Los empleadores pueden contratar con las instituciones de protección infantil el servicio 
de qué trata el inciso anterior. 
 
Artículo 239. PROHIBICION DE DESPEDIR. Modificado por el art. 35 de la Ley 50 de 
1990, Modificado por el art. 2, Ley 1468 de 2011. Modificado por el art. 2, Ley 1822 de 2017.  
 
Ninguna trabajadora puede ser despedida por motivo de embarazo o lactancia. Declarada 
la exequibilidad condicionada mediante Sentencia Corte Constitucional C-005 de 2017 en el 
entendido que la prohibición de despido y la exigencia de permiso para llevarlo a cabo, se 
extienden al(la) trabajador(a) que tenga la condición de cónyuge, compañero(a) permanente o 
pareja de la mujer en período de embarazo o lactancia, que sea beneficiaria de aquel(la). 
 
Artículo 240. PERMISO PARA DESPEDIR. Para poder despedir a una trabajadora durante 
el período de embarazo o los tres meses posteriores al parto, el empleador necesita la autorización 
del Inspector del Trabajo, o del Alcalde Municipal en los lugares en donde no existiere aquel 
funcionario. Declarada la exequibilidad condicionada mediante Sentencia Corte Constitucional C-
005 de 2017 en el entendido que la prohibición de despido y la exigencia de permiso para llevarlo 
a cabo, se extienden al(la) trabajador(a) que tenga la condición de cónyuge, compañero(a) 
permanente o pareja de la mujer en período de embarazo o lactancia, que sea beneficiaria de 
aquel(la). 
 
El permiso de que trata este artículo sólo puede concederse con el fundamento en alguna 
de las causas que tiene el empleador para dar por terminado el contrato de trabajo y que se 
enumeran en los artículos 62 y 63. Antes de resolver, el funcionario debe oír a la trabajadora y 
practicar todas las pruebas conducentes solicitadas por las partes. 
 
Cuando sea un Alcalde Municipal quien conozca de la solicitud de permiso, su providencia 
tiene carácter provisional y debe ser revisada por el Inspector del Trabajo residente en el lugar más 
cercano. 
 
Artículo 241. NULIDAD DEL DESPIDO. Modificado por el art. 8o. del Decreto 13 de 
1967. El nuevo texto es el siguiente: El empleador está obligado a conservar el puesto a la 
trabajadora que esté disfrutando de los descansos remunerados de que trata este capítulo, o de 
licencia por enfermedad motivada por el embarazo o parto. 
 
No producirá efecto alguno el despido que el empleador comunique a la trabajadora en 
tales períodos, o en tal forma que, al hacer uso del preaviso, éste expire durante los descansos o 
licencias mencionados. 
  
 
Sistema teórico 
 
 
Variables 
 
Variable Definición 
Estabilidad Ocupacional 
Reforzada  
 
 
Es aquella protección dada por la estabilidad y permanencia en 
el empleo de aquellos trabajadores que se encuentran en una 
situación de discapacidad, debilidad manifiesta, estado de 
embarazo y lactancia o amparados por fuero sindical.  
 
Derechos de los empleados con 
las características de la 
estabilidad  laboral reforzada:  
Esta variable hace referencia a aquellos derechos y 
prerrogativas que protege el Estado Colombiano mediante la 
ley y la Constitución Política a los trabajadores amparados 
bajo la figura de la estabilidad ocupacional reforzada. 
 
 
 
Operacionalización de variables 
 
Variable: Estabilidad ocupacional reforzada 
Dimensiones Indicadores 
Protección a mujeres en estado de embarazo y 
en periodo de lactancia 
- Periodo de gestación 
- Periodo de lactancia 
- Aborto 
Formas de vinculación - Contrato de trabajo. 
- Relación laboral. 
- Contrato de prestación de 
servicios. 
 
 
 
Variable: Derechos de los empleados con las características de la estabilidad ocupacional reforzada 
Dimensiones Indicadores 
Constitución Política - Estabilidad en el empleo 
- Derecho al mínimo vital 
- Derecho a la seguridad social 
Código Sustantivo del trabajo - Derecho a la reubicación laboral 
- Derechos reconocidos a los 
miembros de los sindicatos 
- Derechos reconocidos a las 
mujeres en estado de embarazo y 
periodo de lactancia 
Desarrollo Jurisprudencial  - Derecho a la estabilidad 
ocupacional reforzada 
- Derecho a la reubicación laboral 
- Derecho a indemnizaciones 
económicas en caso de despidos 
injustificados 
 
 
  
DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
Tipo y Método de Investigación 
 
El presente proyecto de investigación titulado “Evolución jurisprudencial de la estabilidad 
ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo y lactancia en Colombia.” se describe 
como una investigación socio jurídica, dado a que busca construir a través del análisis 
jurisprudencial la importancia de los derechos fundamentales al trabajo, al mínimo vital, a la 
especial protección  de las mujeres trabajadoras en estado de embarazo o lactancia, como el hecho 
de analizar los criterios desarrollados por la jurisprudencia para su real y efectiva protección. 
 
Igualmente, esta compilación y análisis de información cumple con los lineamientos y 
características de un proyecto de naturaleza hermenéutico jurídico, ya que uno de sus principales 
objetivos es el análisis de la jurisprudencia que giran en torno a la estabilidad ocupacional 
reforzada en Colombia. 
 
  
Población y muestra 
 
El presente proyecto de investigación por ser una investigación de carácter hermenéutico, no 
cuenta con una población específica, ya que su finalidad es realizar un análisis de la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional en relación con la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer en 
estado de embarazo y lactancia. 
 
 
ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 
 
Análisis jurisprudencial 
 
Cuadro 1. Sentencia T-373 de 1998 
 
Sentencia T-373 de 1998 Radicado T – 161529 M.P: Eduardo Cifuentes Muñoz 
Caso Vivian María Campo Hernández contra Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 
Problema jurídico  
Sujeto de especial Protección X Tutela 1ra o Única instancia  Tutela 2da instancia  Revisión X 
 
 
 
 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
1. El 22 de enero de 1998, la señora Vivian María Campo Hernández interpuso acción de tutela ante 
el Juzgado 3° Civil del Circuito de Sincelejo (Sucre), contra el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario - INPEC -, por considerar que este establecimiento vulneró sus derechos fundamentales a 
la igualdad (C.P., artículo 13), al trabajo (C.P., artículo 25) y al debido proceso (C.P., artículo 29) y el 
derecho fundamental a la vida (C.P., artículo 11) del hijo que espera. 
La actora manifestó que, desde el 23 de abril de 1996, fue vinculada por la entidad demandada al cargo 
de directora de la Cárcel del Distrito Judicial de Sincelejo, empleo que desempeñó - en forma ejemplar 
- hasta el 5 de diciembre de 1997, fecha en la cual, mediante Resolución N° 4915 de noviembre 28 de 
1997, fue declarada su insubsistencia. Señaló que, al momento de ser desvinculada del servicio, se 
encontraba en estado de embarazo, el cual acreditó plenamente ante el INPEC mediante 
comunicaciones fechadas los días 13 de noviembre y 3 de diciembre de 1997. 
En su opinión, la declaratoria de insubsistencia, "sin razón alguna y estando en embarazo, con trece 
semanas aproximadamente, (…) atenta contra los derechos fundamentales consagrados en la 
Constitución Política de Colombia, en los tratados internacionales y en las leyes vigentes que protegen 
a la mujer en estado de embarazo y en la crianza del nonato". Señaló que la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha estimado que vulneran los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso 
aquellas desvinculaciones del cargo que no obedecen a una sanción disciplinaria y que afectan a una 
mujer en estado de embarazo. Agregó que, la actuación de la demandada, le ha ocasionado un grave 
perjuicio, "toda vez que me ha privado a mí y a mi familia de los medios de subsistencia que estaban 
concretizados en el cargo que venía desempeñando ante dicha institución amén de no tener motivos 
para mi desvinculación en forma unilateral". Adicionalmente, la actora señaló que no le ha sido 
cancelada la indemnización por estado de embarazo de que tratan los artículos 236 y 239 del Código 
Sustantivo del Trabajo y que el nonato que lleva en su vientre "se está formando con afecciones 
psíquicas tremendas debido al estrés constante en que vivo debido a mi desvinculación". 
Con base en lo anterior, solicitó: (1) que se ordene al director general del INPEC que le sean cancelados 
los intereses y salarios y demás derechos dejados de cancelar desde el día en que fue declarada 
insubsistente hasta el día del nacimiento del hijo que espera, junto con las indemnizaciones e intereses 
respectivos, así como el valor de la licencia de maternidad a que tiene derecho; y, (2) que se tutelen 
los derechos fundamentales a la vida, a la igualdad y al trabajo de la mujer embarazada y del menor en 
gestación, respectivamente, ordenando a la dirección general del INPEC su reintegro al cargo de 
directora de la Cárcel del Distrito Judicial de Sincelejo.  
2. Mediante oficio fechado el 29 de enero de 1998, la dirección general del INPEC manifestó al juzgado 
de tutela que, según lo dispuesto por el artículo 10 del Decreto 407 de 1994, los empleos de director 
de establecimiento carcelario son de libre nombramiento y remoción del director general del INPEC. 
De igual forma, informó que al momento de expedirse la resolución por medio de la cual se declaró la 
insubsistencia de la actora el INPEC desconocía que ésta se encontraba en estado de gravidez. 
Sobre este particular, indicó que "la expedición del acto administrativo de insubsistencia se realizó 
conforme a derecho y dentro del formalismo simplista que caracteriza los actos discrecionales ya que 
contra ellos no proceden los recursos de reposición, apelación y queja, previstos en la vía gubernativa 
por el artículo 50 del C.C.A., por lo que no puede alegarse violación del debido proceso, ni vulneración 
del derecho a la igualdad, cuando se desconocía por voluntad o negligencia de la interesada su estado 
de embarazo, circunstancia ésta que es la que exige por mandato legal, formalismos especiales de la 
decisión administrativa". Puntualizó que "no puede afirmarse que la decisión de cesar a la accionante 
en el servicio obedezca a su embarazo, aunque esta es una presunción legal, se encuentra ya dentro de 
la acción, desvirtuada, pues la accionante dio a conocer su gestación sólo hasta el día 9 de diciembre 
de 1997, es decir, cinco días después de la notificación de la Resolución N° 4915 de noviembre de 
1997". 
Por último, la entidad demandada manifestó que, en el presente caso, la acción de tutela es 
improcedente, como quiera que la demandante puede controvertir la resolución de insubsistencia ante 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por medio de la acción consagrada en el artículo 84 
del Código Contencioso Administrativo. Así mismo, señaló que "el simple menoscabo económico 
transitorio" no constituye un perjuicio irremediable que autorice la procedencia transitoria del amparo 
constitucional. 
3. Por providencia de febrero 5 de 1998, el Juzgado 3° Civil del Circuito de Sincelejo, denegó, por 
improcedente, la acción de tutela interpuesta por Vivian María Campo Hernández contra el INPEC. 
A juicio del fallador, "la pretensión de la peticionaria puede ser atacada por medio del ejercicio de la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso 
Administrativo. Con esta acción la peticionaria puede obtener no sólo la nulidad de la Resolución N° 
4915 de noviembre de 1997, mediante la cual fue declarada insubsistente, sino el restablecimiento del 
derecho lesionado, como sería el reintegro del cargo y el reconocimiento y pago de los derechos 
laborales dejados de devengar mientras permanezca fuera del servicio". 
4. La demandante impugnó la decisión de primera instancia e invocó la sentencia C-470 de 1997, 
proferida por la Corte Constitucional, en la cual se protegió la estabilidad laboral de la mujer 
embarazada tanto en el sector privado como en el sector público, en el sentido de que durante el 
embarazo y los tres meses siguientes a éste las empleadas sólo podrán ser retiradas por justa causa 
comprobada y con autorización del inspector del trabajo o por resolución motivada del jefe del 
respectivo organismo, si se trata de servidora estatal. 
En relación con los argumentos del juzgado de primera instancia, la actora consideró que "en mi caso 
particular deben tutelarse los derechos fundamentales invocados con el objeto de evitar un perjuicio 
irremediable, ya que la formación del ser que está por nacer no puede desarrollarse bajo el estrés 
constante que produce la desvinculación de mi empleo que es la única fuente de subsistencia. Ahora 
bien, el estado de gravidez sólo dura nueve meses y el proceso administrativo de nulidad y 
restablecimiento del derecho no se define en un término menor de cuatro años, pues se trata de un 
proceso ordinario contra una entidad del Estado con consulta obligatoria. (…) [E]l perjuicio 
irremediable lo constituye mi estado de embarazo, el cual es perentorio e inaplazable y el hecho de 
verse afectado con toda esa suma de situaciones angustiosas que se derivan a partir de la declaratoria 
de insubsistencia". 
5. La Sala Segunda del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Sincelejo, mediante sentencia de 
marzo 6 de 1998, confirmó el fallo a-quo. 
A juicio del ad-quem, la protección constitucional a la mujer embarazada no otorga un derecho 
concreto ni prestaciones específicas, sino que establece pautas para que el legislador desarrolle tal 
protección. De igual forma, el Tribunal consideró que la sentencia C-470 de 1997, proferida por la 
Corte Constitucional, "no tuvo en cuenta que la presunción [de despido injusto de la mujer embarazada] 
establecida en dichos estatutos [artículo 241 C.S.T. y artículo 21 del Decreto 3135 de 1968] es de tipo 
'legal' y no juris et de jure, y corresponde a la empleada noticiar de su estado [de embarazo] al 
empleador para que emerja con efectos dicha presunción, salvo que éste último la conozca plenamente. 
La distinción conduce a concluir, entonces, que el reintegro de la mujer trabajadora despedida por 
causa del embarazo es un derecho de consagración legal y no constitucional existiendo varias vías 
judiciales idóneas para lograr su cometido". Así, el juicio laboral ordinario o el proceso contencioso 
administrativo de nulidad y restablecimiento del derecho para debatir y reconocer las consecuencias 
derivadas del despido de una trabajadora en estado de gravidez.  
De otro lado, el fallador de segunda instancia estimó que no existe perjuicio irremediable cuando el 
que se invoca es un derecho de carácter programático, tal como la protección que depara la 
Constitución Política a la mujer en estado de embarazo. Además, según dispone el artículo 1°-a) del 
Decreto 306 de 1992, no se genera un perjuicio irremediable cuando el derecho invocado puede ser 
restablecido mediante el reintegro del actor al cargo que ocupaba. Por último, el ad-quem señaló que 
la acción de tutela no puede proceder, como quiera que éste no es el proceso judicial apropiado para 
determinar si el empleador conocía el estado de embarazo de su subordinada y si éste lo puso al 
corriente de tal estado en forma oportuna y adecuada. (Sentencia T-373 de 1998) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿la protección constitucional a la mujer embarazada, aplica para el reintegro de la mujer a su empleo, 
si fue despedida sin conocimiento del empleador? (Sentencia T-373 de 1998) 
SUBREGLAS 
 
En este caso concreto, se analiza el tipo de vinculación y la protección que depende de ese tipo de 
vinculación, adicionalmente se realiza un debate sobre si el empleador conocía del estado de gravidez 
de la trabajadora, para lo cual, según la Corte Constitucional, era carga probatoria de la empleada, 
debido a que se debía probar de alguna manera (prueba de entrega o recibido de carta), que se había 
informado al empleador del estado de embarazo en el cual se encuentra.    
Adicionalmente la orden de reintegro sólo puede proceder si la actora demuestra de manera fehaciente 
- aportando, por ejemplo, plena prueba del envío de la respectiva comunicación al despacho del 
nominador - que el patrono o superior conocía o debía conocer el estado en el que se encontraba. Si 
ello no ocurre, el juez de tutela debe abstenerse de actuar y permitir que el juez ordinario, dentro de un 
debate judicial más amplio, resuelva la cuestión probatoria planteada. 
  
Así mismo, considero la Corte que no es suficiente para conceder la acción de tutela en contra de un 
empleador que se encuentra alejado del lugar de trabajo de la actora y que, en principio, no tiene 
necesariamente que haber conocido los cambios fisiológicos que se producen en la mujer durante los 
tres primeros meses de embarazo. Cosa distinta ocurriría si, por ejemplo, se tratara de una relación en 
la que existe contacto directo entre la trabajadora y el nominador o si se encontrara en un estado más 
avanzado de embarazo. (Sentencia T-373 de 1998) 
RATIO DECIDENDI 
 
La razón de la decisión se basa en la afirmación de que no existe una prueba suficiente para demostrar 
que el INPEC vulneró el derecho fundamental a la no discriminación de la actora, pues no se pudo 
comprobar que conociere el estado de embarazo en el que se encontraba al momento de expedir la 
resolución de insubsistencia. Por consiguiente, deberá negarse la acción impetrada. Simplemente, debe 
advertirse que la actora no aportó siquiera prueba sumaria de que la declaración de insubsistencia 
comprometa su mínimo vital o el de su familia, no se decide si es o no la tutela la vía idónea para el 
reconocimiento de este tipo de actuaciones legales. (Sentencia T-373 de 1998) 
DECISIÓN 
 
Primero. CONFIRMAR, pero exclusivamente por las razones expuestas en esta providencia, la 
sentencia de marzo 6 de 1998, proferida por la Sala Segunda del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Sincelejo. 
  
Segundo. LIBRESE, por Secretaría General de la Corporación, las comunicaciones de que trata el 
artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. (Sentencia T-373 de 1998)  
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia C-470 de 1997 la Sala Plena unificó la jurisprudencia en el sentido de afirmar que dicho 
derecho se sustenta, entre otros fundamentos, en el derecho a la igualdad, lo que reitera su carácter de 
derecho fundamental.  
SALVAMENTOS DE VOTO 
No Aplica. 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
La razón de la decisión obedece al hecho de si la acción de tutela es el mecanismo idóneo para 
la protección de los derechos fundamentales, sin embargo, este tema fue tocado por la Corte 
Constitucional pero no fue resuelto de fondo, debido a que se presentó un debate sobre si el 
reintegro debe realizarse cuando el empleador no conociese el hecho de que la mujer estuviese 
en estado de gravidez. 
 
Estos casos se dan cuando una mujer, labora lejos del empleador, no es posiblemente tener 
una visibilidad de los cambios físicos que produce en el cuerpo su embarazo, es lógico que 
para la época, se presenten dificultades en las comunicaciones, sin embargo, la Corte 
Constitucional, deja la carga probatoria a la actora, sobre la presentación de evidencias que 
demuestren que se presenta una notificación del embarazo al empleador de manera oportuna, 
sin embargo, está no puede aportar ningún tipo de prueba, que le permita a la corte tomar una 
decisión de si el empleador conocía o no este estado.  
 
Se considera un gran avance para la época, debido a las múltiples dificultades que se 
presentaban en el área de comunicaciones. Sin embargo, caso distinto fuese, si el empleador 
tuviera un contacto directo con la trabajadora y de manera constante pudiese constatar estos 
cambios físicos. 
 
 
Cuadro 2. Sentencia SU-070 de 2013 
 
 
Sentencia T-070 de 2013 Radicado T – 2361117 M.P: Alexei Julio Estrada 
Caso 
Conni Madona Macareno Medina contra Cooperativa para el Fomento del Trabajo Asociado 
(COOFOTRASO) 
Problema jurídico  
Sujeto de especial Protección X Tutela 1ra o Única instancia  Tutela 2da instancia  Revisión X 
 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
1. En el caso # 1, correspondiente al expediente T-2.361.117, la señora Conni Madona 
Macareno Medina, prestaba sus servicios como auxiliar de enfermería en la Clínica de la 
Costa, por medio de su vinculación a la Cooperativa para el Fomento del Trabajo Asociado 
(COOFOTRASO). Alega que tres días después de ser desvinculada allega a la Cooperativa el 
resultado positivo de una prueba de embarazo, y cinco días después solicita el reintegro. La 
Cooperativa, por su parte, alega en la contestación que la desvinculación se debe a la 
insatisfacción de la clínica respecto del cumplimiento de sus funciones y que mientras recibió 
los servicios de la actora, ésta nunca le informó sobre el embarazo. Por lo anterior, la 
ciudadana interpone acción de tutela solicitando el reintegro. El a quo concede el amparo y 
ordena lo propio. Mientras que el ad quem revoca, y aduce que el caso incumbe al juez 
ordinario laboral y no al de tutela, y que en estricto sentido no existe una relación laboral entre 
la señora en cuestión y la Cooperativa. (Sentencia SU-070 de 2013) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Depende la protección a mujeres en estado de embarazo de la forma de vinculación laboral 
que tenga con el empleador? (Sentencia SU-070 de 2013) 
SUBREGLAS 
 
Como sub reglas del caso concreto se analizan dos importantes variables, la primera es sobre 
la forma de vinculación del empleador, que es finalmente el único sustento de tipo legal que 
se encuentra dentro de la sentencia, debido a que la forma de vinculación se encuentra reglada 
en la legislación laboral y existe un sustento jurídico para esto, independientemente del tipo 
de contrato que tenga la mujer en estado de embarazo. (Sentencia SU-070 de 2013) 
 
Sin embargo, una variable de este obedece no solo a las nuevas formas de vinculación que se 
deben probar bajo formas jurídicas como el contrato realidad, sino por el contrario, a las 
actuaciones que de este se desprenden y que son factores que son difíciles de comprobar si n 
existe el medio de prueba idónea, en este caso, la noticia del embarazo al empleador. Esta es 
una de las constantes en este tipo de caso, ya que de esa se puede determinar si el empleador 
obro con la intención de realizar el despido aun sabiendo las condiciones en las cuales se 
encuentra la trabajadora, omitiendo así su deber para con ella. (Sentencia SU-070 de 2013) 
RATIO DECIDENDI 
 
La razón de la decisión se basa primero en el hecho de que se analizaron los preceptos legales 
para la determinación de un contrato de trabajo, lo que dio como resultado una relación laboral 
que obedece a un contrato por obra o labor contratada y se procede a realizar un análisis sobre 
el conocimiento del empleador sobre el embarazo de la trabajadora al momento de realizar el 
despido, a lo cual para el caso en concreto, es negativo, es decir, fue hasta el término de 3 días 
después que se allego la noticia sobre el estado en el cual se encontraba la mujer. Esto quiere 
decir que el despido, aunque es sin justa causa, no obedece a esta. (Sentencia SU-070 de 2013) 
DECISIÓN 
 
Primero.- REVOCAR el fallo del Juzgado 1 Penal del Circuito de Barranquilla (Atlántico) 
dictado en segunda instancia en el caso correspondiente al expediente T-2.361.117; y en su 
lugar ORDENAR a la Clínica de la Costa y a la Cooperativa para el Fomento del Trabajo 
Asociado (COOFOTRASO), que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 
de la notificación del presente fallo reconozcan, de forma solidaria, a Conni Madona 
Macareno Medina el pago de la licencia de maternidad y de los salarios y demás prestaciones 
laborales dejadas de percibir desde la sentencia de primera instancia hasta la fecha del parto. 
(Sentencia SU-070 de 2013) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia C-470 de 1997 la Sala Plena unificó la jurisprudencia en el sentido de afirmar que 
dicho derecho se sustenta, entre otros fundamentos, en el derecho a la igualdad, lo que reitera 
su carácter de derecho fundamental.  
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Salvamento de Voto (Mauricio González Cuervo). 
 
(i) La estabilidad laboral reforzada fue concebida como un mecanismo de protección a la 
mujer que, dentro de una relación laboral, es víctima de un trato discriminatorio por parte de 
su empleador, por el hecho de la gestación o la lactancia, lo que supone identificar al 
empleador como ejecutor de un acto de discriminación. Dado que no es factible imputar al 
empleador una conducta discriminatoria, como si se tratase de una responsabilidad objetiva. 
Si al momento de finalizar el vínculo laboral desconocía el estado de gravidez de la trabajadora 
y, por ende, el rompimiento del vínculo laboral se fundó en alguno de los modos legítimos 
para terminar la relación contractual, no podría tacharse de discriminatoria una actuación que 
se originó en una justa causa legal, o incluso en la voluntad de la trabajadora. (Sentencia SU-
070 de 2013) 
  
(ii) Se desvirtúa el alcance del artículo 239 del C.S.T., al extender la protección laboral 
reforzada a una categoría jurídica diferente a la regulada bajo el vínculo de subordinación 
laboral.  En esa medida, debe respetarse la libertad contractual y, en consecuencia, a ésa 
relación no podría aplicarse el llamado fuero de maternidad, por tratarse de un pacto civil en 
el que la contratante asume una serie de obligaciones ajenas a la subordinación, imponiendo 
al contratante una carga imposible de cumplir, v.gr. acudir al Inspector de Trabajo para que 
éste se pronuncie sobre un contrato ajeno a su competencia. No obstante, si bajo el amparo de 
ese contrato se enmascara una verdadera relación laboral, cuyos elementos sean tan claros y 
evidentes, le será posible al juez constitucional declarar la existencia del contrato en realidad, 
y posteriormente bajo el amparo de dicha relación, dar cumplimiento a la protección especial 
en cabeza de la madre gestante o lactante, bajo el entendido que dicho vínculo es en realidad 
un contrato laboral a término fijo, por un lapso igual al pactado en el desvirtuado contrato de 
prestación de servicios. (Sentencia SU-070 de 2013) 
  
(iii) El artículo 43 Constitucional establece un derecho especial de protección y asistencia para 
la madre gestante o lactante. El Estado tiene el deber correlativo de prestar dicho auxilio a 
través de un subsidio alimentario, por lo que no puede predicarse un deber de solidaridad a 
cargo de empleador, para que este asuma las cargas prestacionales –en el evento de no actuar 
discriminatoriamente–, cuando la constitución no lo ha previsto. Es decir, se plantea una 
solidaridad jurisprudencial entre el particular –empleador y/o contratante civil– con la madre 
y, por ello debe sufragar unos gastos, creando una modalidad jurisprudencial de solidaridad 
con el Estado, en tanto que ese deber específico de protección acorde con la norma 
constitucional es exclusivo del Estado y no del particular. Sin dejar a un lado, que la norma 
Superior habla de un subsidio alimentario cuando la madre estuviere desempleada o 
desamparada, el cual naturalmente dista de las prestaciones sociales propias del fuero de 
maternidad, tales como el pago de salarios dejados de percibir, licencia de maternidad, 
afiliación a la EPS, o incluso la indemnización de 60 días que trata el artículo 239 C.S.T. 
(Sentencia SU-070 de 2013)  
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
Como se mencionó anteriormente, la sentencia SU 070 de 2013, brinda aproximadamente una 
unificación de 33 expedientes de mujeres que tiene diversos tipos de vinculación laboral y que 
han sido despedidas de sus trabajos, algunas con una causal como la del caso concreto y otras 
con una justa cusa. Esta sentencia, se convirtió en una sentencia que marca un precedente en 
el tema de la estabilidad laboral reforzada en mujeres en estado de embarazo en Colombia, 
logrando reunir y brindar unos lineamientos exactos sobre cada uno de los casos hipotéticos 
que se puedan presentar dentro de las acciones de tutelas interpuestas por las mujeres en estado 
de embarazo. 
 
Es por esto, además que se decidió analizar solamente un expediente de los 33, ya que se 
puede considerar un caso común en el cual aún no se le dé a conocer al empleador sobre el 
estado de gravidez en el que se encuentra además, del hecho de que la relación jurídica que se 
establece como contrato por obra o labor contratada, se ha vuelto más común en Colombia de 
lo que parece. 
Cuadro 3. Sentencia SU-070 de 2013 
 
 
Sentencia T-070 de 2013 Radicado T- 2.501.852 M.P: Alexei Julio Estrada 
Caso Norma Constanza Medina Quiza contra Temposur Ltda 
Problema jurídico  
Sujeto de especial Protección X Tutela 1ra o Única instancia  Tutela 2da instancia  Revisión X 
 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
La Sentencia SU-070 de 2013 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto 
de la siguiente forma: 
 
1. El día cuatro (4) de septiembre de 2008 la señora Norma Constanza Medina Quiza firmó 
un contrato laboral por obra o labor contratada con la empresa de servicios temporales 
Temposur Ltda. En virtud del mismo fue enviada como trabajadora en misión a la empresa 
Tropihuila Ltda. para desempeñarse como mercaderista e impulsadora, devengando por su 
labor un salario mínimo legal mensual más auxilio de transporte. 
  
El trece (13) de agosto de 2009 la empresa de servicios temporales le informó por escrito a la 
actora que la labor para la cual había sido contratada finalizaría el tres (3) de septiembre de 
2009. 
  
El día veinticuatro (24) de agosto de 2009, la peticionaria se enteró de su estado de embarazo, 
teniendo para esta fecha dos (2) meses de embarazo. 
  
El apoderado de la actora indica que “mi mandante al conocer [su] estado de gravidez presenta 
original de su prueba de embarazo, a TEMPOSUR, el día 25 de agosto de 2009 tal y como 
obra en recibido realizado por la señora LILIA encargada de suscribir y recibir 
documentación, tal y como en la respectiva prueba de embarazo”. Señala que no obstante el 
estado de embarazo de la actora, la empresa persiste en hacer efectiva la terminación del 
contrato. 
  
El día veintiocho (28) de agosto de 2008 la peticionaria acudió a la Oficina del Trabajo de la 
ciudad de Neiva, adscrita al Ministerio de la Protección social “sin que a la fecha haya 
respuesta alguna por la empresa requerida” 
  
Manifiestan que ninguna de las empresas accionadas acudió ante el Inspector de Trabajo para 
legalizar la terminación del contrato de la actora. 
 Finalmente, como consecuencia de la terminación del contrato señala que “se corre el riesgo 
inminente de que sea desvinculada del servicio integral de salud, interrumpiendo las 
cotizaciones a dicho sistema que le permitan el pago de su respectiva licencia de maternidad 
por parte [de] SALUDCOOP EPS, poniendo en grave peligro su derecho fundamental a la 
salud y el de su hijo recién nacido” 
 
Sentencia de primera instancia 
  
El día veintidós (22) de septiembre de 2009 el Juzgado Octavo Civil Municipal de Neiva 
decidió negar el amparo de los derechos fundamentales de la actora 
 
Sentencia de segunda instancia 
  
El día diez (10) de noviembre de 2009 el juzgado Primero Civil del Circuito de Neiva, decidió 
confirmar la sentencia de primera instancia que negó la protección de los derechos 
fundamentales de la actora. (Sentencia SU-070 de 2013) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Depende la protección a mujeres en estado de embarazo de la forma de vinculación laboral 
que tenga con el empleador? (Sentencia SU-070 de 2013) 
SUBREGLAS 
 
Aquí, se puede presentar un tema principal que se refiere a la forma de vinculación laboral 
del empleado, sin embargo, independientemente del tipo de contrato que tenga, la protección 
de los derechos constitucionales deberá garantizarse, siempre y cuando se evidencie la 
vulneración de estos. (Sentencia SU-070 de 2013) 
 
Adicionalmente, una variable de este obedece no solo a las nuevas formas de vinculación que 
se deben probar bajo formas jurídicas como el contrato realidad, sino por el contrario, a las 
actuaciones que de este se desprenden como por ejemplo en el caso concreto: Inicialmente la 
comunicación del estado de embarazo al empleador, la fecha de terminación del contrato, que 
para el caso concreto fue avisada con un preaviso de 2 meses y en el transcurso de estos, se 
dio la noticia al empleador y otro tema que no deja de pasar desapercibido el hecho de la 
acciones legales adicionales a la acción de tutela que  se puedan tomar, por esto los procesos 
en el Ministerio del trabajo, que en el caso concreto no había sido resuelto. (Sentencia SU-
070 de 2013) 
RATIO DECIDENDI 
 
En el caso concreto, la razón de la decisión, obedece inicialmente al estudio que se realiza 
sobre protección que recae en las mujeres que se vinculan por contratos de obra o labor 
contratada, es así, que cuando el empleador conoce el estado de gestación de la empleada y la 
despide una vez cumplida la obra, alegando esto como justa causa. Aquí se analiza este aspecto 
y se determina que el empleador conoció del embarazo antes de la terminación efectiva del 
contrato y que el requisito del conocimiento se predica de ese momento, no de aquel en que 
se hizo entrega de la carta. Así mismo, informa que, a pesar de saber del estado de la gestante, 
el empleador no acudió ante el inspector del trabajo. (Sentencia SU-070 de 2013) 
DECISIÓN 
 
REVOCAR el fallo del Juzgado 1 Civil del Circuito de Neiva (Huila) dictado en segunda 
instancia en el caso correspondiente al expediente T- 2.501.852 y en su lugar ORDENAR a la 
empresa Tropihuila Ltda., que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 
de la notificación del presente fallo, reconozca a la ciudadana Norma Constanza Medina 
Quiza i) el pago de la licencia de maternidad; y ii) el pago de la indemnización de que trata el 
artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. (Sentencia SU-070 de 2013) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia C-470 de 1997 la Sala Plena unificó la jurisprudencia en el sentido de afirmar que 
dicho derecho se sustenta, entre otros fundamentos, en el derecho a la igualdad, lo que reitera 
su carácter de derecho fundamental. (Sentencia SU-070 de 2013) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Salvamento de Voto (Mauricio González Cuervo). 
 
 (i) La estabilidad laboral reforzada fue concebida como un mecanismo de protección a la 
mujer que, dentro de una relación laboral, es víctima de un trato discriminatorio por parte de 
su empleador, por el hecho de la gestación o la lactancia, lo que supone identificar al 
empleador como ejecutor de un acto de discriminación. Dado que no es factible imputar al 
empleador una conducta discriminatoria, como si se tratase de una responsabilidad objetiva. 
Si al momento de finalizar el vínculo laboral desconocía el estado de gravidez de la 
trabajadora y, por ende, el rompimiento del vínculo laboral se fundó en alguno de los modos 
legítimos para terminar la relación contractual, no podría tacharse de discriminatoria una 
actuación que se originó en una justa causa legal, o incluso en la voluntad de la trabajadora. 
(Sentencia SU-070 de 2013) 
  
(ii)     Se desvirtúa el alcance del artículo 239 del C.S.T., al extender la protección laboral 
reforzada a una categoría jurídica diferente a la regulada bajo el vínculo de subordinación 
laboral.  En esa medida, debe respetarse la libertad contractual y, en consecuencia, a ésa 
relación no podría aplicarse el llamado fuero de maternidad, por tratarse de un pacto civil en 
el que la contratante asume una serie de obligaciones ajenas a la subordinación, imponiendo 
al contratante una carga imposible de cumplir, v.gr. acudir al Inspector de Trabajo para que 
éste se pronuncie sobre un contrato ajeno a su competencia. No obstante, si bajo el amparo 
de ese contrato se enmascara una verdadera relación laboral, cuyos elementos sean tan claros 
y evidentes, le será posible al juez constitucional declarar la existencia del contrato en 
realidad, y posteriormente bajo el amparo de dicha relación, dar cumplimiento a la protección 
especial en cabeza de la madre gestante o lactante, bajo el entendido que dicho vínculo es en 
realidad un contrato laboral a término fijo, por un lapso igual al pactado en el desvirtuado 
contrato de prestación de servicios. (Sentencia SU-070 de 2013) 
  
(iii) El artículo 43 Constitucional establece un derecho especial de protección y asistencia 
para la madre gestante o lactante. El Estado tiene el deber correlativo de prestar dicho auxilio 
a través de un subsidio alimentario, por lo que no puede predicarse un deber de solidaridad a 
cargo de empleador, para que este asuma las cargas prestacionales –en el evento de no actuar 
discriminatoriamente–, cuando la constitución no lo ha previsto. Es decir, se plantea una 
solidaridad jurisprudencial entre el particular –empleador y/o contratante civil– con la madre 
y, por ello debe sufragar unos gastos, creando una modalidad jurisprudencial de solidaridad 
con el Estado, en tanto que ese deber específico de protección acorde con la norma 
constitucional es exclusivo del Estado y no del particular. Sin dejar a un lado, que la norma 
Superior habla de un subsidio alimentario cuando la madre estuviere desempleada o 
desamparada, el cual naturalmente dista de las prestaciones sociales propias del fuero de 
maternidad, tales como el pago de salarios dejados de percibir, licencia de maternidad, 
afiliación a la EPS, o incluso la indemnización de 60 días que trata el artículo 239 C.S.T. 
(Sentencia SU-070 de 2013) 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
La sentencia SU 070 de 2013, permitió realizar una recopilación de las normas que establecen 
diferentes normas que se deben tener en cuenta para ser aplicadas a estos casos de estabilidad 
laboral reforzada en mujeres en estado de embarazo y que son consideradas sujetos de especial 
protección por la ley. Para el caso concreto, se presenta una actitud de protección de derechos 
de la Corte Constitucional sobre este caso que había sido negado por las dos instancias.  
 
Aquí, la Corte Constitucional, realiza un análisis más profundo, considerando los aspectos y normas 
que deben seguirse al momento de que se presente un caso de este tipo.  
 
 
Cuadro 4. Sentencia T-238 de 2015 
 
Sentencia T-238 de 2015 Radicado T-4.712.280 M.P: Martha Victoria Sáchica Méndez 
Caso Cristi Yohana Díaz Lavao contra ESAP Territorial Huila - Caquetá   
Problema jurídico  
Sujeto de especial Protección X Tutela 1ra o Única instancia  Tutela 2da instancia  Revisión X 
 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
La Sentencia T-238 de 2015 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto 
de la siguiente forma: 
 
1.1. El 21 de enero de 2014, Cristi Yohana Díaz Lavao y la Escuela Superior de 
Administración Pública, ESAP Territorial Huila–Caquetá, suscribieron contrato de prestación 
de servicios profesionales o de apoyo a la gestión Nº 048 de 2014, con un plazo de ejecución 
de 6 meses y 10 días, es decir, vigente hasta el 31 de julio de 2014. 
1.2. El objeto del contrato consistía en que la accionante, contratista, se obligaba con la entidad 
accionada “a prestar sus servicios profesionales apoyando en el componente técnico y 
operativo, las acciones de planificación, implementación y seguimiento de los programas 
académicos, capacitación y formación para el trabajo que se gestionan a nivel territorial en el 
Municipio de Neiva – Huila, así como desarrollar las actividades administrativas que se le 
indiquen” 
 1.3. La demandante manifiesta que el 10 de julio de 2014, durante la vigencia del vínculo 
contractual, mediante escrito de radicación Nº 548 que presentó en la recepción del ente 
demandando, comunicó que se encontraba en embarazo aportando una prueba de laboratorio 
practicada el 5 de julio de 2014. Indica que en esa ocasión expuso a la entidad accionada que, 
conforme a la jurisprudencia reiterada de esta Corporación en cuanto a la protección de la 
mujer gestante, debía darse cumplimiento a la estabilidad laboral reforzada aun tratándose de 
contratista. 
 1.4. Afirma, que el 28 de julio de 2014 el Supervisor del Contrato en mención emitió el 
informe final de supervisión de contratos RE-A-CT-60, mediante el cual calificó su labor en 
un 92% en una escala de 0 a 100. 
 1.5. En vista de que se aproximaba la terminación del periodo de ejecución del contrato, la 
accionante señala que el 29 de julio de 2014 ingresó a la oficina del Director Territorial para 
preguntar acerca de su contratación, dejando de presente que había comunicado con antelación 
y por escrito su estado de gravidez, pues de conformidad con los postulados jurisprudenciales 
y constitucionales tenía derecho a continuar vinculada con la institución demandada al ser 
sujeto de especial protección del Estado. Sin embargo, agrega que recibió respuesta 
desfavorable por parte de dicho funcionario. 
 1.6. En efecto, el Director Territorial de la entidad accionada mediante oficio del 30 de julio 
de 2014 dio respuesta a la comunicación del estado de embarazo, fundándose en un concepto 
emitido el 16 de julio de 2014 por el Departamento de Asesorías y Consultorías de esa misma 
institución, en cuanto al punto de renovación de contrato de prestación de servicios a mujer 
gestante. Esta vez respondió que, “en primer lugar, fue contratada bajo la modalidad de un 
contrato de prestación de servicios, el cual no implica una subordinación directa con el 
empleador, sino por el contrario, como su nombre taxativamente lo señala, la persona presta 
un servicio a cambio de una contraprestación, que la mayoría de las veces es monetaria. En 
segundo lugar, el contrato de prestación de servicios, la persona puede ser retirada de su labor 
por el vencimiento del contrato y no por el conocimiento del estado de embarazo, por cuanto 
el empleador o nominador no desconocería el derecho de fuero de maternidad que posee la 
persona”. 
 1.7. La accionante manifiesta que desde el 1º de agosto de 2014 se encuentra desvinculada 
del ente accionado y que al cabo del día 11 de ese mismo mes y año, ya había completado 
once (11) semanas de gestación, según ecografía tomada el 24 de julio en la IPS Saludcoop. 
(Sentencia T-238 de 2015) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Vulnera la Escuela Superior de Administración Pública, ESAP Territorial Huila–
Caquetá, los derechos fundamentales “a la familia, a la vida del menor que está por nacer, al 
libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad, al trabajo y a la estabilidad laboral reforzada 
de la mujer embarazada” deCristi Yohana Díaz Lavao, al no renovar el contrato de prestación 
de servicios profesionales Nº 048 de 2014, con el cual se vinculó a esa entidad, argumentando 
la inexistencia de la necesidad del servicio y el cumplimiento total del objeto contractual, a 
pesar de que la trabajadora se encontraba en estado de embarazo y sin que mediara 
autorización previa del Ministerio del Trabajo? (Sentencia T-238 de 2015) 
SUBREGLAS 
 
En otras palabras, debe verificar si se encuentran reunidos los elementos del contrato de 
trabajo, esto es: (i) el salario, (ii) la continua subordinación o dependencia y, (iii) la prestación 
personal del servicio. De resultar que el operador judicial constate la existencia de un contrato 
realidad oculto bajo el de prestación de servicios, la Corte dispuso que éste debe aplicar las 
reglas que fijó en esa misma providencia para los contratos a término fijo, en razón del 
carácter temporal que los caracteriza. (Sentencia T-238 de 2015) 
 
Además, en estos eventos, el juez primero debe determinar si el empleador conocía o no el 
estado de gestación de la empleada. Si verifica que el empleador sí conocía del embarazo, 
debe aplicar lo siguiente: 
  
(i) “Si la desvincula antes del vencimiento del contrato sin la previa calificación de 
una justa causa por el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protección 
derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, 
junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección 
establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección 
contra la discriminación. 
(ii) “Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando como una justa causa el 
vencimiento del plazo pactado: “En este caso el empleador debe acudir antes del 
vencimiento del plazo pactado ante el inspector del trabajo para que determine si 
subsisten las causas objetivas que dieron origen a la relación laboral. Si el empleador 
acude ante el inspector del trabajo y este determina que subsisten las causas del 
contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el periodo del embarazo y los tres 
meses posteriores. Si el inspector del trabajo determina que no subsisten las causas, 
se podrá dar por terminado el contrato al vencimiento del plazo y deberán pagarse las 
cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. Si no acude ante el 
inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación sólo sería procedente si 
se demuestra que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo cual 
se puede hacer en sede de tutela. Para evitar que los empleadores desconozcan la regla 
de acudir al inspector de trabajo se propone que si no se cumple este requisito el 
empleador sea sancionado con pago de los 60 días previsto en el artículo 239 del C. 
S. T.” (Sentencia T-238 de 2015) 
En cambio, si el juez encuentra que el empleador no conocía el estado de gestación de la 
empleada, éste debe tener en cuenta lo siguiente: 
(i) “Si la desvincula antes del vencimiento del contrato, sin alegar justa causa: En este caso 
sólo se debe ordenar el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; la 
renovación del contrato sólo será procedente si se demuestra que las causas del contrato 
laboral a término fijo no desaparecen, lo cual se puede hacer en sede de tutela. Adicionalmente 
se puede ordenar por el juez de tutela que se paguen las indemnizaciones por despido sin justa 
causa.” 
(ii) “Si la desvincula antes del vencimiento del contrato, PERO alega justa causa distinta 
a la modalidad del contrato: En este caso sólo se debe ordenar el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación; y la discusión sobre la configuración de la 
justa causa se debe ventilar ante el juez ordinario laboral.” 
(iii) “Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando esto como una justa causa: En 
este caso la protección consistiría mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante 
el periodo de gestación; y la renovación del contrato sólo sería procedente si se demuestra 
que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo cual se puede hacer 
en sede de tutela. En este caso no procede el pago de los salarios dejados de percibir, 
porque se entiende que el contrato inicialmente pactado ya había terminado.” (Sentencia 
T-238 de 2015) 
RATIO DECIDENDI 
 
Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando como una justa causa el vencimiento 
del plazo pactado: “En este caso el empleador debe acudir antes del vencimiento del plazo 
pactado ante el inspector del trabajo para que determine si subsisten las causas objetivas que 
dieron origen a la relación laboral. Si el empleador acude ante el inspector del trabajo y este 
determina que subsisten las causas del contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el 
periodo del embarazo y los tres meses posteriores. Si el inspector del trabajo determina que 
no subsisten las causas, se podrá dar por terminado el contrato al vencimiento del plazo y 
deberán pagarse las cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. Si no 
acude ante el inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación sólo sería procedente si se 
demuestra que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo cual se puede 
hacer en sede de tutela. Para evitar que los empleadores desconozcan la regla de acudir al 
inspector de trabajo se propone que si no se cumple este requisito el empleador sea sancionado 
con pago de los 60 días previsto en el artículo 239 del C. S. T. (Sentencia T-238 de 2015) 
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada en esta sentencia es la siguiente: 
 
Primero. - REVOCAR la sentencia proferida el 1º de octubre de 2014 por el 
Tribunal Administrativo del Huila, Sala Tercera de Decisión del Sistema Oral, que confirmó 
el fallo del 27 de agosto de 2014 dictado por el Juzgado Quinto Administrativo Oral de Neiva, 
el cual denegó el amparo solicitado dentro de la acción de tutela promovida por Cristi Yohana 
Díaz Lavao contra la Escuela Superior de Administración Pública –ESAP Territorial Huila –
Caquetá. 
  
Segundo. - En su lugar, se dispone TUTELAR los derechos fundamentales a la protección de 
la familia, a la vida del menor que está por nacer, al libre desarrollo de la personalidad, a la 
igualdad, al trabajo y a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, invocados 
por Cristi Yohana Díaz Lavao. 
  
Tercero. - Por las razones expuestas en la presente providencia, DECLARAR ineficaz la no 
renovación del contrato laboral oculto bajo el de prestación de servicios profesionales Nº 048 
de 2014, dirigida el 30 de julio de 2014 por el Director Territorial de la Escuela Superior de 
Administración Pública –ESAP Territorial Huila –Caquetá, a Cristi Yohana Díaz Lavao. En 
consecuencia, ORDENAR a la Escuela Superior de Administración Pública –ESAP 
Territorial Huila –Caquetá, que por intermedio de su representante legal o quien haga sus 
veces, si aún no lo ha hecho, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 
notificación de esta sentencia, inicie los trámites pertinentes para la renovación del contrato 
laboral con la señora Cristi Yohana Díaz Lavao, en las mismas condiciones que lo venía 
cumpliendo, desde el 1º de agosto de 2014 hasta el último día del goce efectivo de la licencia 
de maternidad, según lo precisado en este fallo. 
  
Cuarto.- ORDENAR a la Escuela Superior de Administración Pública –ESAP Territorial 
Huila –Caquetá, que por intermedio de su representante legal o quien haga sus veces, si aún 
no lo ha hecho, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 
providencia, pague a favor de Cristi Yohana Díaz Lavao, identificada con cédula de 
ciudadanía Nº 1.079.606.094, expedida en Santa María (Huila), la indemnización equivalente 
a los salarios de sesenta (60) días; los salarios dejados de percibir por la trabajadora desde el 
1º de agosto de 2014 hasta la fecha en que efectivamente se produjo el parto; y las catorce 
(14) semanas de descanso remunerado por concepto de la licencia de maternidad. 
 Quinto.- ORDENAR a la Defensoría del Pueblo, que en el término máximo de un (1) mes 
siguiente a la notificación de esta sentencia, adelante los trámites correspondientes 
para instruir, por el tiempo que considere conveniente, al Representante Legal, al grupo de 
Asesores Jurídicos y Contratación y a todo el personal de la Escuela Superior de 
Administración Pública –ESAP Territorial Huila –Caquetá con sede en la ciudad de Neiva, 
mediante algún programa pedagógico que estime adecuado y con el cual promocione los 
derechos laborales de las mujeres, especialmente el derecho a la protección laboral reforzada 
de la mujer embarazada o lactante, así como la erradicación de cualquier forma de 
discriminación contra la mujer por razón de la maternidad. 
  
Sexto. - Por Secretaría General, LIBRÉSE la comunicación a que alude el artículo 36 del 
Decreto 2591 de 1991. (Sentencia T-238 de 2015) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia SU-070 de 2013. El juez de tutela debe analizar las circunstancias fácticas que 
rodean cada caso, para determinar si bajo la modalidad del contrato de prestación de servicios 
se oculta una auténtica relación laboral. En otras palabras, debe verificar si se encuentran 
reunidos los elementos del contrato de trabajo, esto es: (i) el salario, (ii) la continua 
subordinación o dependencia y, (iii) la prestación personal del servicio. De resultar que el 
operador judicial constate la existencia de un contrato realidad oculto bajo el de prestación de 
servicios, la Corte dispuso que éste debe aplicar las reglas que fijó en esa misma providencia 
para los contratos a término fijo, en razón del carácter temporal que los caracteriza. (Sentencia 
T-238 de 2015) 
Además, en estos eventos, el juez primero debe determinar si el empleador conocía o no el 
estado de gestación de la empleada. Si verifica que el empleador sí conocía del embarazo, 
debe aplicar lo siguiente: 
  
(i) “Si la desvincula antes del vencimiento del contrato sin la previa calificación de 
una justa causa por el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protección 
derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, 
junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección 
establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección 
contra la discriminación” 
  
(ii) “Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando como una justa causa el 
vencimiento del plazo pactado: “En este caso el empleador debe acudir antes del 
vencimiento del plazo pactado ante el inspector del trabajo para que determine si 
subsisten las causas objetivas que dieron origen a la relación laboral. Si el empleador 
acude ante el inspector del trabajo y este determina que subsisten las causas del 
contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el periodo del embarazo y los tres 
meses posteriores. Si el inspector del trabajo determina que no subsisten las causas, 
se podrá dar por terminado el contrato al vencimiento del plazo y deberán pagarse las 
cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. Si no acude ante el 
inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación sólo sería procedente si 
se demuestra que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo cual 
se puede hacer en sede de tutela. Para evitar que los empleadores desconozcan la regla 
de acudir al inspector de trabajo se propone que si no se cumple este requisito el 
empleador sea sancionado con pago de los 60 días previsto en el artículo 239 del C. 
S. T.” (Sentencia T-238 de 2015) 
En cambio, si el juez encuentra que el empleador no conocía el estado de gestación de la 
empleada, éste debe tener en cuenta lo siguiente: 
(i) “Si la desvincula antes del vencimiento del contrato, sin alegar justa causa: En este caso 
sólo se debe ordenar el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; la 
renovación del contrato sólo será procedente si se demuestra que las causas del contrato 
laboral a término fijo no desaparecen, lo cual se puede hacer en sede de tutela. Adicionalmente 
se puede ordenar por el juez de tutela que se paguen las indemnizaciones por despido sin justa 
causa.” 
(ii) “Si la desvincula antes del vencimiento del contrato, PERO alega justa causa distinta 
a la modalidad del contrato: En este caso sólo se debe ordenar el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación; y la discusión sobre la configuración de la 
justa causa se debe ventilar ante el juez ordinario laboral.” 
(iii) “Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando esto como una justa causa: En 
este caso la protección consistiría mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante 
el periodo de gestación; y la renovación del contrato sólo sería procedente si se demuestra 
que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo cual se puede hacer 
en sede de tutela. En este caso no procede el pago de los salarios dejados de percibir, 
porque se entiende que el contrato inicialmente pactado ya había terminado.” (Sentencia 
T-238 de 2015) 
 
Si bien la acción de tutela no es en principio el mecanismo judicial idóneo para declarar la 
configuración de un “contrato realidad”, como quiera que existen las vías procesales 
ordinarias laborales o el contencioso administrativas, para lograr el reconocimiento de una 
vinculación laboral, en los casos donde se encuentre en inminente riesgo de afectación el 
mínimo vital de la accionante u otro derecho constitucional fundamental, este estudio deberá 
ser realizado por el juez de tutela. En el caso de contratos de prestación de servicios celebrados 
por el Estado con personas naturales, debe advertirse que éste únicamente opera cuando “para 
el cumplimiento de los fines estatales la entidad contratante no cuente con el personal de 
planta que garantice el conocimiento profesional, técnico o científico que se requiere o los 
conocimientos especializados que se demanden” (Sentencia T-238 de 2015) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
No Aplica. 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
En la presente sentencia de tutela, se analiza el conflicto de una trabajadora que, en estado de 
embarazo, el cual fue notificado a su empleador, y cuya vinculación se trató de un contrato de 
prestación de servicios, no le fue renovado su contrato, encontrándose bajo el amparo del fuero 
de maternidad. 
 
De igual forma, y atendiendo la sentencia de unificación 070 de 2013, la Corte Constitucional 
realiza el análisis sobre la existencia de un contrato de trabajo ocultado bajo la figura del 
contrato de prestación de servicios, situación que ha sido objeto de salvamento de voto en 
otras sentencias, por considerar que esta competencia es del Juez en materia laboral a través 
de un proceso ordinario, pero como quiera que el derecho al trabajo, al mínimo vital, a la 
estabilidad ocupacional reforzada y la primaria de la realidad son preceptos constitucionales, 
la Corte Constitucional ha optado por analizar de fondo la existencia de los elementos 
esenciales del contrato de trabajo y sumado a las protecciones derivada del fuero de 
maternidad, declarar la existencia de un contrato de trabajo. 
 
Como la sentencia SU-070 de 2013 establece una serie de reglas, para aplicarse a casos 
concretos, se aplicará la regla de que el empleador ha debido acudir al ministerio de trabajo, 
para que determine si subsisten o no las causas que dieron origen al contrato, y dependiendo 
de su concepto deberá renovarse este contrato o darse por terminado, garantizando las 
cotizaciones que permitan a la trabajadora gozar de la licencia de maternidad. 
 
Por tanto, esta protección dependiendo del concepto del Ministerio de Trabajo, siempre tiende 
a proteger los derechos fundamentales de la trabajadora y de quien está por nacer. Por tanto, 
la Corte ha entendido que estos derechos se encuentran especialmente protegidos 
constitucional y legalmente. 
 
Cuadro 5. Sentencia T-092 de 2016 
 
Sentencia T 092-2016 
Expedie
ntes 
T-5.123.820, 
T-5.184.324 y 
T-5.189.266 
M.P: Alejandro Linares Cantillo 
Caso 
Acciones de tutela interpuestas por María Alejandra Alvarado Flórez contra Helicol S.A.S. (T-
5.123.820); Andrea Stefania Enciso Lozano contra Nueva EPS (T-5.184.324); y Adriana María 
Medina Rondón contra el Hotel Dayamar (T-5.189.266). 
 
Problema jurídico 
¿Se vulneran los derechos a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, a la 
seguridad social y al mínimo vital, cuando el empleador decide terminar el contrato de 
trabajo a término indefinido por el vencimiento del plazo pactado y por la configuración 
de una causal objetiva (incumplimiento de funciones), pese a que las trabajadora se 
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HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
SOLAMENTE SE ANALIZÓ EL EXPEDIENTE NO. T- 5.123.820 
 
La Sentencia T-092 de 2016 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto de la 
siguiente forma: 
 
1.1. El 15 de mayo de 2006, la señora María Alejandra Alvarado Flórez suscribió contrato de trabajo a 
término indefinido con la empresa Helicol S.A.S., para desempeñar el cargo de auxiliar 
  
1.2. El 23 de febrero de 2015, Helicol S.A.S. terminó el contrato de trabajo sin justa causa, pagando la 
correspondiente indemnización a la accionante 
  
1.3. Mediante oficio del 9 de marzo de 2015, recibido el 11 del mismo mes y año, la accionante informó 
al empleador que a la fecha tenía un embarazo “de edad gestacional de 4 semanas 6 días”, además, que 
“no había notificado a la empresa de [su] estado en razón a que no sabía de [su] estado de gravidez” 
  
1.4. Alegó que fue vulnerado su derecho a la estabilidad laboral reforzada, porque la empresa accionada 
terminó el vínculo laboral sin pedir autorización a la oficina de trabajo, pese a que estaba embarazada y 
se encontraba en una condición de debilidad manifiesta, debido a que, la ARL Sura le había diagnosticado 
“tendinitis de flexo extensores de puño derecho, epicondilitis media derecha” 
 
1.5. El 26 de marzo de 2015, por requerimiento de la accionante, fue programada audiencia de 
conciliación en el Ministerio de Trabajo. Llegado el día y hora de la diligencia, el inspector de trabajo 
dejó constancia de que asistió la peticionaria y que el empleador no compareció, ni presentó excusa 
 
1.6. Por lo anterior, pidió al juez de tutela que conceda el amparo transitorio de sus derechos 
fundamentales a la maternidad, al debido proceso, a la salud, al trabajo, a la defensa y al mínimo vital, 
en consecuencia, (i) que ordene a la accionada el reintegro al cargo que venía desempeñando, acorde con 
su estado de embarazo y de discapacidad y, (ii) que ordene el pago de las prestaciones dejadas de percibir 
desde el despido hasta que se produzca el reintegro. 
  
LA SENTENCIA IMPUGNADA 
Primera instancia: Sentencia del Juzgado Veintinueve Penal Municipal con Función de Conocimiento de 
Bogotá, del 14 de mayo de 2015 
Declaró improcedente la acción de tutela, argumentando que se probó en el proceso que la empresa 
accionada no tenía conocimiento sobre el estado de gravidez de la accionante, señaló que inclusive, 
mediante el escrito del 11 de marzo de 2015, la misma demandante había reconocido que al momento del 
despido no tenía conocimiento de su embarazo. 
Manifestó que la accionante no demostró que tuviera una pérdida de capacidad laboral o que estuviera 
incapacitada para el cumplimiento de sus funciones, ni que faltaran terapias o que hubiera perdido algunas 
por la terminación del contrato de trabajo. Por estas razones, concluyó que el presente asunto debía 
someterse al conocimiento de la jurisdicción laboral ordinaria, más no al trámite excepcional de la acción 
de tutela. 
Impugnación 
La demandante reiteró los argumentos expuestos en el escrito de tutela, especialmente, que la empresa 
accionada vulneró sus derechos fundamentales, porque canceló el contrato de trabajo por motivo de las 
enfermedades de origen laboral que padece, sin previa autorización del inspector de trabajo. 
Por su parte, la empresa Helicol S.A.S. solicitó al juez de tutela de segunda instancia que confirmara el 
fallo del a quo, argumentando que la terminación del contrato de trabajo no se dio por la enfermedad de 
la accionante, ni mucho menos por su estado de embarazo, sino por razones de orden administrativo y 
operativo de la compañía. 
Segunda instancia: Sentencia del Juzgado Cuarenta y Nueve Penal del Circuito, del 26 de junio de 2015. 
Confirmó la sentencia de primera instancia, considerando que no existen medios de convicción que 
permitan concluir que la terminación del contrato de trabajo se dio por razón del embarazo o el estado de 
salud de la demandante, por el contrario, señaló que sí existe evidencia de que se trató de una terminación 
unilateral del contrato sin justa causa. Manifestó que ante esa incertidumbre la acción de tutela se tornaba 
en “un mecanismo carente de la eficacia necesaria para la búsqueda de la verdad”, pues el término 
expedito para su definición resultaba insuficiente para obtener las pruebas que permitieran verificar lo 
ocurrido. 
Trámite en sede de revisión 
 
Solicitud de insistencia. 
  
Mediante escrito del 15 de octubre de 2015, el Defensor del Pueblo Jorge Armando Otálora Gómez, 
presentó solicitud de insistencia ante la Sala de Selección número Diez de esta Corporación, con el fin 
de que fuera seleccionado el proceso bajo estudio, por las siguientes razones: (i) se vulneró el derecho al 
trabajo y la estabilidad laboral reforzada de la actora, en tanto, la empresa accionada terminó el contrato 
de trabajo sin previa autorización del inspector de trabajo, pese a que la trabajadora se encontraba en 
estado de embarazo; y (ii) los jueces de tutela de ambas instancias desconocieron la jurisprudencia 
constitucional reiterada en materia del fuero de maternidad (Sentencia SU-070/13), la cual establece que 
cuando el empleador no conoce en desarrollo del contrato a término indefinido el estado de gestación de 
la empleada y no aduce justa causa al momento del despido, por lo menos, debe reconocer las cotizaciones 
durante el período de gestación, reintegrar a la trabajadora, si las causas del contrato no desaparecen, y 
pagar los salarios y prestaciones dejadas de percibir, la cuales serán compensadas con las 
indemnizaciones recibidas por el despido sin justa causa 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Se vulneran los derechos a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, a la seguridad social 
y al mínimo vital, cuando el empleador decide terminar el contrato de trabajo a término indefinido por el 
vencimiento del plazo pactado y por la configuración de una causal objetiva (incumplimiento de 
funciones), pese a que la trabajadora se encontraba en estado de embarazo al momento del despido? 
(Sentencia T-092 de 2016) 
SUBREGLAS 
 
Como sub reglas la sentencia T-092de 2016 relaciona las siguientes: 
 
Procedencia de la acción de tutela para reclamar la protección de la estabilidad laboral reforzada de la 
mujer embarazada y para obtener el pago de la licencia de maternidad. (Sentencia T-092 de 2016) 
 
Después de un extensivo análisis jurisprudencial respecto a esta subregla la Corte Constitucional llega a 
la conclusión de que la acción de tutela “por su naturaleza residual y subsidiaria no es, en principio, el 
mecanismo idóneo para reclamar derechos o prestaciones laborales. Sin embargo, procede 
excepcionalmente esta acción constitucional, cuando se encuentran comprometidos los derechos de la 
madre gestante o la madre y su hijo recién nacido, quienes, por su condición de indefensión, requieren 
de una especial asistencia y protección por parte del Estado.” (Sentencia T-092 de 2016) 
 
Otro tipo de reglas jurisprudenciales trata sobre la aplicación de la protección del derecho a la estabilidad 
laboral reforzada de la mujer en estado de embarazo o en periodo de lactancia. (Sentencia T-092 de 2016) 
 
Otra sub regla del caso concreto tiene que ver con el contrato de trabajo a término indefinido, según esto 
la corte tomo algunas consideraciones como lo son los siguientes escenarios:   
1.1. Cuando el empleador conoce en desarrollo de esta alternativa laboral, el estado de gestación de la 
empleada y la despide sin la previa calificación de la justa causa por parte del inspector del trabajo: En 
este caso se debe aplicar la protección derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el 
consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección 
establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la 
discriminación[50]. 
  
1.2 Cuando el empleador NO conoce en desarrollo de esta alternativa laboral, el estado de gestación de 
la empleada: en este evento surgen a la vez dos situaciones: 
1.2.1 Cuando el empleador adujo justa causa (y NO conoce el estado de gestación de la empleada): En 
este caso sólo se debe ordenar el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y 
la discusión sobre la configuración de la justa causa (si se presenta) se debe ventilar ante el juez ordinario 
laboral. El fundamento de esta protección es el principio de solidaridad y la consecuente protección 
objetiva constitucional de las mujeres embarazadas. 
1.2.2 Cuando el empleador NO adujo justa causa (y NO conoce el estado de gestación de la 
empleada): En este caso la protección consistiría mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones 
durante el periodo de gestación; y el reintegro sólo sería procedente si se demuestra que las causas del 
contrato laboral no desaparecen, lo cual se puede hacer en sede de tutela. Bajo esta hipótesis, se ordenará 
el pago de los salarios y prestaciones dejados de percibir, los cuales serán compensados con las 
indemnizaciones recibidas por concepto de despido sin justa causa” (Sentencia T-092 de 2016) 
RATIO DECIDENDI 
 
La jurisprudencia y la ley son báculos para tomar la razón de la decisión en este caso concreto, donde 
prima el conocimiento del empleador sobre el embarazo o no, esta es la regla principal donde se desarrolla 
el caso en concreto y donde la corte decide que “el conocimiento del embarazo por parte del empleador 
da lugar a una protección integral y completa, pues se asume que el despido se basó en el embarazo y, 
por ende, en un factor de discriminación en razón del sexo. Por otra parte, la falta de conocimiento, dará 
lugar a una protección más débil, basada en el principio de solidaridad y en la garantía de estabilidad en 
el trabajo durante el embarazo y la lactancia, como un medio para asegurar un salario o un ingreso 
económico a la madre y como garantía de los derechos del recién nacido. (Sentencia T-092 de 2016) 
 
Agregó que el conocimiento del empleador del embarazo de la trabajadora, puede darse por medio de la 
notificación directa; porque se configure un hecho notorio – quinto mes de embarazo; permisos o 
incapacidades laborales con ocasión del embarazo; o conocimiento de los compañeros de trabajo; 
o cuando las circunstancias que rodearon el despido y las conductas asumidas por el empleador permiten 
deducirlo. (Sentencia T-092 de 2016) 
En conclusión, la Sala Plena consideró que el derecho a la estabilidad laboral reforzada de la mujer 
embarazada o lactante no se deriva del conocimiento que tenga el empleador del estado de embarazo, 
porque se trata solo de un factor que se debe tener en cuenta para definir el grado de protección que se le 
va a brindar.” (Sentencia T-092 de 2016) 
Sin embargo, lo que causa la diferencia en este caso es el tipo de contrato, ya que la mujer que se 
encuentre en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto, tiene derecho a las 
medidas de protección aplicables a los contratos de término indefinido cuando el empleador no aduce 
justa causa y no conoce del estado de embarazo. (Sentencia T-092 de 2016) 
La Corte ha establecido que en tratándose de contratos a término indefinido, cuando el empleador no 
conozca del estado de embarazo y no haya invocado justa causa para el despido, la “protección consistiría 
mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y el reintegro sólo sería 
procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral no desaparecen, lo cual se puede hacer en 
sede de tutela. Bajo esta hipótesis, se ordenará el pago de los salarios y prestaciones dejados de percibir, 
los cuales serán compensados con las indemnizaciones recibidas por concepto de despido sin justa causa”. 
(Sentencia T-092 de 2016) 
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada por la Corte en esta sentencia es: 
Primero.- REVOCAR en el proceso T-5.123.820, la sentencia proferida por el Juzgado Cuarenta y Nueve 
Penal del Circuito de Bogotá D.C., el 26 de junio de 2015, que confirmó la sentencia proferida por el 
Juzgado Veintinueve Penal Municipal con Función de Conocimiento de la misma ciudad, el 14 de mayo 
de 2015, por medio de la cual se declaró improcedente la protección de los derechos invocados y, en su 
lugar, TUTELAR los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada de la mujer 
embarazada,  a la seguridad social y al mínimo vital de la señora María Alejandra Alvarado Flórez y de 
su hijo recién nacido. 
  
Segundo.- ORDENAR a Helicol S.A.S, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 
de la notificación del presente fallo, (i) efectúe el pago de la licencia de maternidad a favor de la señora 
María Alejandra Alvarado Flórez; (ii) proceda a reintegrar, a la demandante, si ella está de acuerdo, a un 
cargo  igual o superior al que venía desempeñando cuando se le despidió, acorde con su estado de 
salud actual; y (iii) efectúe el pago de los salarios y demás prestaciones laborales dejadas de percibir 
desde el despido hasta el momento que se haga efectivo el reintegro. Procederá igualmente el cruce de 
cuentas de las sumas que le fueron entregadas por concepto de indemnización por despido sin justa causa. 
(Sentencia T-092 de 2016) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia T-148/14, MP Mauricio González Cuervo, que reiteró lo dispuesto en la Sentencia SU-070/13. 
La sentencia T-335 de 2004, MP. Clara Inés Vargas Hernández, determinó que “Este tipo de análisis 
debe realizarlo el juez de tutela, únicamente cuando existen indicios de afectación del mínimo vital del 
accionante o de algún otro tipo de derecho fundamental. En otros casos, tal y como lo ha señalado la 
jurisprudencia constitucional, existen las vías procesales ordinarias laborales o el contencioso 
administrativas, a través de las cuales puede buscar el reconocimiento de una vinculación laboral” 
(Sentencia T-092 de 2016) 
La  Sala Segunda de Revisión de Tutelas de la Corte, en sentencia T-1243 de 2005, M.P. Manuel José 
Cepeda Espinosa, consideró pertinente establecer una variable a la línea jurisprudencial que ya se venía 
siguiendo, en el sentido de consagrar un criterio de proporcionalidad, que garantizara un equilibrio entre 
el derecho a recibir el pago de una prestación, frente a la necesidad de asegurar la responsabilidad en el 
pago oportuno y completo de los aportes y el equilibrio económico del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud (Sentencia T-092 de 2016) 
Sentencias T-377/07 M.P. Jaime Araujo Rentería, T-148/14 M.P. Mauricio González Cuervo. En esta 
última providencia, la Corte determinó que los empleadores demandados, incluidos aquellos que habían 
celebrado contratos de prestación de servicios, tenían legitimidad por pasiva en los procesos de tutela 
acumulados (6 casos), en razón a que tenían algún tipo de relación contractual con las trabajadoras 
demandantes (subordinación). Esto, sin perjuicio de que al analizar de fondo los casos concretos, en 
especial en los que se celebró contratos de prestación de servicios, se concluyera que no procedía la 
protección derivada del fuero de maternidad, por no configurarse los elementos de una verdadera relación 
laboral, por ejemplo, la subordinación (caso F. T-4.064.120) (Sentencia T-092 de 2016) 
Sentencia T-148/14, M.P. Mauricio González Cuervo, este Tribunal estudió seis (6) acciones de tutela 
mediante las cuales las accionantes solicitaron la protección del derecho a la estabilidad laboral reforzada 
de la mujer embarazada, debido a que sus empleadores resolvieron terminar sus contratos de trabajo y 
prestación de servicios, pese a que se encontraban en estado de embarazo. En estos casos la Corte 
consideró sobre el requisito de subsidiariedad: “Si bien la jurisdicción laboral, en principio, es la 
competente para conocer casos como los aquí planteados, dicho mecanismo no es idóneo en los casos 
donde se encuentre en inminente riesgo de afectación el mínimo vital de la accionante u otro derecho 
constitucional fundamental, como sucede en los casos a estudiar”. (Sentencia T-092 de 2016) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 
Magistrado 
 
Si bien comparto las decisiones adoptadas por la Sala de Revisión en los casos de la referencia, pues 
consultan el precedente de unificación en los asuntos en los que la mujer embarazada formalmente está 
vinculada a través de contrato a término indefinido y contrato de prestación de servicios, así como lo 
señalado por la Corte en relación con el pago licencias de maternidad, estimo que en el expediente T- 
5.123.820, atendiendo al hecho de que el empleador no conoció el estado de embarazo al momento del 
despido, impone al juez de tutela tener en cuenta como pauta interpretativa e inspiradora en el análisis de 
las relaciones de trabajo el equilibrio social y el espíritu de coordinación económica. (Sentencia T-092 
de 2016) 
  
A mi juicio, la orden de pagar los salarios y prestaciones sociales dejadas de percibir, desconoce el 
principio fundante que debe regir en el desarrollo de los contratos y relaciones de trabajo, como es lograr 
la justicia dentro de un espíritu de coordinación económica y equilibrio social. (Sentencia T-092 de 2016) 
  
Conforme las circunstancias del caso en concreto, no puede desconocer la Sala el hecho de que la 
trabajadora no puso en conocimiento su estado de gravidez al empleador, premisa fundamental para que 
opere la protección, inclusive de conformidad con lo dispuesto en la SU-070-2013. Ante tal circunstancia, 
la orden de pagar los salarios y prestaciones dejadas de percibir es inequitativa y contradice la justicia 
que debe imperar en las relaciones que surgen entre empleadores y trabajadores. Lo anterior, por cuanto 
la necesidad del conocimiento de la empresa como exigencia legal para que opere la protección en el 
empleo, información que debe ser suministrada de manera oportuna, es fundamental. Solo en el momento 
en que el empleador queda advertido del estado de embarazo, se debe dar aplicación a lo señalado en la 
normativa laboral, lo contrario, pugnaría con la protección legal y constitucional. Lo que realmente debe 
censurarse es la discriminación en el empleo cuando existe la presunción del despido por motivo de 
embarazo, presunción que no puede operar ante la ignorancia del hecho. (Sentencia T-092 de 2016) 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
Dentro de la presente acción de tutela, a diferencia de algunas otras analizadas, esta presenta un análisis 
del tipo de contrato que presenta la trabajadora, es decir un contrato de trabajo a término indefinido por 
un periodo considerable de tiempo, que se relaciona justamente con las consideraciones que debe tener 
en cuenta un juez para determinar la estabilidad ocupacional reforzada. En el caso en concreto se 
evidencia el evento en el cual no se informó al empleador del embarazo al momento del despido, sin 
embargo, se realiza 15 días antes y en este caso considero la corte que fue suficiente para brindar este 
fuero de protección a la futura madre.  
 
Cuadro 6. Sentencia T-102 de 2016 
 
Sentencia T-102/16 
Radicad
o 
T-102 de 2016 M.P: María Victoria Calle Correa 
Caso 
Expedientes T-5208798, T-5214595 y T-5216426. Acumulados 
 
Problema jurídico  
Sujeto de especial 
Protección 
 
Tutela 1ra o Única 
instancia 
 
Tutela 2da 
instancia 
 Revisión X 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
La Sentencia T-102 de 2016 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto de la 
siguiente forma: 
 
Expediente T-5208798 
 
Leidy Viviana Pacheco Rojas fue vinculada el ocho (8) de enero de dos mil quince (2015) por la 
Federación Sindical Regional de Trabajadores Libres del Valle del Cauca (en adelante FESRTRALVA), 
en el cargo de secretaria, mediante contrato de prestación de servicios suscrito por un plazo de dos (2) 
meses 
-         El contrato celebrado inicialmente por un plazo de dos (2) meses, continuó hasta el dieciséis (16) 
de abril de dos mil quince (2015), fecha en que fue despedida, pese a que con anterioridad le había 
comunicado verbalmente a su empleador acerca de su estado de embarazo 
-         Leidy Viviana fue despedida sin justa causa y sin permiso del Ministerio del Trabajo, lo que 
vulnera su fuero constitucional de maternidad y, con ello, su derecho a la estabilidad laboral reforzada. 
-         En la relación de trabajo sostenida por Leidy Viviana y FESRTRALVA nunca existió autonomía 
e independencia de la contratista, pues esta debía cumplir con una jornada de trabajo regular y, además, 
el empleo y sus funciones no obedecían a una tarea extraordinaria, sino a ocupaciones cotidianas, pues 
era secretaria de la Federación, servicio que se requiere de manera permanente y cuyas funciones se 
establecen en el manual de funciones y en otros documentos aportados 
-         La accionante se encontraba afiliada por su empleador en calidad de trabajadora independiente a 
la Nueva E.P.S. y a Porvenir. Del salario por ella percibido se le hacían los descuentos para salud y 
pensiones, y cotizaba sobre la base de un salario mínimo legal mensual vigente.  Situación esta última 
que entiende ilegal y arbitraria toda vez que las cotizaciones al sistema de seguridad social deben 
realizarse sobre el salario que perciba el trabajador por los servicios prestados 
-         Aunado a lo anterior, su empleador no la afilió a una ARL ni a una Caja de Compensación 
Familiar, pese a que la afiliación a riesgos laborales es obligatoria para los trabajadores dependientes 
conforme al artículo 2 de la Ley 1562 de 2012 
-         La entidad accionada disfrazó la verdadera relación laboral mediante un contrato de prestación de 
servicios, sustrayéndose del pago de las prestaciones sociales y demás derechos laborales causados por 
el vínculo laboral, por lo que debe atenderse al principio de la “primacía de la realidad sobre las 
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales”, de conformidad con el artículo 53 
constitucional. 
-         La accionante no tenía otro ingreso distinto para asegurar la existencia de una vida en condiciones 
mínimas de dignidad, que los “honorarios” que percibía por concepto de su trabajo como secretaria. 
 
Expediente T-5214595 
 
Es una mujer de 25 años, madre cabeza de hogar, que vive con sus padres, sus hermanos y una hija de 4 
años en el barrio Manrique Oriental de Medellín. Señaló que, si bien entre los adultos contribuyen al 
sostenimiento del hogar, ella, que en la actualidad se encuentra embarazada con tres (3) meses de 
gestación, tiene que hacer un esfuerzo mayor debido a que vela por su hija menor de edad, sin ninguna 
ayuda de su compañero. 
-         El cinco (5) de septiembre de dos mil trece (2013) comenzó a laborar para la señora Justine 
Agudelo García, quien es contratista de la empresa Recatam S.A.S., desempeñándose como operaria en 
la elaboración de bolsas industriales, y devengando un salario de entre trescientos cincuenta mil pesos 
($350.000) y cuatrocientos mil pesos ($400.000) quincenales. Afirmó que nunca fue afiliada al sistema 
de seguridad social en salud y pensiones ni a riesgos laborales 
-         Una vez se enteró que estaba embarazada, se lo comunicó a su empleadora 
-         El seis (6) de junio de dos mil quince (2015) le preguntó a la empleadora por el pago de su salario 
debido a que hasta ese momento le adeudaba dos quincenas. Ella le respondió que no tenía dinero para 
pagarle. Al día siguiente, se comunicó con la señora Justine para informarle que no iría a trabajar el lunes 
ocho (8) de junio, debido a que como no le había cancelado su salario no tenía dinero para desplazarse, 
a lo cual le contestó que se quedara descansando mientras conseguía dinero para pagarle lo adeudado. 
-         Señaló que decidió acudir a la oficina de trabajo para exponer la situación.  A raíz de ello, le 
remitieron a la empleadora una reclamación de pago de los salarios y demás prestaciones sociales 
dejados de cancelar durante el tiempo de la relación laboral. 
-         Pese a lo anterior, precisó que la señora Justine omitió el pago y que el veintitrés (23) de junio, 
durante una conversación telefónica, le comunicó que estaba despedida. 
-         El primero (1) de julio la empleadora fue citada por un Inspector de Trabajo para realizar una 
conciliación programada para el nueve (9) de julio, pero no asistió 
 
Expediente T-5216426 
 
 Su compañera, Gina Erika Alegría Mosquera, a la fecha de presentación de la solicitud de amparo 
padecía un cuadro de depresión y se encontraba hospitalizada en el Hospital Siquiátrico Universitario 
del Valle 
-         Gina Erika fue contratada el veinticinco (25) de agosto de dos mil catorce (2014), por el municipio 
de Guadalajara de Buga “para la prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial en la Institución 
Educativa Manuel Antonio San clemente y sus sedes en el municipio [referido] 
-         Señaló que cuando su compañera fue contratada por la administración municipal ya se encontraba 
en estado de embarazo 
-         Precisó que el contrato empezó a regir el veinticinco (25) de agosto de dos mil catorce (2014) y 
que le pasaron la carta de terminación del mismo el veintiuno (21) de diciembre del mismo año, fecha 
en que ya tenía cinco meses de embarazo. 
-         Sostuvo que Gina Erika fue desvinculada estando en embarazo, a pesar de que la Alcaldía de Buga 
tenía pleno conocimiento de su estado, pues, además de ser notable, había comunicado el hecho 
previamente. 
-         Aclaró que no existió autorización legal para realizar el despido, pese a que su agenciada estaba 
amparada por el derecho a la estabilidad laboral reforzada 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Vulnera un empleador los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, al mínimo vital y 
a la no discriminación de una empleada, cuando pone fin a la relación laboral o de prestación de servicios 
pese al conocimiento de su estado de embarazo, y sin contar con la autorización del inspector de trabajo 
en los casos en que dicho requisito sea exigido legalmente? (Sentencia T-102 de 2016) 
SUBREGLAS 
 
La mujer embarazada o lactante como persona de especial protección constitucional a través de la 
estabilidad laboral reforzada. 
En vigencia de un contrato de trabajo a término fijo el empleador conoce el estado de gestación se pueden 
presentar dos situaciones: 
 
Si la desvincula antes del vencimiento del contrato sin la previa calificación de una justa causa por el 
inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protección derivada del fuero consistente en la 
ineficacia del despido y el consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de 
percibir. Se trata de la protección establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto 
de protección contra la discriminación. (Sentencia T-102 de 2016) 
  
1.1.2 Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando como una justa causa el vencimiento del 
plazo pactado: En este caso el empleador debe acudir antes del vencimiento del plazo pactado ante el 
inspector del trabajo para que determine si subsisten las causas objetivas que dieron origen a la relación 
laboral. Si el empleador acude ante el inspector del trabajo y este determina que subsisten las causas del 
contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el periodo del embarazo y los tres meses posteriores. 
Si el inspector del trabajo determina que no subsisten las causas, se podrá dar por terminado el contrato 
al vencimiento del plazo y deberán pagarse las cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de 
maternidad. Si no acude ante el inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento 
de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación sólo sería procedente si se demuestra 
que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo cual se puede hacer en sede de tutela. 
Para evitar que los empleadores desconozcan la regla de acudir al inspector de trabajo se propone que si 
no se cumple este requisito el empleador sea sancionado con pago de los 60 días previsto en el artículo 
239 del C. S. T.” (Sentencia T-102 de 2016) 
 
En vigencia de un contrato de trabajo a término fijo el empleador no conocía el estado de gestación se 
pueden presentar tres situaciones: 
 
Si la desvincula antes del vencimiento del contrato, sin alegar justa causa: En este caso sólo se debe 
ordenar el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; la renovación del contrato 
sólo será procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen, lo 
cual se puede hacer en sede de tutela. Adicionalmente se puede ordenar por el juez de tutela que se paguen 
las indemnizaciones por despido sin justa causa. 
  
Si la desvincula antes del vencimiento del contrato, pero alega justa causa distinta a la modalidad del 
contrato: En este caso sólo se debe ordenar el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de 
gestación; y la discusión sobre la configuración de la justa casusa se debe ventilar ante el juez ordinario 
laboral. 
  
Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando esto como una justa causa: En este caso la 
protección consistiría mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; 
y la renovación del contrato sólo sería procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral a 
término fijo no desaparecen, lo cual se puede hacer en sede de tutela. En este caso no procede el pago de 
los salarios dejados de percibir, porque se entiende que el contrato inicialmente pactado ya había 
terminado” (Sentencia T-102 de 2016) 
 
Cuando se trata de contratos de prestación de servicios, el amparo constitucional de la estabilidad laboral 
reforzada de las mujeres embarazadas también es aplicable acudiendo a “la asimilación de estas 
alternativas a una relación laboral sin condiciones específicas de terminación”. Es posible, entonces, que 
adopte medidas de protección de la alternativa laboral de las mujeres gestantes, las cuales pueden girar 
en torno a dos opciones genéricas: “La primera, que se reconozcan las prestaciones en materia de 
seguridad social en salud, hasta el momento en que la mujer adquiera el derecho al reclamo de la 
prestación económica de la licencia de maternidad; y la segunda, se ordene el reintegro de la mujer 
embarazada o la renovación de su contrato, a menos que se demuestre que el reintegro o la renovación 
no son posibles” (Sentencia T-102 de 2016) 
 
Si en el contrato de prestación de servicios, privado o estatal, se llegare a demostrar la existencia de una 
relación laboral, “ello conllevaría a su desnaturalización y a la vulneración del derecho al trabajo 
reconocido en el preámbulo; a los artículos 1, 2 y 25 de la Carta; además a los principios de la primacía 
de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo, al de la irrenunciabilidad de los beneficios 
mínimos establecidos en normas laborales y al de la estabilidad en el empleo.” (Sentencia T-102 de 2016) 
  
RATIO DECIDENDI 
 Primer expediente. 
 
Se cumplen los criterios determinados por esta Corporación para proceder al amparo de los derechos 
fundamentales de la trabajadora: (i) existió una relación laboral entre las partes, consistente en un 
contrato realidad que se entiende a término fijo; (ii) se dio por finalizada la relación laboral durante el 
período de gestación de Leidy Viviana Pacheco Rojas; (iii) el empleador conocía del estado de embarazo 
de la accionante, pues de otra forma no se entiende la abrupta terminación de la relación laboral; (iv) el 
empleador no demostró una causal objetiva relevante o una justa causa que justificara la terminación de 
la relación laboral; y, finalmente, (v) no existió autorización del inspector de trabajo para dar por 
terminado el contrato, por lo que tal despido se torna ineficaz. (Sentencia T-102 de 2016) 
 
Segundo expediente. 
 
Se cumplen los criterios determinados por la Corporación para proceder al amparo de los derechos 
fundamentales de la contratista: (i) existió una relación de prestación entre las partes; (ii) la accionante 
se encontraba en estado de embarazo y dicha situación fue informada a la accionada en el mes de mayo, 
inmediatamente después de practicarse una prueba casera, y (iii) a los pocos días la relación que había 
sido continua durante un (1) año y nueve (9) meses aproximadamente, se terminó por decisión de la 
contratante sin que se demostrara una causa justificativa como, por ejemplo, el agotamiento del servicio 
contratado, y sin que mediara autorización del inspector del trabajo. (Sentencia T-102 de 2016) 
 
Tercer expediente. 
 
La Honorable Corte Constitucional identificó como robados los siguientes criterios determinados por la 
Corporación para proceder al amparo de los derechos fundamentales de la trabajadora: (i) existió una 
relación laboral entre las partes, consistente en un contrato realidad que se entiende a término fijo; (ii) se 
dio por finalizada la relación laboral durante el período de gestación de Gina Erika Alegría 
Mosquera; (iii) el empleador conocía del estado de embarazo de la agenciada, pues a la fecha de 
terminación del contrato ella contaba aproximadamente con seis (6) meses de embarazo; y, 
finalmente, (iv) el empleador no demostró que la necesidad del servicio hubiera desaparecido. (Sentencia 
T-102 de 2016)  
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada por la Corte Constitucional es la siguiente: 
Primero.- En el expediente T-5208798, REVOCAR la sentencia del doce (12) de mayo de dos mil quince 
(2015) proferida por el Juzgado Noveno Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Cali, 
que negó la acción de tutela instaurada por Leidy Viviana Pacheco Rojas contra la Federación Sindical 
Regional de Trabajadores Libres del Valle del Cauca, FESRTRALVA C.T.C.; y la sentencia del 
veinticinco (25) de junio del mismo año, emanada del Juzgado Sexto Penal del Circuito con Funciones 
de Conocimiento de la misma ciudad, que confirmó la anterior. En su lugar, TUTELAR los derechos 
fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, al mínimo vital y a la no discriminación de Leidy 
Viviana Pacheco Rojas. 
  
Segundo. - DECLARAR la existencia de un contrato realidad entre Leidy Viviana Pacheco Rojas y la 
Federación Sindical Regional de Trabajadores Libres del Valle del Cauca, FESRTRALVA C.T.C., en 
los términos señalados en la parte motiva de esta sentencia. 
  
Tercero.- DECLARAR la ineficacia del despido de Leidy Viviana Pacheco Rojas y, como consecuencia, 
ORDENAR a FESRTRALVA que dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 
del día siguiente a la notificación de la sentencia, le reconozca y pague a la señora Pacheco Rojas (i) los 
salarios y las prestaciones dejadas de percibir desde el momento del despido y hasta la fecha del 
parto; (ii) la licencia de maternidad; (iii) la indemnización de que trata el numeral 3º del artículo 239 del 
Código Sustantivo del Trabajo, y(iv) la indemnización derivada de la terminación unilateral del contrato 
de trabajo sin justa causa, consagrada en el artículo 64 del mismo estatuto. 
  
Cuarto. - PREVENIR a FESRTRALVA para que en lo sucesivo y atendiendo a las consideraciones 
consignadas en esta providencia, se abstenga de vulnerar los derechos de las trabajadoras gestantes y 
lactantes derivados del fuero de maternidad. 
  
Quinto.- En el expediente T-5214595, REVOCAR la sentencia del veintiocho (28) de julio de dos mil 
quince (2015) proferida por el Juzgado Diecisiete Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías 
de Medellín, que negó por improcedente la acción de tutela instaurada por Vanessa Guzmán Rivillas 
contra Justine Agudelo García; y la sentencia del ocho (8) de septiembre del mismo año, emanada del 
Juzgado Cuarto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de la misma ciudad, que confirmó la 
anterior. En su lugar, TUTELAR los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, al 
mínimo vital y a la no discriminación de Vanessa Guzmán Rivillas. 
  
Sexto.- ORDENAR a Justine Agudelo García que dentro del término de los quince (15) días contados a 
partir del día siguiente a la notificación de la sentencia, le reconozca y pague a la señora Vanessa Guzmán 
Rivillas (i) las prestaciones en materia de seguridad social en salud, hasta el momento en que adquirió el 
derecho al reclamo de la prestación económica de la licencia de maternidad, y (ii) la indemnización 
equivalente a la remuneración de sesenta días (60) días de que trata el numeral 3º del artículo 239 del 
Código Sustantivo del Trabajo. Asimismo, (iii) le pague el servicio adeudado correspondiente al mes de 
mayo de dos mil quince (2015) por valor de ochocientos cuarenta y siete mil pesos ($847.000), en el 
evento de que no se hubiera cancelado. 
 
Séptimo. - PREVENIR a Justine Agudelo García para que en lo sucesivo y atendiendo a las 
consideraciones consignadas en esta providencia, se abstenga de vulnerar los derechos de las mujeres 
gestantes y lactantes derivados del fuero de maternidad. 
  
Octavo. - En el expediente T-5216426, REVOCAR la sentencia del siete (7) de mayo de dos mil quince 
(2015) proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Guadalajara de Buga, Valle, que negó la 
acción de tutela instaurada por Gina Erika Alegría Mosquera contra la Alcaldía Municipal de Guadalajara 
de Buga; y la sentencia del primero (1) de julio del mismo año, emanada del Juzgado Primero Penal del 
Circuito con Funciones de Conocimiento de la misma ciudad, que confirmó la anterior. En su 
lugar, TUTELAR los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, al mínimo vital y a la no 
discriminación de Gina Erika Alegría Mosquera. 
  
Noveno. - DECLARAR la existencia de un contrato realidad entre Gina Erika Alegría Mosquera y la 
Alcaldía Municipal de Guadalajara de Buga, Valle, en los términos señalados en la parte motiva de esta 
sentencia. 
  
Décimo. - DECLARAR la ineficacia del despido de Gina Erika Alegría Mosquera y ORDENAR a la 
Alcaldía Municipal de Guadalajara de Buga que dentro del término de los quince (15) días contados a 
partir del día siguiente a la notificación de la sentencia, (i) le renueve el contrato a Gina Erika Alegría 
Mosquera o celebre uno similar al que venía ejecutando, y (ii) le reconozca y pague la licencia de 
maternidad (como medida sustituta del pago de las cotizaciones). 
  
Décimo primero. - PREVENIR a la Alcaldía Municipal de Guadalajara de Buga para que en lo sucesivo 
y atendiendo a las consideraciones consignadas en esta providencia, se abstenga de vulnerar los derechos 
de las trabajadoras gestantes y lactantes derivados del fuero de maternidad. 
  
Décimo segundo. - LÍBRESE por Secretaría General la comunicación prevista en el artículo 36 del 
Decreto 2591 de 1991. (Sentencia T-102 de 2016)  
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia SU-070 de 2013. Corte Constitucional. De acuerdo con los criterios de unificación 
jurisprudencial de la Corte Constitucional, la protección que deriva del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada a favor de las mujeres trabajadores en estado de embarazo, se extiende también a las mujeres 
vinculadas por modalidades distintas a la relación de trabajo que, en el caso que ocupa al juez de tutela, 
incluye el contrato de prestación de servicios, caso en el cual se debe dar aplicación a las garantías que 
se establecen en las reglas propuestas para los contratos a término fijo, en razón a que dentro de las 
características del contrato de prestación de servicios se encuentra la de ser un contrato temporal, cuya 
duración es por un tiempo limitado, atendiendo a los artículos 43 y 53 de la Constitución Política, alusivos 
al principio de estabilidad laboral en relación con la protección de la mujer y la maternidad, 
respectivamente. (Sentencia T-102 de 2016) 
 
La misma Corporación ha señalado que en los eventos en los cuales no procede el reintegro o la 
renovación, resulta viable la modalidad de protección consistente en reconocer las cotizaciones 
correspondientes a la seguridad social después de la cesación de la relación laboral o del contrato y hasta 
el momento en que la mujer acceda a la prestación económica de la licencia de maternidad. (Sentencia 
T-102 de 2016) 
 
El empleador o contratante no podrá desvincular unilateralmente a ninguna trabajadora o contratista que 
se encuentre en estado de embarazo o periodo de lactancia, “ni siquiera bajo el supuesto de una justa 
causa de terminación, sin previa autorización por parte del Inspector del Trabajo para tal fin, pues como 
lo dijo la Corte, la protección a la mujer en estado de embarazo protege su gestación y su periodo de 
lactancia sin importar la relación laboral que se tenga o la modalidad del contrato que se suscriba”. Como 
lo ha expresado reiteradamente esta Corte, la protección especial a la mujer trabajadora gestante o lactante 
no es un simple agregado dentro del texto constitucional. Esta protección se fundamenta, de acuerdo con 
el desarrollo jurisprudencial de la Corporación, en cuatro premisas: en primer lugar, el mandato contenido 
en el artículo 43 de la Constitución Política en relación con la “especial asistencia y protección del 
Estado” a la mujer en estado de embarazo y después del parto. Es así como “este enunciado constitucional 
implica a su vez dos obligaciones: la especial protección estatal de la mujer embarazada y lactante, sin 
distinción, y un deber prestacional también a cargo del Estado: otorgar un subsidio cuando esté 
desempleada o desamparada” (Sentencia T-102 de 2016) 
 
En segundo lugar, la protección de la mujer embarazada o lactante contra la discriminación en el ámbito 
del trabajo, garantía habitualmente conocida como fuero de maternidad, que tiene como fin impedir el 
despido o la terminación del contrato causados por el embarazo o la lactancia. Tal y como lo ha sostenido 
esta Corte “una de las manifestaciones más claras de discriminación sexual ha sido, y sigue siendo, el 
despido injustificado de las mujeres que se encuentran en estado de gravidez, debido a los eventuales 
sobre costos o incomodidades que tal fenómeno puede implicar para las empresas”. Esta noción tiene su 
fundamento en los artículos 13, 25 y 53 Constitucionales, y es irradiada por la cláusula del Estado social 
de derecho (art. 1 C.P.); así la estabilidad laboral tiene la finalidad de “garantizar los derechos inalienables 
de las personas, en especial la defensa a la mujer en embarazo…” (Sentencia T-102 de 2016) 
En tercer lugar, esta protección se asienta en la concepción de la vida como valor fundante dentro del 
ordenamiento constitucional (Preámbulo y artículo 11) y la prevalencia de los derechos de los niños y las 
niñas establecida en el artículo 44 Superior, “por ello la mujer en estado de embarazo es también 
protegida en forma preferencial por el ordenamiento como gestadora de la vida que es”. Para la Corte, 
“la protección a la mujer trabajadora gestante tiene como fundamento […] la presunción de que la vida 
que se está gestando es protegida, cuando la madre goza efectivamente de sus derechos fundamentales, 
especialmente de su derecho al trabajo, del cual se deriva el sustento económico que le va proveer lo 
necesario para cuidar de su hijo por nacer”. Así mismo, “de esa manera se pretende que la mujer pueda 
brindar la necesaria atención a sus hijos, sin que por ello sea objeto de discriminaciones en otros campos 
de la vida social, como el trabajo, buscando entre otros, “garantizar el buen cuidado y la alimentación de 
los recién nacidos” (Sentencia T-102 de 2016) 
Finalmente, se considera que esta protección tiene fundamento en la relevancia de la familia dentro del 
orden constitucional colombiano, como institución básica de la sociedad, en atención a lo cual recibe 
una salvaguardia integral de parte de la sociedad y del Estado contenida en los artículos 5 y 42 de la 
Constitución Política. (Sentencia T-102 de 2016) 
Sentencia T-589 DE 2006. “[…] el juez constitucional debe indagar y establecer si efectivamente, el 
empleador estaba en condiciones de [conocer el estado de embarazo de sus trabajadoras” Así 
mismo, que “se puede concluir que el empleador tenía conocimiento del embarazo, cuando las 
circunstancias que rodearon el despido y las conductas asumidas por el empleador permiten deducirlo” 
(Sentencia T-102 de 2016) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
No aplica. 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
En el presente fallo de revisión de tutela, la Corte Constitucional analiza la protección ocupacional 
reforzada en madres en estado de embarazo y lactancia, en virtud de la existencia de un contrato de 
prestación de servicios, y en consideración al conocimiento o no por parte del empleador en el estado de 
la trabajadora. 
 
Por lo tanto, la Corte Constitucional entiende que el efecto de esta protección reforzada deberá extenderse 
por analogía y teniendo en cuenta los factores mencionados antes, a los contratos de prestación de 
servicios, a fin de garantizar los derechos fundamentales al mínimo vital de la trabajadora y del hijo 
recién nacido. 
 
En este sentido, recordó lo establecido en la sentencia SU-070 de 2013, la cual se erige como la decisión 
base para resolver los conflictos conocidos en esta ocasión por la Corte Constitucional. Entonces, analizó 
las dos situaciones que se pueden presentar en vigencia de un contrato a término fijo, cuando el empleador 
conoce del estado de embarazo de la trabajadora, y dependiendo de la presencia de uno u otro, se tomarán 
las medidas de protección acordes.  
 
Estas dos situaciones son: i) si hay desvinculación antes del vencimiento del contrato sin autorización del 
ministerio de trabajo se debe proceder al reintegro y el pago de emolumentos dejados de percibir de la 
trabajadora y; ii) si hay desvinculación al vencimiento del plazo donde se alega justa causa, el empleador 
debe acudir antes ante el ministerio de trabajo para que estudie la existencia o no de las causas que dieron 
al contrato de trabajo y si se determina la existencia de las causas el contrato deberá extenderse por el 
periodo de embarazo y lactancia. Si se determina la no existencia de causas de origen del contrato se 
podrá terminar el mismo, pagando las cotizaciones que aseguren la licencia de maternidad. Si el 
empleador no acude al ministerio de trabajo, la renovación del contrato procede solo si demuestra la 
existencia de causas que dieron origen al mismo. 
 
Nuevamente la Corte Constitucional realiza un análisis sobre la existencia de un contrato realidad entre 
las partes, poniendo en tela de juicio el proceder de la Corte Constitucional, ya que esta protección 
reforzada se ha extendido a los contratos de prestación de servicios bajo el cumplimiento de requisitos y 
condiciones establecidos antes. 
 
En esta sentencia se aplican las reglas establecidas en la sentencia SU-070 de 2013 que ampara derechos 
fundamentales de las trabajadoras que estando en estado de embarazo fueron desvinculadas y 
desprotegidas. 
 
Sin embargo, esta protección se ha extendido aun cuando el empleador no tenía conocimiento del estado 
de gravidez de la trabajadora, y aunque en ocasiones solo se limite a garantizar el pago de la licencia de 
maternidad a la trabajadora en el evento en que no se ordene el reintegro o renovación del contrato de 
trabajo. 
 
Por tanto, esta sentencia continua con el legado de la SU-070 de 2013, al aplicar las reglas contenidas en 
la última decisión. 
 
Cuadro 7. Sentencia T 222 de 2017 
 
Sentencia T-222/17 
Radicad
o 
T-5.894.660 M.P: Iván Humberto Escrucería Mayolo 
Caso 
Niyireth Vacca Ricardo contra Surtifruver La Palestina 
  
Problema jurídico  
Sujeto de especial 
Protección 
X 
Tutela 1ra o Única 
instancia 
 
Tutela 2da 
instancia 
 Revisión X 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
La Sentencia T-222 de 2017 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto de la 
siguiente forma: 
 
1. 1.1. La accionante manifestó que el 7 de marzo de 2016 celebró un contrato individual de trabajo, en 
forma verbal, con Surtifruver La Palestina. Allí se desempeñó como cajera, con un salario mensual de 
$1’000.000. 
1.2. Indicó que el 28 de junio de 2016 se practicó prueba de embarazo, la cual arrojó un resultado 
positivo, informando de ello a su empleador. 
  
1.3. Expuso que el 11 de agosto de 2016, solicitó dos días de permiso, correspondiente al 12 y 13, para 
acompañar a su madre que se hallaba enferma. El día 14 su progenitora falleció, por tanto, informó de 
esa situación al empleador y que haría uso de la licencia por luto consagrada en el artículo 57 del Código 
Sustantivo del Trabajo[2]. 
  
1.4. Afirmó que el 23 de agosto de 2016 cuando regresó a sus labores, la empresa accionada le informó 
que su contrato fue liquidado y terminada la relación laboral. Situación que no se le comunicó por escrito. 
  
1.5. Sostuvo, igualmente, que el empleador no la afilió al Sistema de Seguridad Social, lo que le impidió 
cotizar en pensión y salud.  
  
1.6. En ese orden de ideas, la accionante solicitó el amparo de los derechos fundamentales al trabajo, al 
mínimo vital, al debido proceso, a la estabilidad laboral reforzada y a la protección especial de los niños. 
En consecuencia, pidió que: (i) “se declare la ineficacia en la terminación del contrato de trabajo”, por 
encontrarse con fuero legal de maternidad; (ii) ordenar su reintegro al mismo cargo o a otro superior; 
(iii), se declare que entre ella y la empresa Surtifruver La Palestina existió un contrato de trabajo a 
término indefinido; y (v) se ordene pagar los salarios dejados de percibir desde el momento de la 
terminación del contrato.  (Sentencia T-222 de 2017) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
Si en el asunto sub júdice procede excepcionalmente la acción de tutela para solicitar la aplicación del 
principio de la estabilidad laboral por embarazo al comprometer los derechos al trabajo, al mínimo vital 
y el interés superior del menor. Si así lo encuentra, determinar si la empresa accionada incurrió en 
violación a las garantías superiores al dar por terminado el contrato de trabajo de la accionante 
encontrándose en estado de gravidez, para efectos de establecer el reintegro al cargo y pago de salaros y 
prestaciones sociales, bajo la modalidad contractual que se hubiere concretado. (Sentencia T-222 de 
2017) 
SUBREGLAS 
 
Los presupuestos esenciales para el fuero materno, la Corte ha determinado (i) la existencia de una 
relación laboral o de prestación y (ii) que la mujer se encontrara en embarazo o dentro de los tres (3) 
meses siguientes al parto en vigencia de la citada relación laboral o de prestación. (Sentencia T-222 de 
2017) 
Requisitos que han sido objeto de variaciones, especialmente en lo que tiene que ver con el deber de 
notificar al empleador del estado de gestación. Inicialmente la garantía a la estabilidad laboral se supeditó 
al conocimiento que tuviera el empleador. (Sentencia T-222 de 2017) 
Al respecto, lo primero que debe precisar la Corte, siguiendo la jurisprudencia constitucional y los 
apartados precedentes de esta sentencia, es que el conocimiento del embarazo de la trabajadora no es 
requisito para establecer si existe o no protección, sino para determinar el grado de la protección. 
(Sentencia T-222 de 2017) 
Así, el conocimiento del embarazo por parte del empleador da lugar a una protección integral y completa, 
pues se asume que el despido se basó en el embarazo y por ende en un factor de discriminación en razón 
del sexo. Por otra parte, la falta de conocimiento, dará lugar a una protección más débil, basada en el 
principio de solidaridad y en la garantía de estabilidad en el trabajo durante el embarazo y la lactancia, 
como un medio para asegurar un salario o un ingreso económico a la madre y como garantía de los 
derechos del recién nacido. (Sentencia T-222 de 2017) 
El conocimiento del empleador del embarazo de la trabajadora, no exige mayores formalidades. Este 
puede darse por medio de la notificación directa, método que resulta más fácil de probar, pero también, 
porque se configure un hecho notorio o por la noticia de un tercero (Sentencia T-222 de 2017) 
Cuando el empleador conoce en desarrollo de esta alternativa laboral, el estado de gestación de la 
empleada y la despide sin la previa calificación de la justa causa por parte del inspector del trabajo: En 
este caso se debe aplicar la protección derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el 
consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. (Sentencia T-222 de 
2017) 
Cuando el empleador NO conoce en desarrollo de esta alternativa laboral, el estado de gestación de la 
empleada: en este evento surgen a la vez dos situaciones: 
  
1.2.1 Cuando el empleador adujo justa causa (y NO conoce el estado de gestación de la empleada): En 
este caso sólo se debe ordenar el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y 
la discusión sobre la configuración de la justa causa (si se presenta) se debe ventilar ante el juez ordinario 
laboral. El fundamento de esta protección es el principio de solidaridad y la consecuente protección 
objetiva constitucional de las mujeres embarazadas. 
  
1.2.2 Cuando el empleador NO adujo justa causa (y NO conoce el estado de gestación de la empleada): 
En este caso la protección consistiría mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo 
de gestación; y el reintegro sólo sería procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral no 
desaparecen, lo cual se puede hacer en sede de tutela. Bajo esta hipótesis, se ordenará el pago de los 
salarios y prestaciones dejados de percibir, los cuales serán compensados con las indemnizaciones 
recibidas por concepto de despido sin justa causa”. (Sentencia T-222 de 2017) 
RATIO DECIDENDI 
 
La Corte en la sentencia SU-070 de 2013, estableció los alcances de la protección de acuerdo con la 
modalidad del contrato y la conciencia que tuviera el empleador sobre el estado de gravidez. En el caso 
concreto, aplica la hipótesis relacionada con el contrato a término indefinido y el conocimiento positivo 
del embarazo por parte del contratante. Efectivamente así se desprende de haberse formalizado un 
contrato verbal sin término entre accionante y accionada y que ésta no lo refutó, como tampoco lo hizo 
respecto a la posible justa causa para el despido. (Sentencia T-222 de 2017) 
  
7.2.7. Así las cosas, como a la empleada se le terminó el contrato de trabajo a término indefinido sin justa 
causa, sin el permiso de la autoridad laboral respectiva y el empleador tenía conocimiento del embarazo, 
se aplicará la protección derivada del fuero de maternidad, consistente “en la ineficacia del despido y el 
consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección 
establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la 
discriminación” (Sentencia T-222 de 2017) 
  
Debe advertirse que se ordenará el reintegro, toda vez que no se evidenció que la causa del contrato haya 
desaparecido, por el contrario, se infiere que se mantienen. Inferencia que se soporta en (i) la modalidad 
del contrato, es decir, término indefinido; (ii) la función que de cajera ejercía la accionante guarda 
relación con la actividad comercial de la empresa y permite inferir que no se trataba de un cargo 
transitorio; (iii) que el contrato se haya terminado sin una causa justa; y (iv) que la accionada no haya 
realizado manifestación alguna al respecto. (Sentencia T-222 de 2017) 
  
7.2.8. De otro lado, se autorizará al empleador para que realice las compensaciones a que haya lugar por 
concepto de la indemnización pagada a la accionante con posterioridad al despido sin justa causa. 
(Sentencia T-222 de 2017)  
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada por la Corte Constitucional es la siguiente: 
 
Primero. - REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá Permanente, el 13 de septiembre de 2016, que declaró improcedente la acción de 
tutela formulada por la señora Niyirith Vacca Ricardo. En su lugar, CONCEDER el amparo a los 
derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, a la seguridad social 
y al mínimo vital de la accionante y de su hijo recién nacido. 
  
Segundo.- ORDENAR a Surtifruver La Palestina, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, 
contadas a partir de la notificación del presente fallo, proceda a reintegrar a la señora Niyireth Vacca 
Ricardo, si ella está de acuerdo, al mismo cargo o superior al que venía desempeñando al momento del 
despido, además de adicionar la liquidación efectuada el 28 de diciembre de 2016, en tanto (ii) le cancele 
los salarios que aún se le adeudan por el período transcurrido entre el momento del acuerdo -28 diciembre 
de 2016- y el momento en que se haga efectivo el reintegro; (iii) los emolumentos por concepto de 
indemnización de que tratan los artículos 64 y 239 del C.S.T.; (iv) cancelar la suma que adeuda para 
completar la licencia de maternidad y (v) los aportes que actualmente se adeuden a la Seguridad Social 
en salud y pensiones, como a la ARP. Así mismo, se autoriza al empleador a que realice el cruce de 
cuentas de las sumas que le fueron entregadas a la accionante en el acuerdo de pago. 
  
Tercero. - Líbrense las comunicaciones previstas en el artículo 36 del Decreto Estatutario 2591 de 1991. 
(Sentencia T-222 de 2017) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia T-126 de 2012. la mujer embarazada “conforma una categoría social que, por su especial 
situación, resulta acreedora de una particular protección por parte del Estado” (Sentencia T-222 de 2017) 
Sentencia C-005 de 2017. “los múltiples fundamentos constitucionales que concurren a proveer 
justificación a la especial protección que la sociedad y le Estado deben prodigar a la mujer en período 
de gestación y de lactancia tiene una consecuencia jurídica importante: “el ordenamiento jurídico debe 
brindar una garantía especial y efectiva a los derechos de la mujer que va a ser madre, o que acaba de 
serlo. Se trata de un deber de protección que vincula a todas las autoridades públicas, debe abarcar todos 
los ámbitos de la vida social, y aunque adquiere una particular relevancia en el ámbito laboral (fuero de 
maternidad) comoquiera que, debido a la maternidad, la mujer ha sido y sigue siendo objeto de graves 
discriminaciones en las relaciones de trabajo, involucra también otros ámbitos como la preservación del 
valor de la vida, la protección de la familia, la asistencia y la seguridad social y el interés superior del 
menor”. (Sentencia T-222 de 2017) 
Sentencia T-120 de 2011. la estabilidad laboral tiene la finalidad de “garantizar los derechos inalienables 
de las personas, en especial la defensa a la mujer en embarazo” (Sentencia T-222 de 2017) 
Sentencia SU-070 de 2013. La Corte ha determinado (i) la existencia de una relación laboral o de 
prestación y (ii) que la mujer se encontrara en embarazo o dentro de los tres (3) meses siguientes al parto 
en vigencia de la citada relación laboral o de prestación. (Sentencia T-222 de 2017) 
Al respecto, lo primero que debe precisar la Corte, siguiendo la jurisprudencia constitucional y los 
apartados precedentes de esta sentencia, es que el conocimiento del embarazo de la trabajadora no es 
requisito para establecer si existe o no protección, sino para determinar el grado de la protección. 
(Sentencia T-222 de 2017) 
  
40.- Así, el conocimiento del embarazo por parte del empleador da lugar a una protección integral y 
completa, pues se asume que el despido se basó en el embarazo y por ende en un factor de discriminación 
en razón del sexo. Por otra parte, la falta de conocimiento, dará lugar a una protección más débil, basada 
en el principio de solidaridad y en la garantía de estabilidad en el trabajo durante el embarazo y la 
lactancia, como un medio para asegurar un salario o un ingreso económico a la madre y como garantía 
de los derechos del recién nacido. (Sentencia T-222 de 2017) 
 
En esta sentencia se estableció los alcances de la protección de acuerdo con la modalidad del contrato y 
la conciencia que tuviera el empleador sobre el estado de gravidez. En el caso concreto, aplica la hipótesis 
relacionada con el contrato a término indefinido y el conocimiento positivo del embarazo por parte del 
contratante. Efectivamente así se desprende de haberse formalizado un contrato verbal sin término entre 
accionante y accionada y que ésta no lo refutó, como tampoco lo hizo respecto a la posible justa causa 
para el despido. (Sentencia T-222 de 2017) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Magistrada. GLORIA STELLA ORTÍZ DELGADO 
 
Se configura la carencia actual de objeto por hecho superado, pues la vulneración de los derechos 
fundamentales de la accionante ha cesado, toda vez que su empleador accedió voluntariamente a 
suscribir un acuerdo de pago en el que se obliga a pagar la licencia de maternidad, los salarios dejados 
de percibir y el pago de los aportes a los Sistemas de Riesgos Laborales y de Seguridad Social. Así pues, 
es evidente que las pretensiones incoadas por la accionante quedaron satisfechas con la suscripción del 
acuerdo de pago con su empleador. (Sentencia T-222 de 2017) 
  
Improcedencia de la acción de tutela para discutir actos de conciliación en asuntos laborales. (Sentencia 
T-222 de 2017) 
  
Por otra parte, estimo que el debate jurídico que genera la ponencia, respecto de las incongruencias que 
presuntamente presenta el acta de conciliación, desborda el alcance de la acción de tutela y no cumple el 
requisito de subsidiariedad. En efecto, este un asunto que debe ser debatido ante la jurisdicción ordinaria 
laboral, pues trata asuntos que se relacionan con la relación laboral entre Niyireth Vacca Ricardo y 
Surtifruver La Palestina, la cuantía de la indemnización y la falta de afiliación al Sistema de Seguridad 
Social. En este sentido, escapa del resorte constitucional el contenido del acuerdo conciliatorio firmado 
entre Niyireth Vacca Ricardo y Surtifruver La Palestina, ya que no involucra temas constitucionales o 
de derechos fundamentales. En todo caso, es necesario resaltar que la tutela no tiene la vocación de 
modificar lo pactado por las partes a través de este documento, pues el mismo hace tránsito a cosa 
juzgada y su validez puede ser objeto de control por el juez ordinario laboral. En síntesis, el acta de 
conciliación suscrita entre Niyireth Vacca Ricardo y Surtifruver La Palestina, no puede ser objeto de 
control mediante la acción de tutela, pues ello es del resorte de la jurisdicción ordinaria laboral. Entonces, 
ante cualquier incongruencia o ilegalidad que tuviera el acuerdo conciliatorio, deberá ser el juez laboral 
quien decida el mismo. (Sentencia T-222 de 2017) 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
En esta sentencia que se evidencia como controversial dada que inicialmente el a quo y el ad quem 
declararon la carencia actual de objeto por el hecho superado, toda vez que la entidad accionada realizó 
un acuerdo de pago con la trabajadora en que se le pagaba entre otras cosas la licencia de maternidad. 
Por este motivo se avizoró por parte de los juzgadores el hecho superado. 
 
Sin embargo, la Honorable Corte Constitucional, realiza un examen sobre la existencia o no del hecho 
superado, y sobre si seguían existiendo derechos vulnerados de la trabajadora que merecen el amparo 
constitucional de la estabilidad ocupacional reforzada. 
 
En efecto, la Corte estableció que, a pesar de existir un acuerdo de pago, se evidenciaba la vulneración 
de otros derechos de la trabajadora en razón de la estabilidad ocupacional reforzada como son: el 
reintegro, toda vez que las causas que dieron origen al contrato persistían; y la cancelación de salarios, 
prestaciones e indemnizaciones dejadas de percibir la trabajadora. 
 
La controversia en esta sentencia radica, en que el acuerdo de pago amparó los derechos fundamentales 
de la trabajadora, toda vez que el mismo ha subsanado los requerimientos esenciales como la licencia de 
maternidad, salarios y prestaciones, y en este sentido las pretensiones de la demanda quedaron cumplidas. 
 
Otro de los aspectos controvertidos en el salvamento de voto, radica en que la sentencia de la Corte 
Constitucional obvió el pacto conciliatorio suscrito entre las partes y lo modificó, alterando la voluntad 
de las partes, y desconociendo dicho acuerdo, cuestión que no era del resorte de la Corte Constitucional. 
 
Empero, a título personal considero que la Corte Constitucional ha decidido realizar un análisis profundo 
sobre la estabilidad ocupacional reforzada por fuero de maternidad, y ha amparado los derechos 
fundamentales que no han sido tenidos en cuenta en el acuerdo conciliatorio como expresión de las 
facultades ultra y extra petita propios de los jueces en materia laboral, y a su vez como protector de los 
derechos fundamentales de las personas. 
 
Si bien existe un acuerdo conciliatorio entre las partes, la accionante se encuentra en una clara desventaja 
frente a su empleador, quien ante las necesidades de la primera; logró la suscripción de dicho acuerdo sin 
tener en cuenta el reintegro de la trabajadora. 
 
Por tanto, la Corte considera que si bien dicho acuerdo ampara de forma parcial los derechos de la 
trabajadora, esto no es excusa para que se menoscaben los demás derechos de la trabajadora. 
 
 
Cuadro 8. Sentencia T 583 de 2017 
 
 
Sentencia T-583/17 
Radicad
o 
T-6.113.376 M.P: Gloria Stella Ortiz Delgado 
Caso 
Yorledy Barrera Joven Contra Correservicios y Logística S.A.S. 
 
Problema jurídico  
Sujeto de especial 
Protección 
X 
Tutela 1ra o Única 
instancia 
 
Tutela 2da 
instancia 
 Revisión X 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
La Sentencia T-583 de 2017 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto de la 
siguiente forma: 
 
1. La accionante manifiesta que el 3 de octubre de 2016 suscribió un contrato de trabajo por obra o labor 
determinada con la empresa accionada, el cual debía finalizar el 31 de diciembre de 2016. En el marco 
de dicha relación laboral, la tutelante debía desempeñar el cargo de auxiliar logístico y recibiría en 
contraprestación una remuneración de un salario mínimo mensual 
  
2. Indica que prestó sus servicios, por conducto de Correservicios y Logística S.A.S., en las empresas 
INTER RAPIDISIMO S.A. y Cadena S.A. También, señala que, en desarrollo de sus funciones, 
desempeñó labores administrativas y logísticas relacionadas con la mensajería nacional e internacional. 
  
3. Sostiene la actora que en el transcurso de su vínculo laboral con la sociedad demandada se caracterizó 
por su honestidad y el cumplimiento de sus deberes a su cargo lo cual, en su criterio, se evidencia en la 
ausencia de llamados de atención o sanciones impuestas por el empleador. Así mismo, aportó un 
certificado laboral expedido por la accionada, en el cual se afirma que la trabajadora “dio muestras de 
apoyo y colaboración” durante el tiempo que duró la relación laboral 
  
4. Aduce que el 7 de octubre de 2016 se enteró de su estado de embarazo a través de una prueba adquirida 
en una farmacia, pues en dicha fecha le fue negada la atención médica presuntamente por mora de su 
empleador. Expresa que, al día siguiente, el 8 de octubre de 2016, le comunicó verbalmente su condición 
de gestante a sus jefes inmediatos en INTER RAPIDISIMO y al departamento de personal de 
Correservicios y Logística S.A.S. Añade que en esta última dependencia le solicitaron que su estado de 
embarazo “no afectara su desempeño” profesional. 
  
5. Expresa que, para el 12 de octubre de 2016, eran notorios varios síntomas de enfermedad y que esta 
situación era conocida por su jefe inmediato en Cadena S.A.  Igualmente, relata que el 13 de octubre de 
2016 no asistió a su puesto de trabajo por motivos de salud relacionados con su proceso de gestación. En 
dicha fecha, fue atendida en el Hospital Occidente de Kennedy y se determinó que tenía un embarazo de 
5.5 semanas, como consta en la copia de la historia clínica allegada por la parte actora. 
  
6. Pese a lo anterior, la accionante asevera que desempeñó sus labores con normalidad hasta el 22 de 
octubre de 2016, fecha en la cual se le informó de la finalización del contrato de trabajo celebrado con la 
empresa accionada mediante un mensaje de WhatsApp. Agrega que ese mismo día sostuvo una 
conversación con el Jefe de Personal de Correservicios y Logística S.A.S., en la cual manifestó que estaba 
embarazada y que la empresa conocía dicha situación. De acuerdo con la tutelante, el representante del 
empleador le manifestó que llevaba muy poco tiempo vinculada con la compañía y que, seguramente, 
ella ya se encontraba en estado de gestación al inicio del contrato. 
  
7. El 25 de octubre de 2016, a la actora se le entregó la carta de terminación del referido vínculo laboral. 
En dicho documento, se estableció que la causa por la cual concluía el contrato de trabajo era 
la “finalización de obra por el (sic) cual fue contratada” 
  
8. Posteriormente, el 2 de noviembre de 2016 la señora Barrera Joven recibió la carta de liquidación del 
contrato de trabajo, en la cual se indicaba que la causal de retiro de la accionante era “unilateral por parte 
del empleado”. 
  
9. Por último, la tutelante manifestó que la decisión de Correservicios y Logística S.A.S. le ocasionaba 
un perjuicio irremediable toda vez que, al momento de interponer la acción era una mujer soltera y su 
padre enfermo de cáncer y su hermana menor de edad dependían económicamente de ella. Para demostrar 
dichas circunstancias, presentó una declaración extraprocesal juramentada ante notario y allegó copia de 
la historia clínica de su progenitor. 
 
10. Con fundamento en los hechos anteriormente narrados, la accionante pidió que se ordene a la 
accionada el reintegro al cargo que desempeñaba, por ser ineficaz el despido que efectuó la empresa 
demandada. También, solicitó el pago de los salarios dejados de percibir y de la indemnización prevista 
en el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. (Sentencia T-583 de 2017) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Se vulneran los derechos fundamentales de una mujer en estado de gestación a la igualdad y no 
discriminación, al trabajo, al debido proceso, al mínimo vital, a la seguridad social y a la estabilidad 
laboral reforzada cuando el empleador decide terminar unilateralmente la relación laboral con base en el 
presunto incumplimiento de sus deberes contractuales, a pesar de no contar con la autorización respectiva 
del Ministerio del Trabajo? (Sentencia T-583 de 2017) 
SUBREGLAS 
 
(i) La protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el ámbito del trabajo procede cuando se 
demuestre, sin ninguna otra exigencia adicional[84]: (Sentencia T-583 de 2017) 
 (a) la existencia de una relación laboral o de prestación y;  
 (b) que la mujer se encuentra en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto, en 
vigencia de dicha relación laboral o de prestación. (Sentencia T-583 de 2017) 
(ii) No obstante el alcance de la protección, se debe determinar a partir de dos factores: 
(a) el conocimiento del embarazo por parte del empleador y; 
(b) la alternativa laboral mediante la cual se encontraba vinculada la mujer embarazada[85]. 
(Sentencia T-583 de 2017) 
RATIO DECIDENDI 
 
Se fundamental la razón de la decisión en virtud de que la trabajadora fue desvinculada sin la autorización 
del Ministerio de Trabajo, ya que el empleador conocía del estado de embarazo de la primera. Por tanto, 
se presume la desvinculación de la trabajadora en razón a su estado de embarazo. (Sentencia T-583 de 
2017)  
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada por la Corte Constitucional es la siguiente: 
 
PRIMERO.- REVOCAR la sentencia de segunda instancia dictada el 13 de febrero de 2017 por 
el Juzgado Tercero Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Bogotá que, a su vez, revocó la 
decisión de primera instancia, proferida el 29 de diciembre de 2016 por el Juzgado Veinticinco Penal 
Municipal con Función de Conocimiento de Bogotá.  En su lugar, CONCEDER el amparo de los 
derechos fundamentales a la igualdad y no discriminación, al trabajo, al debido proceso, al mínimo vital, 
a la seguridad social y a la estabilidad laboral reforzada de la accionante Yorledy Barrera Joven, por las 
razones expuestas en este fallo. 
  
SEGUNDO. - ORDENAR a la empresa Correservicios y Logística S.A.S., que, dentro de las 48 horas 
posteriores a la notificación del presente fallo, proceda a reintegrar a la accionante Yorledy Barrera 
Joven a un cargo de iguales o mejores condiciones que aquel que desempeñaba hasta el momento de su 
desvinculación. 
  
TERCERO.- ORDENAR a la empresa Correservicios y Logística S.A.S., que en el término de ocho (8) 
días, contados a partir de la notificación de la presente decisión, pague a la accionante: (i) la totalidad de 
los salarios y prestaciones sociales derivadas del contrato de trabajo dejados de percibir desde la fecha 
del despido y hasta el momento en el cual se haga efectivo su reintegro, con la deducción que corresponda 
a los dineros que efectivamente se cancelaron a la accionante en cumplimiento de la sentencia de primera 
instancia; (ii) la indemnización por despido sin autorización de la oficina del trabajo prevista en el 
numeral tercero del artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo; y (iii) el monto correspondiente a las 
semanas en las cuales no gozó de licencia de maternidad, de conformidad con el numeral cuarto del 
artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. 
  
CUARTO. - Por Secretaría General de esta Corporación, líbrese la comunicación prevista en el artículo 
36 del Decreto 2591 de 1991. (Sentencia T-583 de 2017) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia SU-070 de 2013.  La protección de la mujer embarazada o lactante de la discriminación en el 
ámbito laboral, la cual ha sido destacada por esta Corporación en reiteradas oportunidades. El fin de la 
salvaguarda en este caso, es impedir la discriminación que, a raíz de su condición de gestante, pueda 
sufrir la mujer y que conlleve al despido, la terminación o la no renovación del contrato por causa o con 
ocasión del embarazo o la lactancia. De este modo, el fuero de maternidad, encuentra también su sustento 
en la cláusula general de igualdad de la Constitución que proscribe la discriminación por razones de sexo, 
así como en el ya mencionado artículo 43 Superior, que dispone la igualdad de derechos y oportunidades 
entre hombres y mujeres. (Sentencia T-583 de 2017) 
Adicionalmente, la prohibición de discriminación en el ámbito laboral de las mujeres en estado de 
embarazo ha sido ampliamente desarrollada por numerosos instrumentos internacionales, entre los cuales 
se destacan el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 26), la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (artículos 20 y 24), el Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales (artículos 2° y 6°), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer –Convención de Belém do Pará– (artículos 4° y 6°) y la 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer –CEDAW, por 
sus siglas en inglés– (artículo 11). Así mismo, los Convenios y Recomendaciones de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) son un referente especialmente relevante en materia de igualdad y no 
discriminación de las mujeres en el empleo. (Sentencia T-583 de 2017) 
(iii) La protección del derecho fundamental al mínimo vital y a la vida se erige también en un sustento 
normativo de la estabilidad laboral reforzada de la mujer en estado de embarazo, como ya lo ha reiterado 
este Tribunal[64]. Este derecho, como bien jurídico de máxima relevancia constitucional, implica no solo 
la protección de la mujer durante la etapa gestacional, sino también se extiende a la protección al ejercicio 
pleno de la maternidad. Además, la prohibición de despido por causa o con ocasión del embarazo se 
encamina a garantizar a la mujer embarazada o lactante un ingreso que permita el goce del derecho al 
mínimo vital y a la salud, de forma independiente. (Sentencia T-583 de 2017) 
(iv) Por último, la relevancia de la familia en el orden constitucional es una justificación adicional de la 
especial protección de la mujer gestante y lactante. (Sentencia T-583 de 2017) 
Sentencia C-005 de 2017. En consecuencia, los fundamentos constitucionales a los cuales se ha hecho 
alusión cimentan la especial protección que deben recibir las mujeres durante la gestación y la lactancia 
la cual, en el ámbito laboral, se materializa en el fuero de maternidad, entre otras garantías. No obstante, 
es preciso resaltar que los cuatro principios que sustentan la garantía del fuero de maternidad se 
encuentran relacionados de forma inescindible y se han estructurado históricamente a partir de la 
salvaguarda del derecho a la igualdad de las mujeres en el trabajo. (Sentencia T-583 de 2017) 
Sentencia C-470 de 1997. Por una parte, mediante la sentencia C-470 de 1997, la Corte Constitucional 
declaró la exequibilidad del artículo 239 del CST en el entendido de que carece de todo efecto el despido 
de una trabajadora durante el embarazo, o en los tres meses posteriores al parto, sin la correspondiente 
autorización previa del funcionario del trabajo competente, quien debe verificar si existe justa causa 
probada para el despido. (Sentencia T-583 de 2017) 
Sentencia C-470 de 1997. Como se evidencia a partir del anterior recuento normativo, la estabilidad 
laboral reforzada para las trabajadoras en estado de gestación es una respuesta a la discriminación 
histórica que han afrontado las mujeres en el ámbito laboral, quienes fueron y aún son despedidas por 
causa del embarazo. Así, en razón de la situación de desventaja histórica a la que ha sido sometida la 
mujer trabajadora −el despido en razón del embarazo−[77], el fuero de maternidad se encamina a 
potenciar su estabilidad en el trabajo y su posibilidad de permanecer en la fuerza laboral cuando ejerce 
su rol reproductivo. (Sentencia T-583 de 2017) 
Sentencia T-350 de 2016. i) La protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el ámbito del 
trabajo procede cuando se demuestre, sin ninguna otra exigencia adicional:  
 (a) la existencia de una relación laboral o de prestación y;  
 (b) que la mujer se encuentra en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto, en 
vigencia de dicha relación laboral o de prestación. (Sentencia T-583 de 2017) 
Sentencia T-102 de 2016. (ii) No obstante el alcance de la protección, se debe determinar a partir de dos 
factores: 
(a) el conocimiento del embarazo por parte del empleador y; 
  
(b) la alternativa laboral mediante la cual se encontraba vinculada la mujer embarazada (Sentencia 
T-583 de 2017) 
 
Sentencia T-400 de 2015. El precedente constitucional vigente indica que no es necesaria la 
comunicación escrita del embarazo al empleador para que la trabajadora tenga derecho a la protección 
constitucional derivada del derecho a la estabilidad laboral reforzada en razón de la 
gestación. Al respecto, lo primero que se debe precisar, es que el conocimiento del embarazo de la 
trabajadora por parte del empleador, no es requisito para establecer si existe fuero de maternidad sino 
para determinar el grado de protección que debe brindarse. (Sentencia T-583 de 2017) 
 
Sentencia T-138 de 2015. Sobre el particular, esta Corporación ha sostenido que, si el empleador tuvo 
noticia del embarazo con anterioridad a la desvinculación, ello origina una “protección integral y 
completa, pues se asume que el despido se basó en el embarazo y, por ende, en un factor de discriminación 
en razón del sexo”. En contraste, la ausencia de conocimiento da lugar a una “protección más débil, 
basada en el principio de solidaridad y en la garantía de estabilidad en el trabajo durante el embarazo y 
la lactancia, como un medio para asegurar un salario o un ingreso económico a la madre y como garantía 
de los derechos del recién nacido” (Sentencia T-583 de 2017) 
 
Sentencia T-092 de 2016. La jurisprudencia constitucional ha indicado que la estabilidad laboral 
reforzada de las mujeres gestantes y lactantes, aplica independientemente de la modalidad del vínculo 
laboral que exista entre las partes. Es decir, es irrelevante si se trata de un contrato de trabajo a término 
fijo, indefinido, por obra o labor determinada o a través de una cooperativa de trabajo asociado, pues el 
objetivo de la figura es proteger los derechos de la madre gestante, sin importar la alternativa laboral en 
la cual se desempeñe. (Sentencia T-583 de 2017) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
No aplica. 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
En el presente caso en concreto, la trabajadora se encontraba vinculada a través de contrato por obra o 
labor determinada. Durante la vigencia del contrato, la trabajadora quedó en estado de embarazo, 
situación que fue comunicada a la empleadora, quien decidió dar por terminado el vínculo laboral de 
forma unilateral. 
 
La corte reitera la importancia de la protección de la mujer en estado de embarazo y lactancia como una 
garantía constitucional que protege la institución de la familia, el derecho al mínimo vital y el derecho 
del recién nacido o de quien está por nacer. En el caso de las personas recién nacidas, recuerde que sus 
derechos son prevalentes sobre los derechos de los demás, y en este caso, sobre los derechos de los 
empleadores. 
 
La Corte identificada que desde el año 1938 existe una producción normativa que ampara a la mujer 
trabajadora en estado de embarazo, y de allí en adelante, se han venido gestando normas legales y 
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Expediente T-6.402.183 
 
jurisprudencia que confirma esta protección y la hace extensiva a diversas modalidades de vinculación 
laboral y de prestación de servicios. 
 
Cabe destacar, que esta producción histórica normativa y jurisprudencial pretende evitar la 
discriminación y dificultades de las mujeres trabajadoras en estado de embarazo, y que puedan ser 
tratadas con respeto, y a no ser desvinculadas en razón a su estado. 
 
De las reglas establecidas en la Sentencia SU-070 de 2013, las cuales se han implementado ampliamente 
a casos similares, y esta sentencia no es la excepción, pues si bien la Corte Constitucional realiza un 
recuento histórico de esta protección, también es cierto que su decisión se sustenta en la sentencia de 
unificación. 
 
Por tanto, las reglas jurisprudenciales nos indican que bien sea en un contrato de trabajo a término fijo o 
por obra o labor determinada y el empleador tenía conocimiento del estado de embarazo de la trabajadora, 
y la desvinculaba antes del vencimiento del mismo sin la autorización del ministerio de trabajo, uno de 
los efectos de este amparo es la ineficacia del despido, el reintegro del trabajo, y el pago de los 
emolumentos dejados de percibir. 
 
En conclusión, es necesario demostrar el conocimiento que tenía el empleador acerca del estado de la 
trabajadora, y la no existencia de calificación por parte del ministerio de trabajo, para que en sede de 
tutela puedan ser amparados los derechos de la trabajadora en estado de embarazo o lactancia. 
1.1.1 La señora Ana Hidalit Mondragón Cárdenas, refirió que el 17 de septiembre de 2016, se vinculó 
laboralmente a través de contrato verbal a término indefinido con la Cafetería Restaurante La Mona, para 
desarrollar “Oficios varios” 
  
1.1.2 Expresó la accionante, que el 12 de diciembre de 2016, tuvo conocimiento de su estado de 
embarazo, situación que informó de manera inmediata a su empleadora, la señora Uldrey Margarita 
Loaiza Vega, quien le manifestó que “en estado de gestación se convertiría en un problema para el 
restaurante” 
  
1.1.3 Indicó que, en el mes de febrero de 2017, fue despedida sin existir una causal objetiva para la 
terminación del contrato y sin mediar autorización del Ministerio del Trabajo. 
  
1.1.4 Señaló que, durante el término de la relación laboral, su empleadora no la afilió al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud y que se encuentra gravemente amenazado su mínimo vital y el de su 
familia, toda vez que su salario constituía su fuente de ingresos más importante. 
  
1.1.5 Finalmente, expuso que su situación económica es tan precaria, que su núcleo familiar, conformado 
por dos adolescentes y su cónyuge, cohabita en un único dormitorio arrendado por la señora Uldrey 
Margarita Loaiza Vega, su antigua empleadora.  
  
1.1.6 Por lo anterior, la señora Ana Hidalit Mondragón Cárdenas promovió acción de tutela contra la 
Cafetería Restaurante La Mona, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al trabajo, a 
la igualdad, a la seguridad social, a la vida digna, al mínimo vital y a la estabilidad laboral reforzada, y, 
en consecuencia, solicitó se ordene a la accionada: 
  
(i) Reintegrarla a un cargo de igual o de mayor jerarquía al que venía desempeñando al momento del 
despido. 
(ii) Realizar el pago de las sumas dejadas de percibir por concepto de salarios y prestaciones sociales. 
(iii) Prevenir a la Personería de Medellín o a la Defensoría del Pueblo, para que realicen el seguimiento 
y la vigilancia del efectivo cumplimiento del fallo de tutela que se llegare a proferir.  
 
Expediente T-6.421.433 
 
2.1.1 Manifestó la señora Jessica Magerly Santana Rodríguez que el día 1º de diciembre de 2016, se 
vinculó a través de contrato laboral a término indefinido con la sociedad HSEQ Multiservicios de la 
Sabana S.A.S., para desempeñar el cargo de asesora. 
  
2.1.2 Señaló que el gerente de la empresa accionada, conoció su estado de gestación desde el inicio de su 
relación laboral y que, a pesar de lo anterior, desde el 1º de marzo de 2017, la asociación se abstuvo de 
realizar las respectivas cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
  
2.1.3 Expresó que el 15 de abril de 2017 terminó su contrato laboral, toda vez que sin justificación 
aparente y sin previo aviso, la compañía cesó labores y cerró sus instalaciones. 
  
2.1.4 Igualmente, indicó que su remuneración constituía su única fuente de ingresos, por lo que la 
terminación del contrato amenaza gravemente su mínimo vital. 
  
2.1.5 Por último, refirió que no se solicitó permiso a la autoridad del trabajo para dar por terminado el 
vínculo laboral. 
  
2.1.6 Por lo anterior, la señora Jessica Magerly Santana Rodríguez promovió acción de tutela contra la 
empresa HSEQ Multiservicios de la Sabana S.A.S., en procura de obtener la protección de sus derechos 
fundamentales al mínimo vital y móvil, a la estabilidad laboral reforzada de la mujer en estado de 
gestación, al trabajo, a la vida, a la seguridad social y a la dignidad humana y, en consecuencia, solicitó 
que se ordene a la accionada: 
  
i) Realizar el pago de 18 semanas de descanso remunerado y la indemnización de 60 días de salario 
establecida en el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. 
ii) Cancelar la indemnización por despido sin justa causa contemplada en el artículo 64 del Código 
Sustantivo del Trabajo y la prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 
iii) Efectuar el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social integral, a partir del 1º de enero de 2017.  
 
Expediente T-6.425.691 
 
3.1.1 Expuso la señora Aida Yadira Forero Cuta, que el 10 de octubre de 2016 suscribió contrato de 
prestación de servicios con la Gobernación del Casanare.  
  
3.1.2 Señaló que el 22 de diciembre de 2016 notificó por escrito su estado de gestación a su jefe 
inmediato. 
  
3.1.3 Refirió que el 29 de diciembre de 2016, el contrato de prestación de servicios se liquidó por 
expiración del término y ejecución del objeto contractual.  
  
3.1.4 Manifestó que, desde la fecha arriba indicada, presentó múltiples requerimientos a la Secretaría de 
Agricultura Departamental del Casanare, con el propósito de que se le protegiera su derecho a la 
estabilidad laboral reforzada. 
 3.1.5 Precisó que la mayoría del personal contratista, efectivamente suscribió nuevo contrato de 
prestación de servicios con la Gobernación del Casanare. 
  
3.1.6 Por lo anterior, la señora Aida Yadira Forero Cuta promovió acción de tutela contra la Gobernación 
del Casanare, en procura de obtener la protección de sus derechos fundamentales a la salud, al mínimo 
vital y móvil, a la seguridad social, al trabajo, a la familia, a la protección del menor, a la vida digna y a 
la igualdad, presuntamente vulnerados por la accionada, y, en consecuencia, solicitó ordenar: 
  
i) Realizar el reintegro a un cargo equivalente al que venía desarrollando al momento de la liquidación 
del contrato. 
ii) Cancelar los salarios dejados de percibir y prestaciones sociales desde el 30 de diciembre de 2016 
hasta el día en que sea nuevamente vinculada. 
iii) Exhortar a la entidad territorial, que cumpla con lo señalado en el artículo 238 del C.S.T., en relación 
con la protección laboral reforzada después del parto. 
 
Expediente T-6.408.988 
 
4.1.1 La señora Olga Milena Corrales Briches, manifestó que el 14 de enero de 2013, inició labores en el 
programa radial “El Corrillo de Mao”, dirigido por el señor Mario Alfonso Escobar Izquierdo. 
  
4.1.2 Explicó que cumplía con horario de trabajo establecido de 7:30 a.m. a 8:30 a.m. y de 11:00 a.m. a 
2:00 p.m., y que ocasionalmente, cuando se presentaban encuentros deportivos de los equipos América 
de Cali y Deportivo Cali, debía trasladarse hasta los estadios para realizar la transmisión radial. 
 4.1.3 Señaló que, como remuneración, se le asignaron dos cuñas publicitarias de 30 segundos, por un 
valor promedio de $1.000.000 cada una. 
  
4.1.4 Expresó que el día 1° de febrero de 2016, le informó a su empleador Mario Alfonso Escobar 
Izquierdo que se encontraba en embarazo y solicitó una licencia por el término de 2 meses, por ser el 
mismo de alto riesgo. 
  
4.1.5 Refirió que el día 3 de octubre de 2016, el señor Mario Alfonso Escobar le pidió que no regresara 
al programa radial y le retiró los dos cupos publicitarios, los cuales constituían su mínimo vital. 
  
4.1.6 Finalmente, la señora Olga Milena Briches Corrales, promovió acción en contra del señor Mario 
Alfonso Escobar Izquierdo, en procura de obtener la protección de sus derechos fundamentales a la 
estabilidad laboral reforzada de la mujer en embarazo, al trabajo, a la dignidad humana, a la seguridad 
social, y al debido proceso, y, en consecuencia, solicitó se ordene al accionado: 
  
i) Reintegrarla al programa radial “El Corrillo de Mao” en iguales o mejores condiciones a las que se 
encontraba antes del despido. 
ii) Realizar su afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud y al Sistema Riesgos 
Profesionales. 
iii) Efectuar el pago de los salarios dejados de percibir hasta el momento que se produzca el reintegro. 
iv) Cancelarle la licencia de maternidad. (Sentencia T-030 de 2018) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
i) ¿Es procedente la acción de tutela para alcanzar la protección del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada de la mujer en estado de gravidez o en periodo de lactancia, con ocasión de la existencia de 
otros medios de defensa judicial ante la jurisdicción ordinaria laboral o la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo que permiten lograr la satisfacción de la misma pretensión? (Sentencia T-030 de 2018) 
  
ii) ¿Vulnera una persona jurídica o natural los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, 
al trabajo, al mínimo vital, a la vida digna y a la no discriminación de una mujer en embarazo o en 
período de lactancia, cuando alegando una causal objetiva, pone fin a una relación laboral o de prestación 
de servicios, sin autorización del Ministerio de Trabajo? (Sentencia T-030 de 2018) 
SUBREGLAS 
 
Expediente T-6.402.183 
 
Para efectos de determinar el tipo de protección, es necesario precisar a través de qué modalidad 
contractual se encontraba la peticionaria. Para el efecto, es preciso señalar que el artículo 6 del C.S.T., 
define el trabajo ocasional, accidental y transitorio, como el de corta duración y no mayor a un mes, que 
se refiere a labores distintas de las actividades normales del empleador. Así las cosas, este tipo de 
vinculación presenta dos características esenciales, en primer lugar, el trabajo escapa al giro ordinario de 
la respectiva actividad del empresario o de los fines de la organización; y en segundo lugar su duración 
máxima es de un mes. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Así, toda vez que las partes guardaron silencio frente al término de duración del contrato, que no se trata 
de un contrato de obra o labor determinada, ni de trabajo ocasional, accidental o transitorio, para el 
presente caso se tiene que la alternativa laboral es el contrato a término indefinido. (Sentencia T-030 de 
2018) 
 
En conclusión, a juicio de esta Sala, el Restaurante Cafetería La Mona vulneró los derechos 
fundamentales de Ana Hidalit Mondragón Cárdenas, al terminar de manera unilateral el contrato a 
término indefinido, mientras se encontraba en estado de gestación y no solicitar el permiso de la autoridad 
del trabajo. Como se evidenció, la señora Mondragón se encontraba amparada por el fuero de maternidad, 
situación desconocida por su empleadora y que da lugar a presumir que el despido se originó como acto 
discriminatorio. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Expediente T-6.421.433 
 
Para determinar el alcance de la protección a prodigar a la accionante, es menester resaltar que esta 
manifestó bajo la gravedad del juramento que se entiende prestado con la presentación de la demanda, 
que su tipo de contrato laboral obedecía al verbal por término indefinido y que su empleador conocía de 
su estado de gestación, así mismo, estas circunstancias no se encuentran en discusión, ya que la Sala dio 
aplicación de la presunción de veracidad de los  hechos relatados en la demanda de tutela. (Sentencia T-
030 de 2018) 
 
Expediente T-6.425.691 
 
Ante la existencia de un contrato de prestación de servicios, el juzgador debe analizar los presupuestos 
facticos, para determinar si a través de esta modalidad de contrato se oculta un contrato de trabajo. 
(Sentencia T-030 de 2018) 
 
La Corte Constitucional ha considerado que no encontrar probada una relación de trabajo, no impide 
otorgar una protección por vía de tutela a la madre gestante. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Expediente T-6.408.988 
 
Ante la existencia de un contrato de prestación de servicios, el juzgador debe analizar los presupuestos 
facticos, para determinar si a través de esta modalidad de contrato se oculta un contrato de trabajo. 
(Sentencia T-030 de 2018) 
 
El hecho que la remuneración no fuera pagada directamente por el empleador, no es suficiente razón para 
determinar la inexistencia de un contrato laboral, por el contrario, sí puede evidenciar el desconocimiento 
de las obligaciones derivadas del contrato de trabajo por parte del empleador, quien se valió de su 
posición dominante para obligar a su empleada a buscar patrocinadores y de esta manera obtener un 
salario, cuando en realidad era este quien debía efectuar el respectivo pago. (Sentencia T-030 de 2018) 
RATIO DECIDENDI 
 
Regla referente a los contratos a término indefinido, cuando el empleador conoce en desarrollo de la 
alternativa el estado de gestación de la empleada, y la despide sin la previa calificación de justa causa por 
parte del inspector del trabajo, es decir, declarar la ineficacia del despido y ordenar el consecuente 
reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir, de conformidad con lo preceptuado 
en el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
En el segundo caso en concreto, se toma como presunción de veracidad la existencia de un contrato de 
trabajo a término indefinido, y el conocimiento de la empresa accionada en el estado de gestación o de 
embarazo de la trabajadora. De igual forma, la terminación del contrato se produce de forma unilateral y 
sin el respectivo permiso o autorización del Ministerio de Trabajo. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Para el tercer caso en concreto, una entidad no puede alegar el cumplimiento del plazo contractual para 
la no renovación de un contrato de prestación de servicios de una mujer embarazada, cuando se aprecian 
los siguientes supuestos fácticos: 
i) Conoce el estado de gestación de la contratista, pues esta lo notificó con anterioridad. 
ii) El objeto contractual persiste. 
iii) No cuenta con el permiso del inspector de trabajo para dar por terminado el contrato por justa 
causa.  (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Para el cuarto caso en concreto, se ha evidenciado la existencia de un contrato realidad y de una actuación 
trasgresora de derecho a la estabilidad laboral reforzada de la accionante, se deberán aplicar las reglas 
propuestas para los contratos a término fijo, cuando el empleador conoce el estado de gestación, esto es, 
“la protección derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, junto 
con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección establecida legalmente en el 
artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la discriminación.” (Sentencia T-030 de 
2018) 
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada por la Corte Constitucional es la siguiente: 
 
PRIMERO.- REVOCAR en el expediente T-6.402.183, la sentencia proferida por el Juzgado Décimo 
Penal del Circuito de Medellín con Función de Conocimiento el 14 de junio de 2017, que confirmó el 
fallo proferido el 5 de mayo de 2017 por el Juzgado Trece Penal Municipal con Función de Control de 
Garantías de Medellín, por las razones expuestas en esta providencia, y en su lugar, CONCEDER el 
amparo de los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, a la 
seguridad social y al mínimo vital de la señora Ana Hidalit Mondragón Cárdenas y de su hijo. 
  
SEGUNDO.- DECLARAR la ineficacia del despido de la señora Ana Hidalit Mondragón Cárdenas, y en 
consecuencia, se ORDENA a la Cafetería Restaurante La Mona, que en el término de cuarenta y ocho 
(48) horas contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, (i) reintegre a la señora Ana Hidalit 
Mondragón Cárdenas a un cargo de igual o equivalentes condiciones al que venía desempeñando al 
momento de la terminación del contrato laboral, (ii) pagarle los salarios dejados de percibir entre la fecha 
de terminación de la relación laboral y la fecha de notificación de esta decisión, (iii) pagarle la 
indemnización prevista en el inciso 3º del artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, (iv) reconocerle 
las demás prestaciones sociales a que haya lugar de acuerdo a la legislación colombiana vigente y, (iv) 
vincularla al Sistema General de Seguridad Social. 
  
TERCERO.- REVOCAR en el expediente T-6.421.433, el fallo proferido por el Juzgado Laboral del 
Circuito de Zipaquirá el 27 de julio de 2017, que confirmó la sentencia del 16 de junio de 2017, proferida 
por el Juzgado Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento de Zipaquirá, por las razones 
expuestas en esta providencia, y en su lugar, CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales a la 
estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, a la seguridad social y al mínimo vital de la señora 
Jessica Magerly Santana Rodríguez y de su hijo. 
  
CUARTO.- DECLARAR la ineficacia del despido de la señora Jessica Magerly Santana Rodríguez, y en 
consecuencia, se ORDENA a HSEQ Multiservicios de la Sabana S.A.S., que en el término de cuarenta y 
ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, (i) reintegre a la señora Ana 
Hidalit Mondragón Cárdenas a un cargo de igual o equivalentes condiciones al que venía desempeñando 
al momento de la terminación del contrato laboral, (ii) pagarle los salarios dejados de percibir desde el 7 
de abril de 2017 a la fecha de notificación de esta decisión, (iii) pagarle la indemnización prevista en el 
inciso 3º del artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, (iv) reconocerle las demás prestaciones 
sociales a que haya lugar de acuerdo a la legislación colombiana vigente y, (iv) vincularla al Sistema 
General de Seguridad Social. 
  
En su defecto, de conformidad con lo señalado en el fundamento jurídico nº. 5.3.2.12, del acápite del 
caso concreto de la presente providencia, se ORDENA a HSEQ Multiservicios de la Sabana S.A.S., que 
en el término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, 
pague a la accionante (i) los salarios dejados de percibir desde el 7 de abril de 2017 a la fecha de 
notificación de la presente providencia, (ii) la indemnización prevista por el artículo 239, inciso 3º del 
Código Sustantivo del Trabajo, (iii) las demás prestaciones sociales a que haya lugar de acuerdo a la 
legislación colombiana vigente. Las anteriores obligaciones serán ingresadas dentro del proceso de 
reorganización o liquidación a los créditos de primer orden, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 157 del Código Sustantivo del Trabajo.    
  
QUINTO. - REVOCAR en el expediente T-6.425.691, la sentencia proferida por la Sala Única de 
Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Yopal el 25 de abril de 2017, que revocó el fallo 
proferido por el Juzgado Segundo de Familia de Yopal, Casanare el 3 de marzo de 2017, y en su 
lugar, CONCEDER el amparo de los derechos a la estabilidad laboral reforzada de la mujer embarazada, 
a la seguridad social y al mínimo vital de la señora Aida Yadira Forero Cuta.   
SEXTO.- ORDENAR a la Gobernación del Casanare que en el término de cuarenta y ocho (48) horas 
contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, i) renueve la relación contractual con la 
señora Aida Yadira Forero Cuta, ii) pague los gastos de las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social 
desde la fecha en la que no le fue renovado su contrato hasta la terminación de su período de lactancia, las 
cuales se deberán calcular con base en el IBL sobre el cual cotizaba la señora Aida Yadira Forero Cuta 
en el mes anterior a la terminación del vínculo contractual, y iii) pague los honorarios dejados de percibir 
desde la fecha en que el contrato de prestación de servicios no fue renovado, hasta la fecha de notificación 
de la presente providencia. 
  
SÉPTIMO.- REVOCAR en el expediente T-6.408.988, la sentencia proferida por el Juzgado Octavo 
Penal con Función de Conocimiento de Santiago de Cali el 12 de julio de 2017, que revocó la sentencia 
emitida por el Juzgado Veintiocho Penal Municipal con Función de Control de Garantía de la misma 
ciudad, el 22 de mayo de 2017, y en su lugar conceder el amparo de los derechos a la estabilidad laboral 
reforzada de la mujer embarazada, a la seguridad social y al mínimo vital de la señora Olga Milena 
Briches Corrales. 
  
OCTAVO.- ORDENAR a la sociedad Acertar Publicidad Ltda., y al señor Mario Alfonso Escobar 
Izquierdo, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la 
presente sentencia, (i) reintegre a la señora Olga Milena Briches Corrales a un cargo de igual o similares 
condiciones al que venía desempeñando al momento de la terminación del contrato laboral, (ii) pague los 
salarios dejados de percibir entre el 3 de octubre de 2016 y la fecha de notificación de esta decisión, (iii) 
pague la indemnización prevista en el inciso 3º del artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, (iv) 
reconozca las demás prestaciones sociales a que haya lugar de acuerdo a la legislación colombiana 
vigente y, (iv) vincularla al Sistema General de Seguridad Social. 
 
NOVENO. - PREVENIR a la Cafetería Restaurante La Mona, la empresa HSEQ Multiservicios de la 
Sabana S.A.S., la Gobernación del Casanare y a la sociedad Acertar Publicidad Ltda., para que en lo 
sucesivo y atendiendo a las consideraciones consignadas en esta providencia, se abstenga de vulnerar los 
derechos de las mujeres gestantes y lactantes derivados del fuero de maternidad. 
  
Por Secretaría líbrese la comunicación prevista en el artículo 36 del Decreto-Ley 2591 de 1991, 
notifíquese, comuníquese y cúmplase. (Sentencia T-030 de 2018) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
Sentencia SU-070 de 2013. “Cuando se solicitan permisos o incapacidades laborales con ocasión del 
embarazo: La Corte Constitucional ha entendido que, cuando la trabajadora, si bien no ha notificado 
expresamente su embarazo, ha solicitado permisos o incapacidades (…)” (Sentencia T-030 de 2018) 
Sentencia T-350 de 2016. una entidad no puede alegar el cumplimiento del plazo contractual para la no 
renovación de un contrato de prestación de servicios de una mujer embarazada, cuando se aprecian los 
siguientes supuestos fácticos: 
 i) Conoce el estado de gestación de la contratista, pues esta lo notificó con anterioridad. 
ii) El objeto contractual persiste. 
iii) No cuenta con el permiso del inspector de trabajo para dar por terminado el contrato por justa 
causa. (Sentencia T-030 de 2018)  
 
Sentencia SU-070 de 2013. “la protección derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el 
consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección 
establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la 
discriminación.” (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Sentencia T-346 de 2013. En este caso, la accionante consideró que el Departamento Administrativo de 
Seguridad DAS –en supresión-, vulneró sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo y a la 
estabilidad, como también el mínimo vital, la seguridad social y la salud, de ella y de su hijo, al no renovar 
el contrato de prestación de servicios, a pesar de encontrarse embarazada.  La Corte determinó que la 
entidad demandada tenía pleno conocimiento del estado de gravidez de la solicitante, no se solicitó 
permiso al inspector del trabajo para terminar la relación contractual, no había expirado el plazo 
inicialmente previsto para el contrato, así las cosas, revocó el fallo de primera instancia, tuteló los 
derechos fundamentales invocados y ordenó al DAS renovar el contrato de prestación de servicios con la 
accionante. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Sentencia T-715 de 2013. En uno de los casos revisados, la Corte encontró probado que entre la 
accionante y la Fundación YRAKA existió un contrato de prestación de servicios, que la peticionaria 
había informado su estado a la entidad, con posterioridad a la culminación del contrato, y que la 
peticionaria se presentó a un nuevo proceso de selección, pero reprobó la prueba de conocimientos. Así 
las cosas, se revocó la sentencia de instancia, se concedió el amparo de los derechos deprecados, e 
igualmente, se ordenó a la accionada “reintegrar” a la accionante, y efectuar el pago de los honorarios 
dejados de percibir. (Sentencia T-030 de 2018) 
 
Sentencia T-238 de 2015 y T-102 de 2016. En esta oportunidad, la Sala no encontró suficientes elementos 
para determinar la existencia de un contrato realidad, sin embargo, atendiendo el hecho que la contratante 
conocía del estado de gestación de su contratista, determinó que la terminación del vínculo contractual 
se dio como consecuencia de un acto discriminatorio. Adicionó que ya que la SU 070 de 2013 permite “la 
asimilación de estas alternativas a una relación laboral sin condiciones específicas de terminación”, era 
procedente ordenar se reconocieran las prestaciones en materia de seguridad social en salud, hasta el 
momento en que la mujer adquiera el derecho al reclamo de la prestación económica de la licencia de 
maternidad; y el reintegro de la mujer embarazada o la renovación de su contrato, a menos que se 
demuestre que el reintegro o la renovación no son posibles. Concretamente, no ordenó el reintegro porque 
la accionante no lo deseaba, sin embargo, estableció que la accionada debía cancelar a la solicitante: (i) 
las prestaciones en materia de seguridad social en salud, hasta el momento en que adquirió el derecho al 
reclamo de la prestación económica de la licencia de maternidad, y (ii) la indemnización equivalente a la 
remuneración de sesenta días (60) días de que trata el numeral 3º del artículo 239 del Código Sustantivo 
del Trabajo. (Sentencia T-030 de 2018) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Salvamento parcial de voto del Magistrado Carlos Bernal Pulido. La acción de tutela no es el escenario 
propicio para declarar la existencia de un contrato de trabajo cuando no se cuentan con los elementos 
probatorios necesarios. Por el contrario, es un asunto que le corresponde al juez laboral, quien luego de 
un exigente análisis y debate probatorio puede determinar si se está o no en presencia de una relación 
laboral. (Sentencia T-030 de 2018) 
La anterior conclusión no implica negar el amparo del fuero de maternidad de la tutelante, pues resulta 
claro, y en aplicación de los subregla fijadas en la sentencia SU-070 de 2013, que la protección especial 
a la maternidad procede incluso bajo la modalidad del contrato de prestación de servicios. (Sentencia T-
030 de 2018) 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
En el presente análisis de revisión, la Corte Constitucional no solo se ha limitado a identificar la existencia 
de una relación laboral o la existencia de un contrato de prestación de servicios, el conocimiento por parte 
del empleador del estado de gestación de la trabajadora, e identificar la terminación del contrato de forma 
unilateral por parte del empleador para determinar el amparo bajo la figura de la estabilidad ocupacional 
reforzada; sino que además ha realizado un examen acerca de la existencia o no de un contrato realidad, 
en los casos que a prima facie se evidencia o se alega la existencia de un contrato de prestación de 
servicios. 
 
El primer punto en cuestión, criticado en sentencias de tutela, es el análisis y examen que realiza la Corte 
Constitucional, en tratándose de la declaratoria de existencia de un contrato realidad, en el marco de una 
acción de tutela que busca amparar el derecho fundamental al trabajo, el mínimo vital y los derechos del 
que está próximo a nacer. 
 
Uno de las críticas, radica en las consecuencias de la declaratoria del contrato realidad en sede de tutela, 
por parte de la Corte Constitucional, precedentes que se convierten en criterios para la resolución de 
conflictos similares fácticamente hablando. La declaratoria de contrato realidad en sede de tutela conlleva 
consigo una serie de derechos inherentes a esta declaración, como son el pago de salarios, prestaciones 
sociales, indemnizaciones propias del contrato de trabajo y demos emolumentos derivados de su 
existencia. 
 
Por tanto, se ha criticado este aspecto de la Corte Constitucional, ya que se considera que el juez natural 
y competente para esta declaratoria es el Juez laboral del Circuito, en un proceso jurisdiccional en lo 
ordinario, quien ostenta esta especialidad en materia laboral y de la seguridad social. 
 
Por otro lado, se aplaude el amparo de la mujer trabajadora gestante y en lactancia, como quiera que no 
solamente se amparan los derechos fundamentales de la trabajadora, sino que además se protegen los 
derechos de quien se encuentra próximo a nacer. 
 
De avanzada es el argumento de la Corte Constitucional, que extiende esta protección tanto a personas 
vinculadas por medio de contrato de trabajo sea verbal o escrito y a profesionales vinculados a través de 
contrato de prestación de servicios, quienes ostentan unas calidades especiales en el desarrollo de sus 
funciones. 
 
Consideramos valido el argumento de la Honorable Corte al amparar estos derechos y conceder la 
estabilidad ocupacional a las trabajadoras quienes acrediten los presupuestos para dicho amparo. 
 
Cuadro 10. Sentencia SU – 075 de 2018 
 
Sentencia Tutela 
Radicad
o 
SU-075/2018 M.P: Gloria Stella Ortiz Delgado 
Caso Acumulación de Expedientes. 
Problema jurídico  
Sujeto de especial 
Protección 
 
Tutela 1ra o Única 
instancia 
 
Tutela 2da 
instancia 
 Revisión X 
 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
La Sentencia SU-075 de 2018 relaciona los siguientes hechos relevantes del caso en concreto de la 
siguiente forma: 
 
 
 
 
Expediente T-6.402.380 
 
1.  La accionante manifiesta que el día 9 de diciembre de 2016 suscribió un contrato de trabajo por obra 
o labor determinada con la empresa accionada cuya terminación, según afirma, estaba programada para 
finales de agosto de 2017.  En el marco de dicha relación laboral, en calidad de trabajadora en misión, 
debía desempeñar el cargo de residente de obra en la empresa usuaria Automotores San Jorge, con un 
ingreso equivalente a $2.500.000[4]. 
  
2. La tutelante indica que, en la mañana del 18 de enero de 2017, fue informada verbalmente por sus 
superiores en la empresa usuaria acerca de la decisión de culminar su contrato de trabajo, a lo cual no 
formuló objeción alguna, pues desconocía su estado de gravidez. No obstante, sostiene que, en ese 
momento, advirtió a sus supervisores que sospechaba que se encontraba en estado de gestación pero 
que no podía confirmar esta circunstancia hasta que fuera valorada por un profesional de la salud. Pese 
a lo anterior, relata que fue citada para presentarse en la empresa el 19 de enero de 2017, con el fin de 
que hiciera la “entrega formal” de su cargo al nuevo residente[5]. 
  
3. Afirma que durante la tarde del 18 de enero de 2017 asistió a una cita médica de control, en la cual 
confirmó su estado de embarazo[6]. Añade que, al día siguiente, comunicó verbalmente a su jefe 
inmediato en la empresa usuaria acerca de su condición de gestante. Sin embargo, expresa que aquel le 
informó que debía dirigirse ante T&S TEMSERVICE S.A.S. para resolver su situación laboral[7]. 
  
4. La actora relata que el 19 de enero de 2017 recibió una carta de terminación del vínculo con fecha 
del día anterior y que se negó a firmar dicha notificación debido a su desacuerdo con el despido[8], toda 
vez que había comunicado acerca de su estado de gravidez con anterioridad a ese momento. En su 
narración, la tutelante manifiesta lo siguiente: “le comuniqué al sr. Luis morales que sabía que estaba 
allí para recibir mi notificación por terminación de contrato y antes que me diera la carta (que aún no 
había redactado) le informe sobre mi estado y le entregue la certificación que me dieron en la eps (…) 
cuando me volvió a llamar el sr Luis a su oficina para informarme que pese al conocimiento de mi 
estado de embarazo que les había transmitido a la empresa cliente ellos ya había decidido terminar mi 
contrato desde el día anterior es decir el 18 de enero mismo día de notificación verbal; ante esta situación 
le informe al sr. Luis que no firmaría la carta que me estaba entregando hasta ahora y con fecha del día 
anterior porque no me encontraba de acuerdo, le manifesté que no me parecía que pese a que les informe 
(sic)de mi estado me despidieran (…)”[9]. 
  
5. Aduce que el representante del empleador le manifestó que, pese al conocimiento de su estado de 
embarazo, la empresa usuaria ya había decidido terminar su contrato desde el día anterior (es decir, 
desde el 18 de enero de 2017).  
6. Mediante una carta remitida a la sociedad demandada el 24 de enero de 2017, la tutelante indicó que 
informaba nuevamente a la empresa de servicios temporales sobre su estado de embarazo[10]. En dicho 
documento, se reitera la narración de los hechos que expuso la demandante en su escrito de tutela. 
  
7. Añade la actora que actualmente es una mujer cabeza de familia, pues su ingreso es el único sustento 
de su hija de seis años de edad, quien no recibe ningún tipo de apoyo económico de su padre. 
  
Expediente T-6.318.375 
 
1. Sandra Liliana Tinoco Ramos relata que el 10 de octubre de 2016 suscribió un contrato de trabajo a 
término indefinido con la sociedad demandada para desempeñar el cargo de ejecutiva comercial de 
envasado[23]. 
  
2. Refiere la tutelante que el 15 de marzo de 2017 el empleador le notificó la terminación unilateral del 
contrato por despido sin justa causa, con efectos inmediatos[24]. Indica que en la carta de terminación 
se le solicitó que se realizara el respectivo examen de egreso y señala que dicho documento no expuso 
las razones que motivaron su retiro del cargo. 
  
3. Afirma que, el 29 de marzo de 2017, dos semanas después de la fecha en que culminó la relación 
laboral, se practicó una prueba de embarazo en un laboratorio clínico, la cual arrojó un resultado 
positivo[25]. Por tanto, refiere que ese mismo día acudió al servicio de salud para que se estableciera 
con certeza su estado de gravidez mediante una ecografía[26]. 
  
4. Sostiene que el 31 de marzo de 2017 acudió nuevamente al servicio médico y que se le practicó una 
nueva ecografía, en la cual se confirmó que su tiempo de gestación era de 3,6 semanas[27]. De acuerdo 
con lo anterior, la tutelante estima que para la fecha en que Chilco Distribuidora de Gas y Energía S.A.S. 
E.S.P. decidió desvincularla unilateralmente, ya se encontraba en estado de gravidez. 
  
5. El 10 de abril de 2017, la actora presentó una petición en la cual informó a la accionada acerca de su 
embarazo y solicitó su reintegro laboral, dado que aún no se habían cancelado los emolumentos 
derivados de la terminación del vínculo laboral[28]. Sin embargo, el 18 de abril de 2017 la sociedad 
demandada contestó a la solicitud de la peticionaria y manifestó que no resultaba viable acceder a sus 
pretensiones[29]. 
  
6. En su escrito de tutela, la accionante aseveró que el amparo era procedente para la protección de los 
derechos fundamentales invocados dado que, para conjurar el perjuicio irremediable que el despido podía 
ocasionarle, se requería la intervención del juez constitucional. 
 
 
Expediente T-6.645.503 
 
1. Ángela Sorany Salazar Urrea indica que el 2 de octubre de 2015 suscribió un contrato de trabajo a 
término indefinido[35] con la sociedad accionada para desempeñarse como cajera del almacén Super 
Inter Castilla en la ciudad de Pereira, labor por la cual recibía una asignación correspondiente a $748.800. 
  
2. Relata la tutelante que el 19 de julio de 2017 fue despedida de la empresa demandada “como resultado 
de un supuesto proceso disciplinario, en donde dada la poca claridad de la supuestas (sic) infracción 
cometida por mí, me sentí cohibida y (…) termine aceptando una conducta de la cual no fui responsable 
y como si fuera poco, por un valor que no vale la pena, mucho menos cuando en mi condición de cajera 
maneje para la compañía mucho dinero, (…) sin queja alguna”[36]. 
  
3. La actora refiere que el 10 de agosto de 2017 se practicó una ecografía, la cual determinó la existencia 
de un embarazo de seis semanas de edad gestacional[37]. 
  
4. Sostiene que el 15 de agosto de 2017 presentó una petición en la cual informó su estado de embarazo 
y solicitó vincularse nuevamente a la empresa. En este sentido, manifestó que prefería no extenderse 
en “complicados temas jurídicos laborales”, sino que puso de presente su condición de gestante “y por 
lo tanto más bien apelo a su solidaridad y buen corazón y a mi probada lealtad a la empresa” respecto de 
la cual reiteró su voluntad de trabajo y “cariño” [38]. 
  
5. Refiere que, al momento de su retiro, la accionada no la remitió para practicarse el correspondiente 
examen médico de egreso. Al respecto, señala que, si la empresa demandada hubiera cumplido con tal 
requisito, habría advertido su estado de gravidez y que, por tanto, requería la autorización del Ministerio 
del Trabajo para su despido. 
  
6. En su escrito de tutela, la accionante manifiesta su calidad de madre cabeza de hogar y afirma que su 
situación económica es difícil, que se encuentra atrasada en el “pago de su vivienda”[39] y que no cuenta 
con atención médica. (Sentencia SU-075 de 2018) 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Las empresas privadas accionadas desconocieron los derechos fundamentales de las mujeres gestantes 
al terminar unilateralmente sus contratos de trabajo, aun cuando los empleadores afirman no haber 
conocido el estado de embarazo de las trabajadoras? (Sentencia SU-075 de 2018) 
 
  
SUBREGLAS 
 La regla jurisprudencial adoptada en esta decisión: el empleador no debe asumir el pago de cotizaciones 
a la seguridad social ni el pago de la licencia de maternidad cuando desvincula a la trabajadora sin 
conocer su estado de embarazo. Corresponde al Estado asumir la protección de las mujeres gestantes 
cuando se encuentren desamparadas o desempleadas, al tenor del artículo 43 Superior. (Sentencia SU-
075 de 2018) 
 
Contrato de trabajo a término indefinido. 
                                                                         
(i) Cuando el empleador conoce del estado de gestación de la trabajadora, se mantiene la regla prevista 
en la Sentencia SU-070 de 2013. Por consiguiente, se debe aplicar la protección derivada del fuero de 
maternidad y lactancia, consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, junto con el 
pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección establecida legalmente en el artículo 
239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la discriminación. (Sentencia SU-075 de 2018) 
  
(ii) Cuando existe duda acerca de si el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora, opera 
la presunción de despido por razón del embarazo consagrada en el numeral 2 del artículo 239 del 
CST[332]. No obstante, en todo caso se debe garantizar adecuadamente el derecho de defensa del 
empleador, pues no hay lugar a responsabilidad objetiva. (Sentencia SU-075 de 2018) 
  
(iii) Cuando el empleador no conoce el estado de gestación de la trabajadora, con independencia de que 
se haya aducido una justa causa, no hay lugar a la protección derivada de la estabilidad laboral reforzada. 
(Sentencia SU-075 de 2018) 
  
Por consiguiente, no se podrá ordenar al empleador que sufrague las cotizaciones al Sistema de Seguridad 
Social durante el periodo de gestación, ni que reintegre a la trabajadora desvinculada ni que pague la 
licencia de maternidad. Sin perjuicio de lo anterior, con el monto correspondiente a su liquidación, la 
trabajadora podrá realizar las cotizaciones respectivas, de manera independiente, hasta obtener su 
derecho a la licencia de maternidad. Así mismo, podrá contar con la protección derivada del subsidio 
alimentario que otorga el ICBF a las mujeres gestantes y lactantes y afiliarse al Régimen Subsidiado en 
salud. (Sentencia SU-075 de 2018) 
  
Así, para la eventual discusión sobre la configuración de la justa causa, se debe acudir ante el juez 
ordinario laboral. (Sentencia SU-075 de 2018) 
 
Contrato de trabajo por obra o labor contratada. 
  
(i) Cuando el empleador conoce del estado de gestación de la trabajadora, pueden presentarse dos 
situaciones: 
  
a.     Que la desvinculación ocurra antes del vencimiento de la terminación de la obra o labor contratada 
sin la previa calificación de una justa causa por el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar 
la protección derivada del fuero de maternidad y lactancia consistente en la ineficacia del despido y 
el consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la 
protección establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección 
contra la discriminación. 
  
b.    Que la desvinculación tenga lugar al vencimiento del contrato y se alegue como una justa causa la 
terminación de la obra o labor contratada: En este caso el empleador debe acudir antes de la 
terminación de la obra ante el inspector del trabajo para que determine si subsisten las causas 
objetivas que dieron origen a la relación laboral. Si el empleador acude ante el inspector del trabajo 
y este determina que subsisten las causas del contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el 
periodo del embarazo y las 18 semanas posteriores. No obstante, si dicho funcionario establece que 
no subsisten las causas que originaron el vínculo, se podrá dar por terminado el contrato y deberán 
pagarse las cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. (Sentencia SU-075 de 
2018) 
  
Si el empleador no acude ante el inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el 
reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación y la renovación sólo sería 
procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral no desaparecen, valoración que puede 
efectuarse en sede de tutela. Adicionalmente, para evitar que se desconozca la regla de acudir al 
inspector de trabajo, si no se cumple este requisito el empleador puede ser sancionado con el pago 
de los 60 días de salario previsto en el artículo 239 del C.S.T. (Sentencia SU-075 de 2018) 
  
(ii) Cuando existe duda acerca de si el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora, opera 
la presunción de despido por razón del embarazo consagrada en el numeral 2 del artículo 239 del 
CST[333]. No obstante, en todo caso se debe garantizar adecuadamente el derecho de defensa del 
empleador, pues no hay lugar a responsabilidad objetiva. (Sentencia SU-075 de 2018)  
  
(ii) Cuando el empleador no conoce el estado de gestación de la trabajadora, con independencia de que 
se haya aducido una justa causa, no hay lugar a la protección derivada de la estabilidad laboral reforzada. 
(Sentencia SU-075 de 2018) 
 
 
 
 
Contrato de trabajo a término fijo 
  
(i) Cuando el empleador conoce, en desarrollo de esta alternativa laboral, el estado de gestación de la 
trabajadora puede tener lugar dos supuestos: 
 a.     Que la desvinculación tenga lugar antes del vencimiento del contrato sin la previa calificación de 
una justa causa por el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protección derivada del fuero 
de maternidad y lactancia, consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, junto con 
el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección establecida legalmente en el 
artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la discriminación. 
 b.    Que la desvinculación ocurra una vez vencido el contrato, alegando como una justa causa el 
vencimiento del plazo pactado: En este caso el empleador debe acudir antes del vencimiento del plazo 
pactado ante el inspector del trabajo para que determine si subsisten las causas objetivas que dieron 
origen a la relación laboral[334]. (Sentencia SU-075 de 2018) 
 (ii) Cuando existe duda acerca de si el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora, opera 
la presunción de despido por razón del embarazo consagrada en el numeral 2 del artículo 239 del 
CST[335]. No obstante, en todo caso se debe garantizar adecuadamente el derecho de defensa del 
empleador, pues no hay lugar a responsabilidad objetiva. (Sentencia SU-075 de 2018) 
 (iii) Cuando el empleador no conoce el estado de gestación de la trabajadora, con independencia de que 
se haya aducido una justa causa, no hay lugar a la protección derivada de la estabilidad laboral reforzada. 
(Sentencia SU-075 de 2018) 
RATIO DECIDENDI 
 
Así las cosas, la Sala Plena reiteró la jurisprudencia establecida en la Sentencia SU-070 de 2013. No 
obstante, estimó necesario modificar el precedente únicamente en los supuestos en los que el empleador 
no tiene conocimiento del embarazo de la trabajadora al momento de su despido, en los contratos y 
relaciones laborales subordinadas. De este modo, cuando se demuestra en el proceso de tutela que el 
empleador no tiene conocimiento sobre el estado de gravidez, con independencia de que se haya aducido 
justa causa, no debe sufragar las cotizaciones requeridas para que la empleada tenga derecho a acceder a 
la licencia de maternidad. Tampoco debe pagar dicha prestación económica como medida sustitutiva ni 
está obligado a reintegrar a la trabajadora desvinculada laboralmente. (Sentencia SU-075 de 2018) 
La Corte Constitucional mantuvo el precedente establecido en la Sentencia SU-070 de 2013 en relación 
con la estabilidad laboral reforzada de mujeres embarazadas. No obstante, modificó su jurisprudencia 
respecto de los deberes del empleador cuando desvincula a una trabajadora, por cualquier causa, sin 
conocer su estado de embarazo. La regla jurisprudencial anterior imponía a los empleadores la obligación 
de pagar las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud hasta el momento del parto 
y, en algunos casos, la licencia de maternidad. (Sentencia SU-075 de 2018) 
  
Sin embargo, la Sala Plena consideró que dicha regla era contraria a los valores, objetivos, principios y 
derechos en los que se funda el ordenamiento jurídico, porque establecía una carga desproporcionada 
para el empleador pese a que su actuación no había sido motivada en criterios discriminatorios. Por ende, 
concluyó que se desincentivaba la contratación de mujeres en edad reproductiva, lo cual implicaba una 
mayor discriminación para aquellas en el ámbito laboral. (Sentencia SU-075 de 2018) 
 
En consecuencia, en dos de las acciones de tutela analizadas por esta Corporación, se verificó que los 
empleadores no tenían conocimiento del estado de gestación de las trabajadoras. Así, en el caso de 
Ángela Sorany Salazar Urrea contra Almacenes Éxito S.A. (expediente T-6.645.503), se encontró que la 
accionante fue desvinculada en virtud de un proceso disciplinario y que la empresa supo de su estado de 
gravidez varias semanas después del despido. Igualmente, en otro caso el caso de Sandra Liliana Tinoco 
Ramos contra Chilco Distribuidora de Gas y Energía S.A.S. E.S.P. (expediente T-6.318.375), tanto la 
propia actora como la demandada manifestaron que, al momento de la desvinculación laboral, el 
empleador no tenía información sobre su embarazo. (Sentencia SU-075 de 2018) 
  
Finalmente, en el caso de Sandra Milena Rojas Gutiérrez contra T&S TEMSERVICE S.A.S. (T-
6.240.380), la Sala consideró que existía conocimiento del empleador y, por ende, aplicó las reglas 
previstas en la Sentencia SU-070 de 2013. En consecuencia, dispuso que la empresa de servicios 
temporales demandada y la empresa usuaria debían asumir solidariamente el pago de los salarios y demás 
prestaciones dejadas de percibir, desde el momento del despido hasta cuando culminó el período de 
lactancia de la trabajadora, así como la indemnización prevista en el artículo 239 del CST. (Sentencia 
SU-075 de 2018)  
DECISIÓN 
 
La decisión adoptada por la Corte Constitucional es la siguiente: 
 
PRIMERO. CONFIRMAR PARCIALMENTE, por las razones expuestas en esta providencia, la 
sentencia de segunda instancia dictada el 24 de abril de 2017 por el Juzgado Veinte Penal del Circuito 
con Función de Conocimiento de Bogotá D.C., en cuanto concedió el amparo de los derechos 
fundamentales invocados por Sandra Milena Rojas Gutiérrez (Expediente T-6.240.380). 
 
SEGUNDO. ORDENAR a la empresa de servicios temporales T&S TEMSERVICE S.A.S y a la 
empresa usuaria Automotores San Jorge S.A., de manera solidaria, que en el término de ocho (8) días, 
contados a partir de la notificación de la presente decisión, paguen a la accionante: (i) la totalidad de los 
salarios y prestaciones sociales derivadas del contrato de trabajo dejados de percibir desde la fecha del 
despido y hasta el momento en el cual culminó su período de lactancia, con la deducción que corresponda 
a los dineros que efectivamente se cancelaron a la accionante en la liquidación respectiva; y (ii) la 
indemnización por despido sin autorización de la oficina del trabajo prevista en el numeral tercero del 
artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo. 
  
TERCERO. DEJAR SIN EFECTOS el numeral tercero de la sentencia de segunda instancia dictada el 
24 de abril de 2017 por el Juzgado Veinte Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Bogotá 
D.C. (en el Expediente T-6.240.380), en el cual se abstuvo de pronunciarse acerca del pago de las 
acreencias laborales dejadas de percibir por la accionante Sandra Milena Rojas Gutiérrez. 
  
CUARTO. CONFIRMAR, pero por las razones expuestas en esta providencia, la sentencia de segunda 
instancia dictada el 12 de julio de 2017 por el Juzgado Treinta Laboral del Circuito de Bogotá que, a su 
vez, confirmó la decisión de primera instancia, proferida el 10 de mayo de 2017 por el Juzgado Doce 
Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá D.C., dentro de la acción de tutela presentada por 
Sandra Liliana Tinoco Ramos contra Chilco Distribuidora de Gas y Energía S.A.S. E.S.P. (Expediente 
T-6.318.375). 
  
QUINTO. CONFIRMAR, pero por las razones expuestas en esta providencia, la sentencia de segunda 
instancia dictada el 16 de noviembre de 2017 por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Cartago que, 
a su vez, revocó la decisión de primera instancia, proferida el 4 de octubre de 2017 por el Juzgado 
Tercero Civil Municipal de Cartago, dentro de la acción de tutela presentada por Ángela Sorany Salazar 
Urrea contra Almacenes Éxito S.A. (Expediente T-6.645.503). 
  
SEXTO. ORDENAR al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que fortalezca la difusión y 
promoción del subsidio alimentario previsto para las mujeres gestantes y lactantes en el artículo 166 de 
la Ley 100 de 1993, con el fin de consolidar progresivamente su alcance y cobertura. Para tal efecto, 
deberá disponer de las medidas necesarias, adecuadas e idóneas para que las mujeres en situación de 
desempleo y/o debilidad manifiesta conozcan la existencia de esta subvención y puedan acceder a la 
misma. 
  
SÉPTIMO. Por Secretaría General de esta Corporación, LÍBRESE la comunicación prevista en el 
artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. (Sentencia SU-075 de 2018) 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
SU-070/2013: el fundamento de la regla jurisprudencial previamente enunciada, se desprende del 
principio de solidaridad. En tal sentido, la protección derivada del fuero de maternidad muta para 
convertirse en una acción afirmativa exclusivamente destinada a la familia. De este modo, se desplaza 
hacia el empleador la carga económica asignada al Estado por el artículo 43 de la Constitución, en virtud 
de la cual debe asumir la faceta prestacional de los derechos contemplados para la mujer embarazada. 
(Sentencia SU-075 de 2018) 
 
C-667/2006:  Como lo ha dicho esta Corporación en múltiples oportunidades[279], las acciones 
afirmativas se desprenden de los dos primeros mandatos mencionados y se refieren al deber de 
intervención del Estado mediante el impulso de medidas que favorecen a ciertas personas o grupos, con 
el objetivo de morigerar los efectos de las prácticas sociales, históricas, culturales y económicas que han 
ubicado a estas personas en una posición desfavorable de manera estructural. En este sentido, es válido 
que dichas medidas sólo cobijen a un grupo de personas, ya que buscan superar los obstáculos que les 
han impedido gozar de una igualdad material, a través del otorgamiento de beneficios que conduzcan a 
dicho propósito. (Sentencia SU-075 de 2018) 
 
T-092/2016: Adicionalmente, ha establecido que ésta encuentra su fundamento en la protección a la 
familia y de los derechos de los niños, con base en lo cual ha dicho que: (i) “a la mujer embarazada se le 
debe brindar una especial protección estatal como “gestadora de vida que es”; (ii) “la protección a la 
mujer trabajadora gestante tiene como fundamento a la presunción de que la vida que se está gestando 
es  protegida, cuando la madre goza efectivamente de sus derechos fundamentales, especialmente de su 
derecho al trabajo, del cual se deriva el sustento económico que le va proveer lo necesario para cuidar de 
su hijo por nacer”; y (iii) “los mandatos contenidos en los artículos 5 y 42 de la Carta Política también 
han sido considerados como fundamentos constitucionales del derecho aludido, gracias a la relevancia 
que tiene la institución de la familia, y por ende, la mujer gestante, como base de la sociedad” (Sentencia 
SU-075 de 2018) 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Salvamento parcial de voto del Magistrado Carlos Bernal Pulido. La acción de tutela no es el escenario 
propicio para declarar la existencia de un contrato de trabajo cuando no se cuentan con los elementos 
probatorios necesarios. Por el contrario, es un asunto que le corresponde al juez laboral, quien luego de 
un exigente análisis y debate probatorio puede determinar si se está o no en presencia de una relación 
laboral. (Sentencia SU-075 de 2018) 
La anterior conclusión no implica negar el amparo del fuero de maternidad de la tutelante, pues resulta 
claro, y en aplicación de los subreglas fijadas en la sentencia SU-070 de 2013, que la protección especial 
a la maternidad procede incluso bajo la modalidad del contrato de prestación de servicios. (Sentencia SU-
075 de 2018) 
  
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
Esta sentencia de unificación, en el presente proyecto de investigación reviste de gran importancia, ya 
que modifica parcialmente el precedente establecido en la sentencia de unificación SU-070 de 2013 en 
relación a la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo, en relación 
a uno de los elementos decisivos a la hora de ordenas las medidas de protección propias de este derecho 
fundamental. 
 
En este orden de ideas, la Corte Constitucional ha considerado procedente cambiar el precedente 
establecido antes, en relación a la demostración de que el empleador no tenía conocimiento del estado de 
gravidez de la trabajadora al momento de la desvinculación o despido, independientemente de si el 
primero ha alegado justa causa como motivo del despido. 
 
En este sentido, la Corte no ordenará medidas de protección bajo el presupuesto ante señalado, es decir; 
que no ordenará al empleador el pago de las cotizaciones que aseguren a la trabajadora el reconocimiento 
y pago de la licencia de maternidad, así como tampoco se ordenará el pago de dicha licencia de 
maternidad al empleador. 
 
Por consiguiente, las reglas jurisprudenciales en relación al elemento antes citado, y se produce una 
modificación en relación a la forma de vinculación de contrato de trabajo a término indefinido, a término 
fijo y en el contrato por obra o labor. 
 
Esta modificación del precedente jurisprudencial, por parte de la Corte Constitucional, 
independientemente si el órgano de cierre ha obra de forma justa o injusta, se aprecia como una decisión 
en detrimento de la mujer trabajadora en estado de embarazo quien, de todas formas, siempre será la parte 
débil de la relación contractual en materia laboral.  
 
 
  
EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL DE LA ESTABILIDAD OCUPACIONAL REFORZADA 
DE LA MUJER EN ESTADO DE EMBARAZO Y LACTANCIA EN COLOMBIA 
 
 
Análisis jurisprudencial sobre el amparo del derecho de la estabilidad  
ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo o lactancia en Colombia 
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado en diversas oportunidades en relación con el tema de 
la estabilidad ocupacional reforzada, y específicamente en relación con este amparo en tratándose 
de la mujer trabajadora en estado de embarazo y/o lactancia. 
 En dichas sentencias, la Corte ha sentado su posición en la materia, entendiendo que la 
Carta Magna y el ordenamiento jurídico, ampara los derechos fundamentales al trabajo, a la vida, 
al mínimo vital, y los derechos de quien está por nacer o de la persona recién nacida. 
 La Corte Constitucional en concordancia con la ley y la Constitución, ha entendido que la 
trabajadora en estado de embarazo y/o lactancia, se encuentra en una posición de debilidad 
manifiesta frente dada su condición especial; situación que resulta más gravosa ante la 
intempestiva y unilateral decisión parte del empleador de dar por terminada la relación laboral o 
el contrato de prestación de servicios. 
 En este sentido, se han determinado una serie de reglas que permiten identificar y ordenas 
las medidas de protección de la mujer trabajadora amparada por el fuero de maternidad, las cuales 
pueden variar, dependiendo del tipo de vinculación de la trabajadora, el conocimiento por parte 
del empleador del estado de embarazo de la trabajadora, y la existencia o no de la autorización del 
Ministerio de Trabajo, junto con la causa alegada por parte del empleador sobre la terminación o 
la no prórroga del contrato de trabajo o de prestación de servicios. 
 Por tanto, y en aras de responder al primer objetivo del presente proyecto de investigación, 
se diseñó una guía de análisis jurisprudencial como instrumento de recolección de información, en 
la que se analizaron diez sentencias en sede de revisión, cuyo objeto es el análisis de la institución 
de la estabilidad ocupacional reforzada.  
 Cabe destacar, que, si bien es cierto la sentencia de tutela estudiadas por la Corte 
Constitucional, tienen gran impacto sobre derechos fundamentales, también es cierto que 
el grupo investigador ha escogido las sentencias proferidas en los últimos años por la Corte 
en materia de amparo de la estabilidad ocupacional reforzada, así como sentencias de gran 
relevancia para el objeto de estudio de la presente investigación. 
 Adicionalmente, se ha realizado un análisis de la Sentencia de Unificación SU-070 de 2013, 
la cual se ha convertido en el báculo y base para la resolución de conflictos similares en materia 
de estabilidad ocupacional reforzada de mujer trabajadora en estado de embarazo y/o lactancia, 
proporcionando reglas, soluciones, y medidas de protección, dependiendo de la vinculación de la 
trabajadora, y los demás elementos identificados al inicio de este capítulo. 
 En esta sentencia de unificación la Corte Constitucional, realiza un análisis completa e 
integral de 33 acciones de tutela interpuestas de forma individual por mujeres que solicitaban el 
amparo de sus derechos fundamentales. La Corte acumuló estos expedientes, unificando su postura 
y criterio, en cada uno de los casos en concreto, a la vez que estableció las reglas determinantes 
para la resolución de casos en el futuro. 
 A través de esta sentencia, la Corte determina las reglas y medidas de protección a mujeres 
trabajadoras en condición de embarazo, según la siguiente vinculación laboral: 
• Contrato a término indefinido. 
• Contrato a término fijo. 
• Contrato de obra o labor. 
• Mujer trabajadora en Cooperativas de Trabajo Asociado y Empresa de Servicios 
Temporales. 
• Mujer embarazada en provisionalidad que ocupa un cargo de carrera administrativa. 
• Mujer embarazada en cargo de libre nombramiento y remoción. 
• Mujer embarazada que ocupa cargo de carrera administrativa y la entidad se encuentra en 
liquidación. 
• Mujer embarazada en contrato de prestación de servicios. 
Como se ha reiterado antes, esta sentencia de unificación presupone un nuevo punto de partida 
en la protección denominada estabilidad ocupacional reforzada, así como la extensión de este 
amparo, al ámbito del contrato de prestación de servicios, entre otras formas de vinculación. 
Por tanto, esta sentencia busca abarcar todas las posibles formas de vinculación de la mujer 
trabajadora bien sea en estado de gestación y de lactancia, a la vez que analiza los escenarios 
facticos como son el conocimiento del empleador sobre la condición de embarazo de la 
trabajadora, la causa alegada por el anterior que ha motivado la desvinculación de la trabajadora, 
y si media concepto del Ministerio de Trabajo sobre el despido de la trabajadora. 
Los elementos o condiciones de hecho antes citados, son los que determinan las medidas de 
protección, dependiendo de cómo se presenten en el caso concreto, ya que no en todos los 
conflictos por estabilidad ocupacional reforzada se puede ordenar como medida de protección el 
reintegro de la trabajadora. 
Por estos motivos, es que esta sentencia ha proporcionado elementos y reglas de juicio, que 
han sido abordados por esta misma Corte en conflictos posteriores, y en consecuencia ha sido 
ampliamente utilizada y citada en los casos resueltos en sede de revisión. 
El grupo investigador, considera que esta Sentencia marca un antes y un después en la 
actualidad de esta institución, puesto a través de ella la Corte Constitucional ha obrado de 
avanzada, en la protección de los derechos de la mujer trabajadora en estado de embarazo y/o 
lactancia, estableciendo las hipótesis que se pueden presentar en la relación trabajador y empleador 
y a la vez establecer las medidas de protección en relación con la hipótesis verificada en el caso 
concreto. 
Dada la importancia de la SU-070 de 2013, es que se ha tomado a la misma como aquella 
sentencia que establece un punto de partida en el objetivo de la presente investigación, ya que las 
posteriores sentencias en relación con el objeto de investigación de este proyecto han tomado como 
base de su argumentación, lo preceptuado en esta sentencia de unificación. 
Para responder a este primer objetivo, se ha analizado la sentencia SU-070 de 2013 y nueve 
sentencias recientes de la Corte Constitucional, donde se evidencia la clara influencia de la primera 
sobre los recientes pronunciamientos de la Corte en relación con la estabilidad ocupacional 
reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo y lactancia. 
 
 
Formas de vinculación, condiciones o requisitos identificados por la Corte Constitucional  
para el amparo del derecho fundamental de la estabilidad ocupacional reforzada de la  
mujer en estado de embarazo o lactancia en Colombia 
 
Como se ha venido reiterando en el presente proyecto, la Honorable Corte Constitucional ha 
tratado a lo largo de los años a través de sus decisiones en sede de tutela la institución de la 
Estabilidad Ocupacional Reforzada de la mujer en estado de embarazo y/o lactancia en Colombia. 
 
 A través de estas Sentencias la Corte Constitucional ha realizado un estudio y un análisis 
profundo de las circunstancias fácticas en cada caso en concreto, a la vez que ha determinado una 
serie de reglas y subreglas en consideración a diversos hechos como son: la forma de vinculación 
de la trabajadora, el conocimiento por parte del empleador del estado de embarazo de la 
trabajadora, y la existencia de la autorización por parte del Ministerio de Trabajo para el despido. 
 
 Una de las sentencias que analiza la institución de la estabilidad ocupacional reforzada de 
la mujer en estado de embarazo en relación con las diversas formas de vinculación, esto es; la 
existencia de un contrato de trabajo, de prestación de servicios, entre otros, a fin de establecer las 
medidas de protección a establecer a la mujer trabajadora es la sentencia de unificación 070 del 
año 2013, la cual se ha constituido en el faro de los juzgadores para el amparo de los derechos 
constitucionales fundamentales comprendidos en esta institución. 
 
 Recientemente, la Corte Constitucional ha optado por modificar el precedente en relación 
al elemento del conocimiento del trabajador del estado de embarazo de la trabajadora, esto es; que 
cuando el empleador no haya tenido conocimiento del estado de gravidez, la corte no concederá 
las medidas de protección establecidas en la sentencia SU-070 de 2013. 
 
 A continuación de abordarán las medidas de protección establecidas por la Corte 
Constitucional en relación a la forma de vinculación de la trabajadora, y de acuerdo a los elementos 
facticos señalados antes. 
 
➢ Mujer trabajadora en contrato de trabajo a término indefinido. 
 
 Dentro de las modalidades del contrato de trabajo, se encuentra el contrato de trabajo a 
término indefinido, donde la sentencia SU-070 de 2013 identifica los siguientes elementos facticos 
y medidas de protección de la trabajadora: 
 
a. Cuando el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora antes del despido 
y adicionalmente, no media la calificación de justa causa por parte del inspector de 
trabajo; se deberán aplicar las siguientes medidas de protección: declarar la ineficacia 
del despido y como consecuencia del mismo el reintegro de la trabajadora, ordenándose 
el pago de los emolumentos y valores dejados de percibir durante su etapa de despido. 
 
b. Cuando el empleador NO conoce el estado de embarazo de la trabajadora, la Corte 
Constitucional ha identificado dos escenarios facticos: 
 
Cuando el empleador sin conocer el estado de embarazo de la trabajadora aduce justa 
causa para su despido las medidas de protección consisten en ordenar el reconocimiento 
de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y el conflicto sobre la justa causa 
del despido debe ventilarse ante el juez laboral en proceso ordinario. 
 
Cuando el empleador sin conocer el estado de embarazo de la trabajadora y NO aduce 
una justa causa para el despido de la trabajadora, en este evento las medidas de 
protección son el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación y 
el reintegro de la trabajadora solo procederá en el evento en que subsistan y se 
demuestren la subsistencia de las causas que dieron origen a la relación laboral. En el 
evento en que se demuestre que dichas causas subsisten se deberá ordenar el pago de 
los salarios y de las prestaciones dejadas de percibir. 
 
 Sin embargo, la reciente sentencia SU-075 de 2018 ha modificado el precedente en cuanto 
el empleador no hubiere tenido conocimiento del estado de gravidez de la trabajadora quedando 
este de la siguiente de la forma: 
a) Cuando existe duda sobre si el empleador tuvo conocimiento del estado de embarazo de la 
trabajadora al momento del despido, en este caso opera la presunción de conocimiento del 
estado de embarazo por parte del empleador y se ordenarán las medidas de protección 
establecidas en la sentencia SU-070 de 2013. 
 
b) Cuando se demuestra que el empleador no conocía del estado de embarazo de la trabajadora 
al momento de su despido, sin importar de que se haya alegado justa causa como motivo 
del mismo, en este evento no existirá amparo del derecho de la estabilidad ocupacional 
reforzada. 
 
➢ Mujer trabajadora en contrato de trabajo a término fijo. 
 
 Dentro de las modalidades del contrato de trabajo, se encuentra el contrato de trabajo a 
término fijo, donde la sentencia SU-070 de 2013 identifica los siguientes elementos facticos y 
medidas de protección de la trabajadora: 
  
a) Cuando el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora antes del despido y 
adicionalmente, no media la calificación de justa causa por parte del inspector de trabajo, 
y la desvinculación se da antes del vencimiento del término del contrato; se deberán aplicar 
las siguientes medidas de protección: declarar la ineficacia del despido y como 
consecuencia del mismo el reintegro de la trabajadora, ordenándose el pago de los 
emolumentos y valores dejados de percibir durante su etapa de despido. 
 
b) Cuando el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora antes del despido y 
la desvincula una vez vencido el término del contrato de trabajo, y la justa causa alegada 
por el empleador es el vencimiento del término contractual. En este evento el empleador 
debe acudir antes del vencimiento del término del contrato al inspector de trabajo para que 
determine si subsisten las causas que dieron origen a la relación laboral, de donde se 
desprenden dos escenarios: 
 
Si el inspector de trabajo determina que subsisten las causas que dieron origen al contrato 
de trabajo, se deberá extender el contrato de trabajo mínimo durante el periodo de embarazo 
y los tres meses posteriores al parto. 
 
Si el inspector de trabajo determina que NO subsisten las causas que dieron origen al 
contrato de trabajo, el empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo al 
vencimiento del término pactado en el mismo, pagando las cotizaciones que aseguren para 
la mujer en estado de embarazo el pago de la licencia de maternidad. 
 
Por otro lado, si el empleador NO acude ante el inspector de trabajo antes del vencimiento 
del término del contrato de trabajo, las medidas de protección consisten en el 
reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación del 
contrato de trabajo solo sería procedente si se llegare a demostrar que las causas que dieron 
origen a la relación laboral no han desaparecido, conflicto que se puede dirimir vía 
ACCIÓN DE TUTELA. 
 
c) Si el empleador NO conoce el estado de gestación de la trabajadora se pueden presentar 
tres escenarios hipotéticos: 
 
Si el empleador desvincula a la trabajadora antes del vencimiento del término del contrato 
sin que haya alegado justa causa en el despido; se deberá ordenar en primer lugar el pago 
de las cotizaciones durante el periodo de gestación. Por otro lado, la renovación del 
contrato solo será procedente si se llegaren a demostrar que las causas que dieron origen a 
la relación laboral subsisten, conflicto que puede dirimirse vía ACCIÓN DE TUTELA.  
 
Si el empleador desvincula a la trabajadora antes del vencimiento del término del contrato, 
alegando justa causa diferente a la del vencimiento del contrato de trabajo, se deberá 
ordenar el pago y reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación, y el 
conflicto sobre la justa causa debe dirimirse ante el juez laboral en proceso ordinario.  
 
Si el empleador desvincula a la trabajadora una vez vencido el término del mismo, alegando 
este hecho como justa causa, las medidas de protección serán como mínimo el 
reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación. En relación a la 
renovación del contrato, esta solo sería procedente si se demuestra la existencia de las 
causas que dieron origen al contrato de trabajo, conflicto que puede ventilar vía ACCIÓN 
DE TUTELA.  
 
 Sin embargo, la reciente sentencia SU-075 de 2018 ha modificado el precedente en cuanto 
el empleador no hubiere tenido conocimiento del estado de gravidez de la trabajadora quedando 
este de la siguiente de la forma: 
 
a) Cuando existe duda sobre si el empleador tuvo conocimiento del estado de embarazo de la 
trabajadora al momento del despido, en este caso opera la presunción de conocimiento del 
estado de embarazo por parte del empleador y se ordenarán las medidas de protección 
establecidas en la sentencia SU-070 de 2013. 
 
b) Cuando se demuestra que el empleador no conocía del estado de embarazo de la trabajadora 
al momento de su despido, sin importar de que se haya alegado justa causa como motivo 
del mismo, en este evento no existirá amparo del derecho de la estabilidad ocupacional 
reforzada. 
 
 
➢ Mujer trabajadora en contrato de obra. 
 
 Dentro de las modalidades del contrato de trabajo, se encuentra el contrato de obra, donde 
la sentencia SU-070 de 2013 identifica los siguientes elementos facticos y medidas de protección 
de la trabajadora: 
 
a) Cuando el empleador conoce el estado de gestación de la trabajadora antes del despido se 
pueden presentar dos escenarios a saber: 
 
Si la trabajadora es desvinculada antes del vencimiento de la obra o de la labor para la cual 
fue contratada, sin que medie previa calificación por parte del inspector de trabajo, las 
medidas de protección son: declarar la ineficacia del despido y como consecuencia del 
mismo el reintegro de la trabajadora, ordenándose el pago de los emolumentos y valores 
dejados de percibir durante su etapa de despido. 
 
Si la trabajadora es desvinculada una vez terminado el contrato, y adicionalmente el 
empleador alega como justa causa de la desvinculación la terminación de la obra o labor; 
este último deberá acudir antes de la terminación de la obra ante el inspector de trabajo 
para que determine la subsistencia de las causas que dieron origen a la relación laboral, 
donde se pueden presentar los siguientes escenarios: 
 
- Si el inspector de trabajo determina que no subsisten las causas que dieron origen al 
contrato de obra, las medidas de protección consisten en el pago de las cotizaciones que 
garanticen a la trabajadora el pago de la licencia de maternidad. En este evento el 
empleador podrá dar por terminado el contrato de obra. 
- Si el inspector de trabajo determina que subsisten las causas que dieron origen al 
contrato de obra, las medidas de protección consisten en la extensión del contrato de 
obra durante el periodo de embarazo y los tres meses posteriores al parto.  
- Si el empleador, por el contrario, no acude ante el inspector de trabajo como medidas 
de protección deberán ordenarse el pago de las cotizaciones durante el periodo de 
embarazo de la trabajadora. En cuanto a la renovación del contrato, esta solo será 
procedente en el evento en que se demuestren la existencia de las causas que dieron 
origen al contrato de obra, conflicto que puede ventilarse vía ACCIÓN DE TUTELA.  
 
b) Si el empleador NO conoce el estado de gestación de la trabajadora se pueden presentar 
tres escenarios hipotéticos: 
 
Si el empleador desvincula a la trabajadora antes del cumplimiento del contrato de obra, 
sin alegar justa causa de la desvinculación, las medidas de protección consisten en el pago 
de las cotizaciones durante el periodo de embarazo. En relación a la renovación del contrato 
de obra, solo procederá si se demuestran que las cusas del contrato de obra no han 
desaparecido, conflicto que puede dirimirse vía ACCIÓN DE TUTELA. 
 
Si el empleador desvincula a la trabajadora antes del vencimiento del contrato de obra, 
alegando justa causa diferente a la del vencimiento del contrato de obra, se deberá ordenar 
el pago y reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación, y el conflicto 
sobre la justa causa debe dirimirse ante el juez laboral en proceso ordinario. 
 
Si el empleador desvincula a la trabajadora una vez vencido el contrato de obra, alegando 
este hecho como justa causa, las medidas de protección serán como mínimo el 
reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación. En relación a la 
renovación del contrato, esta solo sería procedente si se demuestra la existencia de las 
causas que dieron origen al contrato de trabajo, conflicto que puede ventilar vía ACCIÓN 
DE TUTELA. 
 
 Sin embargo, la reciente sentencia SU-075 de 2018 ha modificado el precedente en cuanto 
el empleador no hubiere tenido conocimiento del estado de gravidez de la trabajadora quedando 
este de la siguiente de la forma: 
 
a) Cuando existe duda sobre si el empleador tuvo conocimiento del estado de embarazo de la 
trabajadora al momento del despido, en este caso opera la presunción de conocimiento del 
estado de embarazo por parte del empleador y se ordenarán las medidas de protección 
establecidas en la sentencia SU-070 de 2013. 
 
b) Cuando se demuestra que el empleador no conocía del estado de embarazo de la trabajadora 
al momento de su despido, sin importar de que se haya alegado justa causa como motivo 
del mismo, en este evento no existirá amparo del derecho de la estabilidad ocupacional 
reforzada. 
 
➢ Mujer en estado de embarazo vinculada por Cooperativa de Trabajo Asociado 
 
 La Corte Constitucional ha reconocido que a través de las Cooperativas de Trabajo 
Asociado se han encubierto verdaderas relaciones laborales y contratos de trabajo, a fin de evadir 
y vulnerar las responsabilidades y derechos propios derivados de un contrato de trabajo y de esta 
forma defraudar a los trabajadores, que han sido vinculados a través de esta modalidad. 
 
 Por lo tanto, antes de establecerse las medidas de protección propias de la estabilidad 
ocupaciones reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo, deberá demostrarse la 
existencia del contrato realidad, es decir; demostrar la existencia de un contrato de trabajo en 
concordancia con la realidad fáctica. 
 Entonces, la demostración del contrato realidad se erige como un requisito previo, a realizar 
el análisis de la desvinculación de la mujer trabajadora en estado de embarazo. Seguidamente, se 
deberá hacer un análisis en relación a la forma de vinculación, es decir; si el contrato realidad 
probado corresponde a un contrato a término indefinido, a un contrato de trabajo a término fijo, o 
a un contrato de obra o labor. 
 
 Una vez determinada la forma de vinculación antes descrita, deberán analizar los elementos 
facticos del caso concreto como son: el conocimiento por parte del empleador del estado de 
gestación de la trabajadora, la justa causa alegada por el empleador para desvincular a la 
trabajadora, el concepto por parte del inspector de trabajo, y si el empleador acudió a esta autoridad 
antes de desvincular a la trabajadora. 
 
 En este orden de ideas, las medidas de protección deberán ser acordes a la forma de 
vinculación de la trabajadora en virtud del contrato realidad probado, es decir; las medidas de 
protección serán las establecidas para el contrato de trabajo a término indefinido, el contrato de 
trabajo a término fijo y el contrato de obra o labor y las particularidades del caso en concreto 
concordantes a los escenarios hipotéticos identificados por la Corte Constitucional para el amparo 
de los derechos fundamentales de la mujer trabajadora en estado de embarazo. 
 
➢ Mujer trabajadora en estado de embarazo vinculada a través de Empresa de Servicios 
Temporales. 
 
 Las empresas de servicios temporales se erigen como verdaderos empleadores frente a los 
trabajadores contratados en misión, convirtiéndose esta relación como una verdadera relación 
laboral entre las partes. 
 
 Por tanto, los trabajadores en misión generalmente son contratados para ejecutar una labor 
o una obra determinada, o para ejercer funciones dentro de la empresa usuario de forma temporal, 
quedando excluida la forma de vinculación a término indefinido. 
 
 Por tanto, las medidas de protección de forma general serán las establecidas por la Corte 
Constitucional para las formas de vinculación del contrato de trabajo a término fijo o la del contrato 
por obra labora, atendiendo a la realidad presente en el caso en contrato. 
 
 Sin embargo, como quiera que los trabajadores en misión cumplen con sus funciones en 
una empresa beneficiaria distinta a la empresa de servicios temporales, es decir; que: i) en virtud 
de la naturaleza de la empresa de servicios temporales, la primera se erige como el verdadero 
empleador de los trabajadores en misión, ii) el trabajador en misión cumple con sus funciones en 
una empresa beneficiaria, la cual requiere de los servicios de la empresa de servicios temporales; 
existe una dificultad en cuanto al elemento fáctica que puede determinar el conocimiento del 
empleador del estado de gestación de la trabajadora. 
 
 En este sentido, la Corte Constitucional ha establecido que, para este efecto, se entiende 
que el empleador tiene conocimiento del estado de embarazo de la trabajadora si por lo menos la 
empresa de servicios temporales o en su defecto la empresa beneficiaria o usuario de la primera 
ha tenido conocimiento del estado de la trabajadora. 
 
 En relación al reintegro de la trabajadora como medida de protección, este debe ordenarse 
dependiendo de los elementos dilucidados en el caso en concreto y este procederá ante la empresa 
usuaria de la empresa de servicios temporales, y que de ser imposible el reintegro a la empresa 
usuaria este podrá ordenarse a la empresa de servicios temporales. 
 
➢ Mujer trabajadora en estado de embarazo vinculada a través de contrato de prestación de 
servicios. 
 
 Tal como se advirtió para el caso de la mujer trabajadora vinculada a través de cooperativas 
de trabajo asociado, el juzgador deberá verificar previamente si a través del contrato de prestación 
de servicios ocultada una verdadera relación laboral, es decir; si se configura un contrato realidad. 
 
 Este estudio previo acerca de la existencia de un contrato realidad, opera tanto para 
trabajadoras vinculadas en empresas privadas como empresas públicas, y que de probarse la 
existencia de un contrato realidad se deberán aplicar las medidas establecidas para la forma de 
vinculación del contrato de trabajo a término fijo.  
 
 En este sentido, la Corte Constitucional en Sentencia SU-070 de 2013 precisó: “Con todo, 
en el supuesto en que la trabajadora gestante o lactante haya estado vinculada mediante un contrato 
de prestación de servicios y logre demostrarse la existencia de un contrato realidad, la Sala ha 
dispuesto que se deberán aplicar las reglas propuestas para los contratos a término fijo, en razón a 
que dentro las característica del contrato de prestación de servicios, según lo ha entendido esta 
Corporación, se encuentran que se trata de un contrato temporal, cuya duración es por un tiempo 
limitado, que es además el indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido.” 
 
 En síntesis, el juzgador bien sea en sede de tutela, tiene la facultad de analizar si este 
contrato de prestación de servicios disfraza un contrato realidad, para de esta forma aplicar las 
reglas y subreglas establecidas por la Corte Constitucional, y ordenar las medidas de protección 
correspondientes a un contrato de trabajo a término fijo. 
 
 
➢ Mujer trabajadora en estado de embarazo que ocupa cargo de libre nombramiento y 
remoción 
 
 En este evento la Corte Constitucional ha identificado dos escenarios hipotéticos, teniendo 
en cuenta solamente el conocimiento por parte del empleador del estado de embarazo de la 
trabajadora, los cuales son: 
 
a) Si el empleador tuvo conocimiento del estado de la trabajadora antes de haberse declarado 
la insubsistencia las medidas de protección serán: el reintegro, y el pago de salarios dejados 
de percibir por parte de la trabajadora. 
 
b) Por el contrario, si el empleador no tenía conocimiento de este hecho, la medida de 
protección se limitará al pago de las cotizaciones que aseguren el pago de la licencia de 
maternidad de la trabajadora. 
 
➢ Mujer trabajadora en estado de embarazo que ocupa cargo de carrera, suprimido por 
liquidación de la entidad o por necesidades del servicio 
 
 En este evento la Corte Constitucional ha identificado dos escenarios hipotéticos, teniendo 
en cuenta solamente el conocimiento por parte del empleador del estado de embarazo de la 
trabajadora, los cuales son: 
 
a) Si la entidad pública es liquidada, y posteriormente se crea una que desarrolle los fines de 
la primera o se establece una planta transitoria con ocasión de la liquidación las medidas 
de protección abarcan el reintegro y el pago de salarios y prestaciones dejados de percibir 
por parte de la trabajadora. 
 
b) Si la entidad pública es liquidada y no se crea una nueva entidad o una planta de persona 
transitoria, o si el cargo se suprime por necesidades del servicio, las medidas de protección 
se limitan al pago de salarios y prestaciones que garanticen el derecho a la licencia de 
maternidad de la trabajadora. 
  
 
Líneas jurisprudenciales en concordancia con las decisiones de la Corte Constitucional  
y en relación con las diferentes formas de vinculación de la mujer trabajadora  
en estado de embarazo o lactancia en Colombia 
 
Para el desarrollo de este objetivo el grupo investigador se apoyará en el jurista Diego López 
Medina quien en su libro “El Derecho de los Jueces”, describe la forma y el proceso para la correcta 
identificación y elaboración de líneas jurisprudenciales en Colombia. 
En efecto, el autor identifica tres pasos fundamentales para la investigación de líneas 
jurisprudenciales los cuales son: i) el punto arquimédico de apoyo; ii) ingeniería reversa y; iii) la 
telaraña y los puntos nodales de jurisprudenciales. 
En el primer paso López (2006) establece que: “…El punto arquimédico es simplemente 
una sentencia con la que el investigador tratará de dar solución a las relaciones estructurales entre 
varias sentencias. Su propósito fundamental será el de ayudar en la identificación de las sentencias 
hito de la línea y en su sistematización en un gráfico de línea” (p.168) 
De igual forma, dentro de las características propuestas de la sentencia arquimédico se 
encuentran dos importantes: i) que sea lo más reciente posible; y ii) que sus hechos sean similares 
al objeto de investigación, que en este caso es el de la institución conocida como Estabilidad 
Ocupacional Reforzada. 
Seguidamente, y entendiendo que las medidas de protección derivadas del amparo de la 
estabilidad ocupacional reforzada varían en relación con la forma de vinculación de la trabajadora, 
entre otros factores, que ya se han reiterado antes; el grupo investigador considera en primer lugar 
abordar una línea jurisprudencial en relación a la estabilidad ocupacional reforzada de la 
trabajadora vinculada a través de contrato de trabajo a término indefinido. 
Como primer paso, es menester identificar el punto arquimédico de la línea a investigar, en 
el cual el grupo investigador se decanta por la Sentencia SU-075 de 2018, proferida por la Corte 
Constitucional, por cuanto cumple con los criterios adoptados por el tratadista López Medina que 
son: i) la sentencia SU-075 de 2018 es uno de los pronunciamientos más recientes de la Corte 
Constitucional y; ii) la precitada sentencia decide sobre la estabilidad ocupacional reforzada de la 
mujer trabajadora en estado de embarazo vinculada a través de contrato de trabajo a término 
indefinido. Por último, destacar que la sentencia SU-075 de 2018 ha sido previamente analizada, 
como respuesta al primer objetivo propuesto en la presente investigación. 
Como segundo paso denominado “ingeniería reversa”, se identificará la estructura de citas 
de la sentencia SU-075 de 2018 como punto arquimédico de esta línea jurisprudencial, el cual es 
también conocido como “nicho citacional”, el cual se observa en la figura 1.   
Una vez obtenido el nicho citacional en relación con la sentencia como punto arquimédico, 
el cual se identifica con la sentencia SU-075 de 2018. A su vez, se puede identificar como 
“Sentencia hito” la sentencia SU-070 de 2013 pos las siguientes consideraciones: i) es una 
sentencia que unificó la postura la de Corte Constitucional en relación a la estabilidad ocupacional 
reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo a través de las distintas formas de 
vinculación a la respectiva empresa; ii) esta sentencia se convirtió en un faro para la resolución de 
casos en concreto de la Corte Constitucional a partir del año 2013. 
 
Figura 1. Nicho citacional SU-075 de 2018 
 
 
Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
Como se puede apreciar, la sentencia SU-070 de 2013 se encuentra citada en las sub 
siguientes sentencias T-092 de 2016, T-222 de 2017 y T-583 de 2017, evidenciándose la 
importancia de la sentencia de unificación en las posteriores decisiones de la Corte Constitucional 
frente al tema de la estabilidad ocupacional reforzada. 
A continuación, se expondrá la línea jurisprudencial, tomando como sentencia hito la SU-
070 de 2013 y como punto arquimédico la sentencia SU-075 de 2018: 
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Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
Con la Sentencia SU-070 de 2013 que unificó los criterios que permiten amparar o proteger 
el derecho a la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo o 
lactancia. En este sentido, la Corte Constitucional determina las medidas de protección que deben 
ordenarse por parte del juez de tutela, en razón a los siguientes criterios: i) la existencia de un 
contrato de trabajo a término indefinido; ii) el conocimiento o no por parte del empleador al 
momento de la desvinculación de la trabajadora; iii) la existencia del concepto por parte del 
inspector de trabajo sobre las causas de desvinculación de la trabajadora. 
En síntesis, dependiente de la presencia de dichas circunstancias en el caso en concreto, la 
Corte Constitucional optó por ordenar las medidas de protección contenidas en sus decisiones. Sin 
embargo, siempre que se demuestren los presupuestos detallados en el desarrollo del segundo 
objetivo de esta investigación, habrá lugar a la protección del derecho a la estabilidad ocupacional 
reforzada, como se evidencia en las decisiones de las sentencias T-092 y T-102 de 2016, T-222 de 
2017 y T-030 de 2018. 
No obstante, bajo la sentencia SU-075 de 2018 se modificó el precedente jurisprudencial 
de forma parcial y en los expedientes T-6.318.375 y T-6.645.503 se negó el amparo derivado de 
la estabilidad ocupacional reforzada, por cuanto se pudo demostrar en los casos concretos, que las 
trabajadoras despedidas y/o desvinculadas bajo la forma de vinculación contrato de trabajo a 
término indefinido no habían informado o puesto en conocimiento de su empleador el estado de 
gestación o gravidez, situación que desembocó en la negación del amparo invocado por las 
accionantes. 
 
Vinculación a través de contrato de trabajo a término fijo 
 
En este apartado, es importante realizar una línea jurisprudencial sobre esta forma de vinculación 
que demuestre el sentido de la Corte Constitucional y su congruencia o no en la protección de los 
derechos de las mujeres en estado de embarazo. 
Igualmente, que en la realización de la línea anterior, es importante identificar el punto 
arquimédico de la línea a investigar, por lo cual el grupo investigador elige la  Sentencia T-400 de 
2015, proferida por la Corte Constitucional, por cuanto cumple con los criterios adoptados por el 
tratadista López Medina que son: i) la sentencia T- 400 de 2015 es uno de los pronunciamientos 
más recientes de la Corte Constitucional y; ii) la precitada sentencia decide sobre la estabilidad 
ocupacional reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo vinculada a través de contrato 
de trabajo a término fijo. 
Como segundo paso, se identificará la estructura del nicho constitucional de la sentencia 
T- 400 de 2015 como punto arquimédico de esta línea jurisprudencial.  
Así, se ha obtenido el nicho citacional de la Sentencia T- 400 de 2015, relacionada como 
punto arquimédico respecto de la vinculación de la mujer en estado de embarazo por contrato de 
trabajo a término fijo. Adicionalmente, se determina la Sentencia T – 373 / 1998, como “Sentencia 
hito” debido a que presento un largo debate realizado por  la de Corte Constitucional en relación a 
la estabilidad laboral  reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo y sobre la debida 
notificación del estado de gravidez de la mujer al empleador, aquí aunque no se accedieron a las 
pretensiones por falta de  pruebas del caso concreto, se dejó un precedente que permitía tener un 
faro a través del cual se puedan determinar esos detalles que se presentan en las diversas formas 
de vinculación laboral 
 
 
 
 
 
 
Figura 3. Nicho citacional T-400 de 2015 
 
 
Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
A continuación, se expondrá la línea jurisprudencial, tomando como sentencia hito la T- 
373 de 1998 y como punto arquimédico la sentencia T-400 de 2015: 
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Figura 4. Línea jurisprudencial en contrato de trabajo a término fijo. 
Sí se debe proteger 
¿Se debe amparar y/o proteger del derecho a la estabilidad 
ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo y/o 
lactancia vinculada a través de contrato de trabajo a término fijo? 
No se debe proteger 
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Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
Esta línea de muestra una unificación de la jurisprudencia, en los últimos años, debido a 
que antes del año 2013, con la expedición de la Sentencia SU 070-2013, se dejaron claras los 
posibles escenarios hipotéticos en los cuales se manejaran las diversas formas de vinculación de 
las mujeres. En las sentencias T – 373 / 1998 y la Sentencia T – 898 A /2006, se presenta una 
uniformidad con la NO protección a este derecho, es importante aclarar que se brinda esta posición 
debido a un aspecto constante y es el hecho de no informar oportunamente al empleador acerca 
del estado del embarazo, por la falta de pruebas de las accionantes, es imposible relacionar el 
despido con el hecho del embarazo. 
Solamente por este hecho, estas dos sentencias se apartan de la línea, sin embargo, las 
consideraciones siguen siendo protectoras y garantes de estos derechos, siempre y cuando se pueda 
encontrar el nexo causal entre estos hechos. 
 
Vinculación a través de contrato de trabajo por obra o labor. 
 
La normatividad colombiana, ha incluido el contrato por obra o labor como una forma legal de 
vinculación laboral, lo que le ha permitido a las empresas aminorar costos y contratar a los 
empleados solo por la duración de cierta labor. Este modelo de contrato, ha tenido gran acogida 
entre los empresarios colombianos, sin embargo, en cuanto a los derechos y obligaciones 
relacionados con la estabilidad ocupacional en mujeres en estado de embarazo o lactancia, se ha 
presentado una creciente en los casos en los cuales realizan los despidos aun conociendo del estado 
de embarazo, aduciendo que la obra o labor para la cual fueron contratadas ya finalizó. 
Por esta razón, es importante realizar la siguiente línea jurisprudencial que seguirá las 
formalidades del tratadista López Medina, en cuanto su realización y seguirá las formalidades de 
las líneas anteriormente relacionadas en este trabajo. 
Inicialmente, el grupo investigador decide determinar como punto arquimédico la sentencia 
SU 075 de 2018, una sentencia reciente sobre la estabilidad ocupacional reforzada en mujeres en 
estado de embarazo y que han sido contratadas mediante un contrato por obra o labor determinado, 
según el expediente T -6.24.380 que se analiza en la misma. 
Figura 5. Nicho citacional Sentencia SU-075 de 2018 
 
 
Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
Una vez, se identifica el punto arquimédico, es importante analizar la sentencia hito, que 
para el común de las formas de vinculación es la sentencia SU 070 de 2013, en la cual como ya se 
ha mencionado a lo largo de este proyecto, establece las condiciones normativas que se deben 
seguir para cada caso concreto. 
Así, ya obteniendo como punto arquimédico la sentencia 075 de 2018 bajo el expediente 
T- 6.240.380, y como sentencia hito la sentencia SU - 070 de 2013, se establece la siguiente línea 
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jurisprudencial para determinar el comportamiento de la Corte Constitucional respecto de la 
protección de los derechos fundamentales bajo el tipo de vinculación por contrato de obra o labor.  
Figura 6. Línea jurisprudencial en contrato por obra o labor. 
Sí se debe 
proteger 
¿Se debe amparar y/o proteger del derecho a la estabilidad 
ocupacional reforzada de la mujer en estado de embarazo y/o 
lactancia vinculada a través de contrato por obra o labor? 
No se debe 
proteger 
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Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
En esta línea, se evidencia el total apoyo de la Corte Constitucional acerca de la protección 
de los derechos fundamentales a las mujeres estado de embarazo con vinculación de contrato por 
obra o labor.  
Si bien es cierto, que este tipo de contrato de trabajo, brinda al empleador una serie de 
prerrogativas ya que sirve para vincular a los empleados por lapsos de tiempo no tan largos, solo 
mientras se ejecuta la obra o labor, es cierto también que deben cumplir con los requisitos mínimos 
de protección a los trabajadores, brindándoles las prerrogativas y los derechos de los cuales son 
acreedores durante esto tiempo y en el caso concreto sobre la estabilidad ocupacional reforzada en 
mujeres en estado de embarazo, la continuidad en la ejecución de la labor o dado el caso la 
reubicación laboral. 
 
Vinculación a través de contrato de prestación de servicios 
Dentro del ordenamiento jurídico interno, se incluye la forma de vinculación de profesionales a 
través del contrato de prestación de servicios, regulado por normas de derecho civil en nuestro 
país, pero que se ha convertido en una forma de contratación ideal para el ocultamiento de una 
verdadera relación laboral, es decir; de un contrato realidad. Por tanto, a través de este tipo de 
contratación, empresas y empleadores han vulnerado de forma consciente los derechos derivados 
de un contrato de trabajo. 
Si bien la sentencia SU-075 de 2018 trata directamente el tema de la estabilidad 
ocupacional reforzada en la mujer trabajadora en estado de embarazo, no es menos cierto que la 
misma no toca el tema de esta institución en trabajadoras vinculadas a través de contrato de 
prestación de servicios. 
Por lo tanto, una de las sentencias más recientes expedidas por esta corporación es la 
Sentencia T 030 /2018, en esta sentencia se basa el punto arquimédico de la presente línea 
jurisprudencial, procediendo a identificar el nicho citacional de mencionada sentencia. 
Figura 7. Nicho citacional Sentencia T-030 de 2018 
  
Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
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Una vez más, se tomara como sentencia hito la Sentencia SU- 070 de 2013, respecto de 
este tipo de vinculación la Corte Constitucional en esta sentencia determino, la necesidad 
primordialmente de realizar un estudio sobre el contrato de orden de prestación de servicios, para 
determinar si existen o no las condiciones de un contrato realidad, como indica la corte, este no es 
procedimiento que deba llevarse en sede de tutela, no solo por los mecanismos que existen de 
manera legal para determinar este tipo de contrato, sino por lo dispendioso  que resulta realizar 
este proceso vía tutela. 
Sin embargo, determino la corte que, si se consideran vulnerados los derechos de la mujer 
en estado de gravidez, es necesario realizar este estudio en sede de tutela, para garantizar y aplicar 
de manera idónea las prerrogativas a las que conlleva. Según la sentencia, para estos casos, serán 
aplicables las reglas de un contrato de trabajo a término fijo por las similitudes entre los dos tipos 
de vinculación laboral. 
 Ahora bien, teniendo identificado como punto arquimédico la Sentencia T-030 de 2018 y 
como sentencia hito la Sentencia SU – 070 de 2013, el grupo investigador procederá a realizar la 
línea jurisprudencial que corresponde a los lineamientos de la Corte Constitucional respecto de la 
vinculación por contrato de prestación de servicios.  
Figura 8. Línea jurisprudencial en contrato de prestación de servicios.  
Sí se debe 
proteger. 
¿Se debe amparar y/o proteger el derecho a la estabilidad ocupacional 
reforzada de la mujer en estado de embarazo y/o lactancia vinculada a través 
de contrato de prestación de servicios, si se ha demostrado el contrato 
realidad? 
No se 
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proteger 
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Fuente: Ingrid León y Edwin Manrique. Septiembre de 2018. 
Como se puede evidenciar en la presente línea jurisprudencia, la vinculación por medio del 
contrato de prestación de servicios, cuenta con un apartado adicional, donde deben verse probados 
según la Sentencia SU 070 de 2013, algunos presupuestos para aplicar las prerrogativas de la 
estabilidad ocupacional reforzada aplicada en el contrato de trabajo a término fijo. 
 
Según esta sentencia, como se mencionó anteriormente se debe también probar la 
existencia de un contrato realidad o determinar que ese contrato de prestación de servicios está 
ocultando un verdadero contrato de trabajo. Si bien es cierto, que las medidas de protección de la 
Corte Constitucional siempre han estado enfocadas a la protección indeterminada de los derechos 
fundamentales, se ha determinado del análisis de las sentencias que hacen parte de la línea 
jurisprudencial, que muchos de los jueces de primera y segunda instancia, niegan los amparos de 
manera constante por el hecho de no encontrarse probada la existencia de un contrato realidad. 
 
Igualmente, es importante destacar que la Sentencia T 030-2018, configurada como punto 
arquimédico en esta forma de vinculación, determinó que el hecho de no encontrar “probada una 
relación de trabajo, no impide otorgar una protección por vía de tutela a la madre gestante, posición 
que ha sido reiterada en las sentencias T-346 de 2013, T-715 de 2013, T-238 de 2015 y T-102 de 
2016.” (Sentencia T 030, 2018) 
 
 Así mismo, modificó en cierta manera los supuestos que deben ser verificados al momento 
de tutelar los derechos de una trabajadora en estado de embarazo:  
  
• Conoce el estado de gestación de la contratista, pues esta lo notificó con anterioridad. 
 
• El objeto contractual persiste. 
 
• No cuenta con el permiso del inspector de trabajo para dar por terminado el contrato por 
justa causa.  “(Sentencia T 030, 2018)”  
 
Esta nueva jurisprudencia, puede ser un apoyo para los jueces de tutela al momento de 
analizar los casos de mujeres en estado de embarazo, vinculadas a través de cualquiera de las 
modalidades de contratación establecidas en la ley. Adicionalmente, la correcta interpretación de 
las consideraciones de la Corte Constitucional, puede reducir considerablemente el número de 
amparos negados en las primeras instancias, ahorrando no solamente un desgaste en el aparto 
judicial, sino también siendo eficaces con la garantía de los derechos constitucionales otorgados a 
las madres en estado de embarazo y lactancia.  
 
  
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Dentro de las conclusiones obtenidas en el presente proyecto de investigación se 
encuentran: 
A través de las decisiones proferidas por la Corte Constitucional en sede de revisión de 
tutela, la Corporación ha obrado mayormente de avanzada, al amparar los derechos derivados de 
la estabilidad ocupacional reforzada de la mujer trabajadora en estado de embarazo y/o lactancia. 
De igual forma, esta corporación mediante la sentencia SU-070/2013 ha unificado su 
jurisprudencia y establecido una serie de reglas para la protección de estos derechos a través de las 
modalidades de vinculación como el contrato de trabajo a término indefinido, a término definido, 
el contrato de obra, el contrato de prestación de servicios, las trabajadoras vinculadas a través de 
empresas de servicios temporales y cooperativas de trabajo asociado. 
Adicionalmente a la importancia de la forma de vinculación de la trabajadora, la Corte 
Constitucional ha establecido una serie de reglas y presupuestos que de presentarse en el caso de 
concreto se ordenarán las medidas de protección para cada caso particular. Estos presupuestos son: 
i) el conocimiento o no por parte del empleador del estado de embarazo de la trabajadora al 
momento de su desvinculación o despido; ii) la existencia o no de la autorización o concepto del 
inspector de trabajo en relación con los motivos alegados como justa causa del despido y; iii) la 
causa alegada por parte del empleador como motivo de despido o desvinculación de la trabajadora. 
Con la sentencia SU-075 de 2018, la Corte Constitucional ha decidido modificar 
parcialmente el precedente jurisprudencial entendiendo que, si el empleador no tenía conocimiento 
del estado de gravidez de la trabajadora al momento de la vinculación o despido, no hay lugar a 
ordenar las medidas de protección establecidas con la sentencia SU-070 de 2013 para las 
modalidades de contratación de contrato de trabajo a término fijo, a término indefinido, y el 
contrato de obra o labor. 
La Corte Constitucional a través de los años, ha proferido una gran diversidad de sentencias 
que han obrado de avanzada en la protección de los derechos de la estabilidad ocupacional 
reforzada, situación que se ve reflejada en las líneas jurisprudenciales identificadas en las formas 
de vinculación de contrato a término indefinido, definido, por obra o labor y en contrato de 
prestación de servicios. 
Dentro de las recomendaciones obtenidas en el presente proyecto de investigación se 
encuentran: 
Se recomienda por parte del grupo investigador, adelantar un proyecto encaminado a 
establecer si en el Distrito Judicial de Cúcuta se ha dado cumplimiento al precedente establecido 
por la Sentencia SU-070 de 2013 y la SU-075 de 2018. 
Se recomienda por parte del grupo investigador, adelantando a realizar un análisis 
jurisprudencial en relación a la institución de la estabilidad ocupacional reforzada en relación a 
trabajadores amparados por fuero sindical, y en trabajadores en situación de discapacidad y 
debilidad manifiesta. 
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